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LaSupremacía Constitucional es uno de los logros más importantes del 
Constitucionalismo y de la humanidad, y la necesidad imperante del momento, me 
llevo a escribir este pequeño pero, significativo estudio que versa sobre la 
Supremacía Constitucional en Nicaragua, dicho trabajo tiene como objeto el 
estudio de la Constitución como norma suprema del Estado Constitucional 
Democrático nicaragüense.  
Este significativo esfuerzo, tiene como justificación poner en perspectiva, la 
fundamentación de la norma Constitucional, su protección y defensa, y develar las 
manipulaciones y violaciones Constitucionales en los últimos años, haciendo un 
análisis jurídico, que se enmarca dentro de los cánones tradicionales del Derecho 
Constitucional, este estudio tratara de aportar una importante reflexión, sobre la 
crisis del Estado Constitucional en Nicaragua.  
La Constitución como norma suprema y como instrumento controlador del Poder 
político nicaragüense se encuentra en cuidados intensivos, el Estado 
Constitucional Democrático se diluye ante un Poder caudillista y canallesco,  que 
ha erosionado de tajo, los elementos del Estado Constitucional, todo nos conduce 
a la inversión de los principios Constitucionales, y donde el Poder actúa al margen 
de la Constitución.  
La metodología de este estudio, consiste en el análisis de diversas fuentes 
consultadas, dichas fuentes abordan el tema de la Supremacía Constitucional y 
son reconocidas y aceptadas en la Doctrina del Derecho Constitucional, también 
se hace uso de la Constitución Política (Cn), así como  de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial (LOPJ), y Ley de Amparo (LA), de esta forma se trata de analizar y 
relacionar las disposiciones que considero que se han vulnerado, por parte del 
Poder político.  
El trabajo se encuentra estructurado en tres Capítulos, el primer Capítulo aborda 
de forma general, la fundamentación conceptual que tiene la Constitución como 
norma suprema del Estado, el sentido formal y material que por razones didácticas 
 
 
tiene la misma, se hace hincapié en el Ordenamiento jurídico y su importancia en 
el Derecho Constitucional, pieza clave para poder entender en alcance de la 
Supremacía Constitucional.   
El segundo Capítulo se estudia el órgano encargado de defender a la Constitución 
como norma jurídica, los presupuestos y fundamentos que posee la Justicia 
Constitucional, los distintos Sistemas de Justica Constitucional, las funciones 
esenciales de la misma, sin faltar el problema de su legitimación en el Estado 
Democrático.    
El tercer y último capítulo se refiere, a la crisis Constitucional que actualmente se 
vive en Nicaragua, se hace un análisis de la Sentencia Número 504 del 19 de 
octubre del año dos mil nueve, donde hay una defenestración a la Constitución 
misma, y donde la manipulación Constitucional busca su lado más conspicuo, se 
detalla el inconstitucional Decreto 03-2010 del 9 de enero del año 2010, como un 
elemento más de la grave crisis Constitucional, y por supuesto se aborda el tema 
del segundo párrafo del transitorio artículo 201, de la Constitución Política. Se 
hace alusión en el mismo capítulo al retroceso del Estado Constitucional en 
Nicaragua, y de la crisis de legitimidad que atraviesan los Poderes Públicos.  
Este trabajo fue fruto del tiempo, que me dedico la directora del mismo; la 
Profesora Selene Guevara, la cual le agradezco sobremanera por todos sus útiles 
consejos, sus sugerencias académicas y la facilitación de bibliografía, también se 
le agradece a la Universidad Centro Americana UCA y a su Facultad de Ciencias 











LA NORMA CONSTITUCIONAL 
1. La constitución como norma suprema del ordenamiento 
jurídico. 
 
La norma constitucional como instrumento racional controlador del poder político, 
es un tema muy abundante en la literatura constitucional, se han escrito 
importantes tratados de Derecho constitucional, que tratan de fundamentar el valor 
jurídico que tiene la constitución.  
 
Por ello es necesario hacer una fundamentación y tratar de conceptualizar la 
norma constitucional, que en palabras de KARL LOEWENSTEIN (1979), se ha 
convertido así en el dispositivo fundamental para el control del proceso del poder. 
La fundamentación y conceptualización de la constitución como norma suprema 
del ordenamiento jurídico, es uno de los temas más álgidos y disputados debido a 
que abarca múltiples aspectos no solamente jurídicos, de todo ordenamiento 
estatal. Definir que es una constitución no es tarea sencilla puesto que en ella se 
proyecta un Estado, en este estudio le daremos importancia al concepto jurídico 
de constitución.  
 
El constitucionalismo como movimiento ideológico y político, establece como 
principio incólume de una sociedad, el célebre  artículo 16 de la Declaración de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, que reza así “toda sociedad en la 
que no esté asegurada la garantía de los derechos ni determinada la separación 
de poderes carece de constitución” como consecuencia la constitución escrita es 
un producto típico de la ilustración, que tiene como técnica la limitación del poder y 
proclamar la igualdad de todos los hombre libres, ante la ley. KARL LOWENSTEIN 
(1979), plantea que “en un sentido ontológico se debe considerar como el telos de 
toda constitución la creación de instituciones para limitar y controlar el poder 
político.” Esto quiere decir, que el objeto fundamental de toda constitución es 
 
 
establecer el control y límite del poder político del Estado y garantizar la libertad e 
igualdad de todos, en esto consiste el Estado constitucional.  
 
Como señalaPÉREZ ROYO (2010), la constitución escrita es un fenómeno 
relativamente reciente en la historia de la organización de las sociedades 
humanas, pero el término Constitución es antiquísimo, habiéndose utilizadoa 
menudocon mucha abundancia en la historia antigua. Las civilizaciones antiguas 
desarrollaron ideas importantes de constitución como técnica limitadora del poder 
político, pero será el movimiento liberal quien planteará con mayor rigurosidad 
técnica el concepto de constitución, por eso se le atribuye al constitucionalismo 
clásico el fenómeno de la constitución escrita, que de forma inicial se produce en 
una zona del planeta exclusivamente en América del Norte y Europa.  
 
Los documentos escritos que tenían una idea fundacional, garantista de la libertad 
del ciudadano frente al poder público, que se basaban en el principio de igualdad, 
y que tenían en su esencia el control del poder, aparecen por primera vez en las 
colonias inglesas de Norteamérica, con la Declaración de independencia el 4 de 
julio de 1776 y seguidamente en la Constitución del 17 de septiembre de 1787. 
Posteriormente se incorporara Francia al fenómeno de la constitución escrita, tras 
la Revolución francesa con la Declaración de Derechos del Hombre y del 
Ciudadano de 1789 y con la constitución de 1791.  
 
Por consiguiente esta técnica avanzada para limitar el poder público y garantizar la 
libertad e igualdad de todos los hombres se extenderá por toda Europa en el siglo 
XIX y por todos los Estados independientes de los imperios coloniales, en América 
Latina. La constitución escrita tendrá un proceso de expansión muy vertiginoso 
pasando a convertirse en la forma general de organización del poder político, en 
todo los Estados democráticos.  
 
La finalidad del movimiento liberal o del constitucionalismo, era asegurar la 
garantía de la libertad frente al poder público, DE OTTO (1991), plantea que dicha 
 
 
finalidad, no era plantear a la constitución como norma jurídica, sino garantizar las 
libertades individuales, esto se debió al concepto liberal burgués de Constitución, 
que tenía un componente ideológico-político pero, que suponía una cierta ruptura 
con los planteamientos del Antiguo Régimen.   
 
Como se señaló en las primeras líneas, es el constitucionalismo como movimiento 
liberal el que, desarrollando con gran rigurosidad técnica, algunas ideas anteriores 
de lo que se auguraba por constitución, estableció la base del concepto moderno 
de constitución, cuya finalidad básica consistía en asegurar la libertad individual 
frente al poder político del Estado, ÁLVAREZ CONDE (2008), dice que dichas 
libertades y dicho control del poder político, se planteó con una serie de principios 
y técnicas que debe prescribir toda constitución que pretendiese tales fines, el 
respeto a los Derechos individuales y la separación de poderes. Por lo cual el 
concepto de constitución adquiere un carácter garantista. 
 
SÁCHICA (2006), señala que la constitución es su sentido político-jurídico, es una 
fórmula de reparto del poder en una comunidad, teniendo como contenido 
concreto la declaración de principio y la enunciación de valores y metas del 
modelo constitucional escogido. Hay que vislumbrar que la constitución no solo es 
la norma suprema del ordenamiento jurídico, es también un sistema de valores, 
los principios y enunciados constitucionales son fundamentales, por lo que en un 
sentido estricto SOLÍS ROMAN (1999), plantea que podríamos referir que son la 
base normativa de la norma suprema por excelencia, como es la constitución.  
 
Son muchas las definiciones que la doctrina constitucional hace de constitución, 
ESCOBAR FORNOS (2000), esboza que la constitución es un cuerpo de normas 
superiores que tienen por objeto la organización de los poderes del Estado, la 
división de poderes, el reconocimiento de los Derechos civiles, políticos y sociales 
y que por su naturaleza consagra los principios y normas fundamentales del 




AMPIÉ VÍLCHEZ (2006), distingue conforme a la doctrina constitucional, las 
modernas constituciones de las que existieron en la antigüedad, y establece que el 
concepto moderno de constitución presupone lo siguiente:  
 La constitución se concibe como un conjunto de normas de rango superior, 
a cualquier otra, tanto por su origen como por su contenido.  
 Se considera como un texto escrito que regula las normas de organización 
y funcionamiento de los poderes públicos. 
 Es entendida como una norma de carácter fundacional, producto de un 
acuerdo básico que expresa la autodeterminación de la comunidad al 
plantearles, la forma de organización jurídico-política.  
 Es considerada una norma que reconoce los Derechos elementales de 
todas las personas.  
En palabras de GARCÍA PELAYO (1999), la constitución es un sistema de 
normas, y es un producto de la fuerza ordenadora de la razón, por tanto el 
resultado de la Constitución racional normativa, es el resultado de una 
combinación de un elemento formal y otro material. Para la concepción racional 
normativa, la Constitución no es producto de la tradición, o del azar, sino de la 
fuerza ordenadora de la razón, es decir la finalidad es la racionalización del Poder 
Político. En la doctrina constitucional, existen muchas clasificaciones de 
constitución, entre ellas tenemos, los conceptos de Constitución Históricas-
Tradicionales, sociológicas, entre otras. La Constitución racional-normativa, es la 
que nos interesa,  por su acertado contenido.  
El sentido formal de una constitución, se puede explicar, por su  elaboración y 
reforma puesto que requieren, unos cauces jurídicos diferentes, y más complejos 
que las leyes ordinarias, dichos procedimientos son agravados y difíciles. 
Formalmente tiene que ser un producto de la sociedad, es decir creada por ella 
misma, y no una norma que se le impone sin su consentimiento. La constitución 
material, tiene su raigambre, es su contenido, por tanto, todo lo que en ella se 
reconoce, materialmente la constitución, deberá permitirle a la sociedad auto 
dirigirse políticamente, de forma perenne. La libertad de la sociedad al momento 
 
 
de aprobar a constitución debe de continuar como principio incólume de dicha 
sociedad. 
El profesor ÁLVAREZ ARGÜELLO (1999), alude a la constitución en sentido 
formal a  la constitución escrita, a textos que se diferencian de las restantes leyes 
por su nombre y en su caso porque su aprobación y reforma están sujetas a 
especiales requisitos, y la constitución en sentido material, se encuentra referida al 
conjunto de las normas cuyo objeto es la organización del Estado, los poderes de 
sus órganos, las relaciones de estos entre si y su relación con los ciudadanos, 
sencillamente son las normas que regulan la creación de normas por los órganos 
superiores del Estado. 
ÁLVAREZ CONDE (2008), pone de manifiesto que en Europa inicialmente, la 
ausencia de un concepto normativo de constitución, coadyuvo a proporcionar la 
distinción entre Constitución en sentido formal y Constitución en sentido material. 
Este doble sentido de constitución subyace al hecho de que no fue posible, 
alcanzar un hecho unitario de constitución, debido que en Europa la idea de 
constitución como norma suprema del ordenamiento jurídico, se impuso entrado el 
siglo XX y es hasta entonces que se construye la idea de constitución a partir de la 
jerarquía entre normas. El dogmatismo constitucional del siglo XX, no determinó 
con precisión, que es lo que en realidad debía entenderse por constitución, y se 
impuso una concepción dualista del término, que aún persiste y  se distingue entre 
constitución en sentido formal y constitución en sentido material.  
Hemos hecho un recorrido conceptual de la forma más avanzada, que tiene el 
hombre para controlar el poder político, cuya forma no es otra cosa que ese 
dispositivo racional llamado constitución. La supremacía constitucional tiene su 
punto de referencia, en el precedente doctrinal del Federalista, por ello la justicia 
constitucional se deriva del carácter fundamental y superior de la constitución, 
pues la misma como norma fundamental impone su superioridad jerárquica.  
En 1803, nace la Justicia constitucional, como medio para garantizar y defender la 
supremacía de la constitución. Nace por un proceso de creación jurisprudencial, 
 
 
que suele situarse en la sentencia del juez JOHN MARSHALL, con la famosa y 
celebre sentencia en el caso MARBURY VS MADISON, dictada por el tribunal 
supremo de los Estados Unidos de Norte América. Dicha sentencia implicaba en 
que una ley del congreso no podía primar sobre la Constitución, (sesión décima 
tercera de la ley de 1789 que organizaba el poder judicial por oponerse a la 
constitución). 
ESCOBAR FORNOS (2006), en su libro Justicia constitucional, pueden leerse las 
palabras del juez JOHN MARSHALL, que dan inicio a la Justicia constitucional 
como defensora y garante de la supremacía de la constitución. “es una 
proposición demasiado sencilla para ser respondida la de que, o la constitución 
controla cualquier acto legislativo incompatible con ella, o que, la legislatura puede 
alterar la constitución por medio de una ley ordinaria. Entre estas dos alternativas 
no existe término medio. O la constitución es una ley suprema, inmodificable por 
medios ordinarios, o se sitúa en el nivel de leyes ordinarias y al, igual que esas 
leyes, puede ser alterada cuando la legislatura pueda hacerlo. Si la primera opción 
de esta disyuntiva es cierta, entonces un acto legislativo contrario a la constitución 
no constituye Derecho; si es cierta la segunda opción, entonces la constituciones 
escritas son proyectos absurdos, por parte del pueblo, para limitar un poder que 
por su propia naturaleza es ilimitable”.  
Lo que se planteó en 1803 con la célebre sentencia del juez del juez JOHN 
MARSHALL, era ante todo establecer que la constitución es una norma jurídica y 
también, la norma de mayor rango e importancia, que ocupa la cúspide del 
sistema normativo. De este modo en Norteamérica surgirá de forma rápida la idea 
de una Justicia Constitucional y el Control de Constitucionalidad de las Leyes, 
ÁLAVREZ CONDE (2008), nos dice que Europa es reacia a esta aportación del 
constitucionalismo Norteamericano, continuara manteniendo la idea de 
supremacía de la ley como expresión de la voluntad popular. 
Solo en la primera posguerra se recibirá en Europa la concepción norteamericana 
que intenta reducir el legislativo a un poder constituido, dentro de los limites 
supriores de la constitución. Como nos dice GARCÍA DE ENTERRIA (2008), esta 
 
 
será la obra de un magistral jurista HANS KELSEN, que plasmara su concepción 
en la constitución austriaca de 1920, la cual influirá a su vez en el 
constitucionalismo de posguerra. HANS KELSEN, introduce sobre el modelo 
americano alguna singularidad esencial que estudiaremos el siguiente capítulo, de 
la Justicia Constitucional. De tal forma que el principio de soberanía popular se 
afirma de manera irresistible y la fuerza normativa de la constitución formal o 
escrita, será considerada como insoslayable.  
El tratadista español PÉREZ ROYO (2010), dice que la ausencia del principio de 
soberanía popular, en el proyecto revolucionario Europeo de finales del siglo XVIII, 
se trataba de un proyecto constitucional, de la igualdad que pretendía imponerse 
en la práctica, sobre la base de la discriminación, verbigracia: la participación 
política se veía afectada, por un grupo reducido de ciudadanos con privilegios, 
como consecuencia del sufragio censitario. 
 Los revolucionarios estimaban una constitución racional normativa, que 
propugnaba la igualdad, pero en teoría, porque en la práctica lo que se reflejaba 
era una constitución de la desigualdad. En teoría todos los hombres eran iguales, 
pero en la práctica no lo eran. Por tales razones, la constitución Europea no tenía 
un carácter de norma jurídica. Todas las constituciones Europeas del siglo XIX, 
por razones de desigualdad y por proscribir el principio de soberanía popular, no 
ostentaban el carácter de norma jurídica, la restricción al derecho al sufragio en 
ese tipo de constituciones programáticas era una realidad, la desigualdad primaba 
en la práctica, aunque en teoría todos los hombres eran iguales.   
La gran diferencia entre constitución de carácter liberal y constitución de carácter 
democrático está en lo siguiente: 
 La constitución democrática es norma jurídica y no un simple documento 
político, como pretendía los revolucionarios liberales.  
 El mundo del Derecho, de la constitución democrática, empieza en la 
constitución misma y no en la ley, como ocurrió en el siglo XIX.  
 
 
 La constitución del siglo XX, proclama la soberanía popular y constitución 
del siglo XIX, proclama la soberanía parlamentaria.  
 La constitución del siglo XIX, es una constitución flexible es decir no existen 
límites jurídicos para el legislador y como consecuencia no se puede 
plantear el control constitucional de la ley, mientras la constitución del siglo 
XX, va a ser una constitución rígida, únicamente reformable, con 
procedimientos agravados, distintos a los de la ley. Y por consiguiente, se 
expresara el control constitucional de la ley. 
Sin embargo será hasta la segunda posguerra, cuando se extienda la técnica de 
justica constitucional, especialmente por obras de las constituciones italianas y 
alemanas, que intentan reaccionar contra la amarga experiencia de “perversión del 
ordenamiento jurídico” por parte de las dictaduras fascistas y totalitarias y 
queriendo asegurar la pervivencia de los valores democráticos de un pueblo, 
abren las puertas a la justicia constitucional.   
El principio de supremacía constitucional, nos dice el profesor GARCÍA PALACIOS 
(2011), deriva su significado de la superioridad que tiene la constitución en 
relación al resto de normas de un ordenamiento jurídico.  Y se planta lo siguiente:  
 La constitución es una lex superior, que obliga por igual a gobernantes y 
gobernados.  
 La constitución goza de superioridad jurídica, es decir de supremacía.  
Es por tal razón que la configuración de la constitución como norma jurídica ocupa 
el vértice de la pirámide normativa, la constitución es una especie de súper ley, de 
norma normarum, y ello porque su propio establecimiento y procedimiento de 
reforma suponen la existencia de una  serie de requisitos, que no cumplen las 
demás disposiciones normativas y porque sirve de parámetro, a través del control 
de constitucionalidad de las leyes, de las demás normas jurídicas. (ÁLAVREZ 
CONDE, (2008). De la justicia constitucional, se abordara con más lucidez en 
siguiente capítulo,   de igual forma se hará un parangón con la realidad nacional.  
 
 
GARCÍA DE ENTERRIA, (2008), con brillantes palabras nos dice, el valor 
normativo, que reviste a la norma constitucional, por tanto la constitución del 
Estado ha pasado a ser,  un instrumento en sí mismo justiciable y no cualquier 
norma sino la norma suprema, la que le da validez y legitimidad al ordenamiento 
jurídico, de un Estado. En consecuencia la constitución se afirma como una 
efectiva  norma jurídica. Por tanto hay una ruptura con la vieja concepción que 
limitaba el texto constitucional a un documento declamatorio y retorico. Hoy la 
constitución es la norma de normas, es la fuente de fuentes, y de ella se deriva 
todo el ordenamiento jurídico de un Estado.   
En Nicaragua la supremacía constitucional se encuentra regulada en el artículo 
182 de la Constitución Política, que reza así “la Constitución Política es la carta 
fundamental de la República; las demás leyes están subordinadas a ella. No 
tendrán valor alguno las leyes, tratados, ordenes o disposiciones, que se le 
opongan o alteren su  disposiciones”. De forma clara el constituyente 
nicaragüense, expresa el principio de supremacía constitucional, como 
consecuencia del valor jurídico que tiene la constitución, para garantizar la liberta 
e igualdad de todos y limitar el poder político.La constitución es la norma suprema 
del ordenamiento jurídico y vincula a todos los jueces y magistrados. Como ya 
notamos la constitución, se incluye así misma en el ordenamiento, con su efecto 
vinculante, general y directo para los ciudadanos, administración pública, jueces, 
magistrados, sin necesidad de intermediación de las normas jurídicas 
tradicionales, ley y reglamento.  
“La especial fuerza vinculante directa de los Derechos fundamentales, no está 
supeditada a intermediación legal alguna”. Así lo dijo el Tribunal Constitucional 
Español, en sentencia del 14 de octubre de 1988 y 13 de mayo de 1992. Se colige 
entonces que la norma constitucional se aplica de forma directa con 
independencia del grado de concreción diferente de sus partes. La constitución 
como se dijo, es un sistema de valores, que tienen fuerza vinculante, sin importar 
el grado de concreción de los mismos, puestos que estos valores o principios, 
informan, la actuación judicial o la actuación pública en general.  
 
 
Por lo antes dicho GARCÍA DE ENTERRIA (2008), plantea que la culminación del 
carácter normativo de la constitución, en su carácter de norma de normas, luce 
finalmente mediante el sistema de justicia constitucional. De la constitución 
depende la validez de todas las leyes, por medio de la justicia constitucional, se 
controlan todas las leyes que atenten con los preceptos y principios 
constitucionales. Serán derogadas cuantas disposiciones se opongan a la 
constitución. Por tanto hay un efecto normativo directo inequívoco.  
La constitución como norma cumple funciones muy diversas: fija los valores del 
sistema normativo, y los principios básicos del orden político y jurídico, traza las 
líneas genéricas políticas de actuación de los poderes públicos mediante 
mandatos, regula su organización, competencias y procedimientos, establece los 
rasgos generales del sistema de reproducción de normas, determina los derechos 
y libertades de los ciudadanos. ÁLVAREZ ARGÜELLO (1999), afirma, que los 
preceptos constitucionales son heterogéneos, y cuya operatividad jurídica es 
igualmente diversa, lo que lleva a pensar que sus preceptos tienen una diferente 
eficacia jurídica, sin dejar de olvidar que todos los preceptos constitucionales 
tienen la consideración de norma jurídica.  
Hay quienes plantean que la aplicabilidad directa de las normas constitucionales, 
debe ser puesta en relación con la heterogeneidad de las mismas, sin caer el 
riesgo de un enfoque parcial del problema, pudiéndose hablar de una pluralidad de 
normas constitucionales. Que pueden ser imperativas, organizadoras,  
estructurales, etc. Haciendo relevancia a su eficacia.  
La constitución debe entenderse como la norma suprema de cualquier 
ordenamiento jurídico, porque en la misma se proyecta un Estado. La constitución 
ocupa un lugar primario en el sistema de fuentes del Derecho, y dentro de ella se 
establece el sistema de fuente de la constitución. La constitución es la fuente de 
fuentes del ordenamiento jurídico. Por consiguiente no hay razones para dudar del 





1.1. La supremacía formal de la constitución 
Como se dejó planteado, en el anterior punto, el principio de supremacía 
constitucional, se traduce en la superioridad de la constitución en relación al resto 
de normas de un ordenamiento jurídico, la supremacía formal en sentidodidáctico 
se proyecta, en dos sentidos, el primero es la constitución como reproductora de 
fuentes del Derecho, y el segundo es la rigidez constitucional, dichos aspectos 
configuran desde mi punto de vista la supremacía formal de la constitución. 
La supremacía formal de la constitución, es entonces fuente primaria y creadora 
de fuentes del Derecho (lo que en Derecho constitucional se denomina sistema de 
fuentes), es decir la constitución política nicaragüense define el sistema de 
reproducción de normas, y posee la rigidez constitucional como una técnica de 
reforzamiento de la supremacía. De forma básica esto engloba la supremacía 
formal de la constitución.  
A continuación, detallaremos estos elementos básicos de la supremacía formal de 
la constitución, que teóricamente pudiesen ser  reiterativos por su conexión 
necesaria e inseparable, con el continente “supremacía constitucional”, que es un 
tema muy conceptual y de mucho análisis. 
El derecho constitucional ha logrado con gran éxito, determinar los principios y 
valores comunes, a todas las ramas del Derecho. Por ello ÁLVAREZ CONDE 
(2008), afirma con gran precisión que cada día más  el Derecho constitucional se 
está convirtiendo en ese Derecho común que en épocas pasadas ocupo el 
Derecho civil, y no solamente del Derecho público, sino también de todo el 
ordenamiento jurídico, dicho planteamiento tiene mucha lógica, si decimos que el 
Derecho constitucional determina los principios y valores de todas las ramas del 
Derecho.  
La constitución además de ser fuente primaria del Derecho, es también la norma 
que determina el sistema de fuentes del ordenamiento jurídico. El profesor 
ESCORCIA (2009), entiende por fuente del Derecho todo aquello que da 
nacimiento al Derecho objetivo, es decir  aquello que da nacimiento a las normas 
 
 
jurídicas de un Estado, por tal razón el concepto de  fuente del Derecho, debería 
entenderse esencialmente a aquellos actos normativos, a los cuales el 
ordenamiento jurídico les atribuye la reproducción de normas jurídicas.  
La constitución como tal, es una norma que atribuye potestades normativas, es 
decir habilita a órganos del Estado, para producir normas jurídicas de contenido 
general, en el caso  de Nicaragua podemos mencionar a la Asamblea Nacional y 
el Poder ejecutivo. Regulando la misma el procedimiento, la materia y el contenido 
sustantivo de algunos tipos de normas. El art. 138 de la Cn. Reza “son 
atribuciones de la Asamblea Nacional: Elaborara y aprobar las leyes y decretos, 
así como derogar y reformar los existentes”…  
Tal como señala PÉREZ ROYO (2010), todo orden político constitucionalmente 
definido, tiene que ser un orden único tanto a la entrada como a la salida, por 
consiguiente la constitución es el punto de referencia de la ley y la ley el punto de 
referencia de todo lo demás. Esencialmente este es el carácter normativo y 
supremo que ostenta la constitución nicaragüense, como fuente primaria del 
Derecho y como determinadora del sistema de fuentes.  
Como bien esboza el profesor GARCÍA PALACIOS (2011), el carácter rígido de la 
norma constitucional, es en última instancia una consecuencia de la pretensión de 
actuar del principio que es objeto este estudio, es decir el de “supremacía 
constitucional”. La rigidez constitucional deriva del carácter fundamental y superior 
de la constitución y posee una vinculación con el control constitucional.  
Las constituciones rígidas, como la nuestra, establece la formas en que pueden 
ser reformadas, por el legislador ordinario, a través de un procedimiento diferente 
y más difícil, que el previsto para hacer o reformar las leyes ordinarias. Por 
consiguiente, el control constitucional es una combinación de la rigidez 
constitucional. En las constituciones flexibles, no puede hablarse de un control 
constitucional verdadero,  porque estas pueden ser reformadas por el órgano 
legislativo ordinario, por el mismo procedimiento de las leyes ordinarias.  
 
 
La Cn establece meridianamente, el principio de rigidez constitucional, prescrito en 
los art. 182 al 195. Lo sustancial de la rigidez constitucional, tiene por objeto los 
procedimientos de reforma, por tanto, no es objeto de esta investigación 
profundizar en ellos. ESCOBAR FORNOS (2004), comenta, que entre las 
principales funciones de la rigidez constitucional se encuentra:  
 La de garantizar los Derechos fundamentales  
 El surgimiento de la Justicia constitucional y garantizar la supremacía 
constitucional 
Todas las constituciones políticas, deben de gozar de una estabilidad jurídica 
reforzada, cuya garantía, nos dice ÁLVAREZ ARGÜELLO (1999), radica en que la 
modificación o derogación de sus preceptos están sometidas a unos 
procedimientos específicos, distintos y más complejos que los previstos, para los 
restantes tipos de normas. 
La doctrina constitucional más autorizada, funda que la rigidez constitucional es un 
sistema de modificación o derogación, que tiene cabida en las constituciones 
escritas, mediante procedimientos distintos de las leyes ordinarias, consistentes 
en el establecimiento de varios obstáculos técnico que dificultan la reforma de los 
preceptos constitucionales, con objeto de garantizar su continuidad, esto como 
resultado de la supremacía constitucional.  
Es conveniente hacer énfasis, por muy reiterativo que eso sea, que la constitución 
política de Nicaragua es una norma, pero como afirma GARCÍA PALACIOS 
(2011), no cualquier norma sino la norma suprema y fundamental del 
ordenamiento jurídico nicaragüense, por ende goza de supremacía y rigidez 
constitucional.  
En Nicaragua según ESCOBAR FORNOS (2000), todas nuestras constituciones 
han sido rígidas, y fueron más rígidas las constituciones de 1893 y 1905, pues 
para su reforma parcial o total, se exigía la convocatoria a elección popular a una 
asamblea constituyente.    
 
 
1.2. La supremacía material de la constitución 
Reiteramos que, la constitución es la norma suprema del Estado, y es la principal 
fuente de Derecho y ella define el sistema de fuentes del ordenamiento jurídico, 
por tal razón la supremacía material de la constitución nicaragüense, deriva de su 
condición de norma suprema, por lo cual ÁLVAREZ ARGÜELLO (1999), nos dice 
que existe un conjunto de condiciones jerárquicas impuestas a las restantes 
normas del sistema.   
La supremacía material de la constitución política nicaragüense, condiciona 
internamente, el contenido de todas las normas inferiores, por tal razón la doctrina 
constitucional, ha tratado de hacer hincapié, en la súper-legalidad material de la 
constitución y el principio de interpretación conforme a la constitución.   
Es importante señalar nuevamente, el sentido material de la constitución, para 
detallar y precisar, su condicionamiento a normas inferiores del ordenamiento 
jurídico, la constitución material, es el contenido de la misma, todo lo que ella 
establece, por ejemplo: Derechos fundamentales, Justicia constitucional que es el 
medio de protección de los mismos, la organización de un Estado, el control y 
ejercicio del poder público, entre otras cosas.  Lo que supone que ninguna norma 
inferior puede, tener un contenido, que contravenga lo establecido, en la 
constitución política, esto es la supremacía material.  
La constitución posee una supremacía material, por consiguiente, cualquier norma 
o acto, que conlleve una infracción a la norma suprema, será invalido, esta 
supremacía constitucional, supone una eficacia sustantiva y la podemos analizar a 
la luz del art. 182 de la Cn. Que reza si “La Constitución Política es la carta 
fundamental de la República; las demás leyes están subordinadas a ellas. No 
tendrán valor alguno las leyes, tratados, ordenes o disposiciones que se le 
opongan o alteren sus disposiciones”. En virtud de esta colosal disposición 
constitucional, se desprende una eficacia sustantiva, de lo que se denomina 
supremacía material de la constitución.  
 
 
Por tal razón, el conjunto de ciudadanos y los poderes públicos, están sujeto a la 
constitución y al ordenamiento jurídico, las voces del art. 183 de la Cn. Lo 
establecen “Ningún poder del Estado, organismo de gobierno o funcionario tendrá 
otra autoridad, facultad jurisdicción que las que les confiere la constitución política 
y las leyes de la República”. También podemos traer a colación el art. Cn. 130 
“Ningún cargo concede a quien lo ejerce más funciones que las que le confiere la 
constitución y las leyes”. Nuestro sistema constitucional nicaragüense, establece 
con contundencia la supremacía constitucional.  
El art. 187 al 190, de Cn. Establece el control constitucional de las leyes, cuyo 
tratamiento se observara, en el subsiguiente capitulo, traemos a colación, para 
develar el carácter procesal, que posee la supremacía constitucional, material, que 
no es otra cosa que el contraste de todo tipo de normas y actos administrativos, 
con la Supra – Norma, dicho control, se le es encargado a un órgano 
constitucional, llamado Tribunal constitucional, en nuestro caso Corte Suprema de 
Justicia, cuyas competencias se encuentran constitucionalizadas.  
La supremacía material de la constitución, supone también la interpretación del 
ordenamiento jurídico, conforme a la constitución del Estado, el distinguido 
profesor de la Universidad Complutense de Madrid, GARCÍA DE ENTERRÍA  
(2008). Que la interpretación de una norma conforme a la Constitución es pues 
acomodar su contenido a los principios y preceptos de la constitución. 
Es necesario entender, que la interpretación del ordenamiento jurídico, conforme a 
la Constitución, se lo imprime el carácter normativo que tiene la misma. La norma 
fundamental, es también una norma integrativa, es decir llena lagunas que por 
defecto las normas jurídicas poseen. La constitución es la norma suprema del 
ordenamiento jurídico, y vincula a todos los poderes públicos, incluyendo a jueces 
y tribunales, quienes ejercerán es su caso, el control constitucional, 
consecuentemente la doctrina constitucional, valora sobremanera la jurisprudencia 




ESCOBAR FORNOS (2002), en su libro “Interpretación e integración 
constitucional”, aborda con claridad la importancia y el alcance, que puede tener la 
interpretación constitucional, por parte del tribunal o juez constitucional en su caso, 
planteando que las normas constitucionales siempre son objeto de interpretación y 
más aún el ordenamiento jurídico conforme a la misma.   
Los principios son elementales, para interpretar la constitución, no son simples 
banalidades, o enunciados, sino que tienen valor normativo directo y sirven de 
directrices para el resto del ordenamiento jurídico. La constitución es un sistema 
de valores, como plantea SOLÍS ROMÁN (1999),  y dichos valores y principios 
contenidos en la constitución, participan en las características de exigibilidad del 
Derecho positivo.  
2. El ordenamiento jurídico en la Constitución 
La supremacía constitucional, supone un ordenamiento jurídico unitario, 
coherente, y completo, es decir, un conjunto de normas dotadas de sentido, 
NAVARRO Y SEDIN (2010), conceptualizan al ordenamiento jurídico, como el 
conjunto de normas, que rigen un determinado momento en una determinada 
sociedad, lo que supone no solo, un simple agregado de normas, sino una unidad 
dotada de sentido, que funciona de forma ordenada, coherente y completa.  
Como manifiesta DE OTTO (1991), ordenamiento jurídico en sí, es un sistema 
complejo, es él que hace depender la producción de normas jurídicas, dicha 
complejidad radica, en la multiplicidad de fuentes. Lo que indica que dentro de la 
unidad estructural, que es el ordenamiento, coexisten distintas fuentes del 
Derecho. Por tal razón la doctrina constitucional, entiende al ordenamiento 
jurídico, como una realidad dinámica, por las mutaciones que en él se producen.  
La concepción del ordenamiento jurídico por parte de GARCÍA DE ENTERRÍA Y 
FERNÁNDEZ (2008), es igual a la que tenía SANTI ROMANO, y es que el 
ordenamiento jurídico precede a la norma, la cual es tal no por ninguna cualidad 
abstracta o de esencia, sino justamente por su inserción, en un Ordenamiento 
jurídico concreto, que como tal la precede y a que ha tenido que definirla 
 
 
previamente como “fuente del Derecho” y en cuyo seno únicamente cobra todo su 
sentido, y se hace una crítica categórica a la teoría positivista  al tratar de reducir, 
el Derecho a simples normas e intentar concretar en ellas todos los caracteres del 
sistema jurídico.  
La doctrina constitucional coincide, en que el concepto de Ordenamiento jurídico y 
la teoría del mismo, que arranca de la teoría institucional del Derecho de principios 
del siglo XX, pero la idea del Ordenamiento jurídico, como un todo unitario y 
sistemático, como un ordenamiento y no como un amontonamiento, o 
yuxtaposición de normas como plantea PÉREZ ROYO (2010), está presente en 
las ciencias jurídicas desde el siglo XIX.  
El Ordenamiento jurídico, presenta tres notas distintivas muy claves:  
 Es un sistema unitario  
 Es un sistema coherente 
 Es un sistema completo 
La unidad del ordenamiento, es el elemento primario que existe, en un Estado 
constitucional, en nuestra Cn. Se establece dicho principio, en el art. 159. “Los 
tribunales de justicia forman un sistema unitario, cuyo órgano superior es la Corte 
Suprema de Justicia…  este principio constitucionalizado, es de gran valía, para 
poner en perspectiva, la supremacía constitucional. 
El constitucionalista español, PÉREZ ROYO (2010), manifiesta que en las 
sociedades pre – estatales, incluso en las más desarrolladas y complejas de 
todas, el Antiguo Régimen de la monarquía absoluta, no ha habido nunca un 
centro unitario consistentemente productor de normas jurídicas, para toda la 
sociedad y mucho menos un centro con el monopolio de la producción jurídica.  Lo 
que denotaba, la ausencia de un sistema racional, coherente, y ordenado, por 
ende había una suma de privilegios más que de Derechos. En el Estado 
constitucional, el ordenamiento jurídico, deberá entenderse como un sistema 
unitario, sistemáticamente organizado.  
 
 
Las normas jurídicas cambian, pero el ordenamiento jurídico permanece, en tanto 
permanecen sus principios., GARCÍA DE ENTERRÍA Y FERNÁNDEZ (2008), 
sostienen que la interpretación de cada norma, es necesariamente una 
interpretación al Ordenamiento jurídico entero, en el que dicha norma se integra y 
dentro del cual cobra su significación. Las leyes pueden tener lagunas, nos decía 
P.LABAND, pero el orden jurídico, no puede tenerlas, es decir las lagunas 
jurídicas se colman y las contradicciones se eliminan.  
Es necesario fijar criterios que permitan el funcionamiento efectivo de ese sistema, 
denominado Ordenamiento jurídico, por la enorme complejidad que presenta 
dicho, Ordenamiento, como han dicho NAVARRO Y SEDIN (2010), se plantean 
conflictos normativos, esto es supuestos en los que más de una norma, es 
susceptible de ser aplicada, a un mismo problema jurídico, obligando a seleccionar 
aquélla o aquéllas, que deben prevalecer respecto a las demás. Dichos criterios 
los abordaremos posteriormente, para lograr entrelazar y dilucidar el complejo 
sistema normativo, que tenemos.  
Como se dejó planteado, en un sistema ordenado, no caben los vacíos, las 
lagunas que siempre dejan las normas cuando se consideran aisladamente, han 
de integrarse dentro de ese complejo unitario y sistemático que es el 
ordenamiento jurídico, integración que se hace, sobre los principios que lo 
presiden.   
2.1. Notas distintivas del Ordenamiento Jurídico 
La primera nota distintiva que trataremos, es la unidad del Ordenamiento Jurídico, 
la doctrina constitucional, coincide que en todo Ordenamiento Jurídico, tiene que 
haber un punto de referencia último de todas las normas, en términos de PÉREZ 
ROYO (2010), tiene que haber un poder originario, por encima del cual no existe 
otro y en el que todas las normas tienen que encontrar, directa o indirectamente su 
justificación.  
En tal sentido, es recomendable explicar y justificar la unidad del Ordenamiento 
Jurídico, cosa que no es tarea sencilla, debido a la complejidad que representa el 
 
 
mismo, por la coexistencia de infinidades de normas, en las que las fuentes del 
Derecho son múltiples. En tal sentido el sistema de fuentes, será  aquel constituido 
por diversos tipos o categorías normativas que conforman un Ordenamiento 
Jurídico, como aborda GARCÍA PALACIOS (2011), de forma tal que puedan 
acudir los aplicadores del Derecho, para resolver o fundamentar sus fallos y los 
usuarios de la Justicia para argumentar sus peticiones.  
Nuestra Cn. En el art. 159 dice “Los Tribunales de Justica forman un sistema 
unitario, cuyo órgano superiores la Corte Suprema De Justica…” el constituyente, 
previendo la existencia, de varias categorías normativas, dentro del Ordenamiento 
Jurídico, y la colisión y conflictos entre normas, se hizo necesario establecer un 
Sistema Unitario, es decir establecer por medio de la Constitución Política, como 
norma suprema del Estado, la regulación propia de la producción normativa.  
La segunda nota distintiva de Todo Ordenamiento Jurídico es su coherencia, las 
normas Jurídicas de un Ordenamiento estatal, continuarán un sistema, en 
consecuencia, no existen normas incompatibles en su seno, pero, no hay forma, 
que un Ordenamiento Jurídico, pueda evitar a priori la posibilidad de antinomias 
jurídicas, entendiendo por antinomias jurídicas, aquella situación que se da entre 
dos normas incompatibles, que pertenecen al mismo Ordenamiento y que tienen el 
mismo ámbito de validez.  
Por tal razón se habla de una unidad sistemática del Ordenamiento Jurídico, que 
tiene que disponer de criterios para resolver, cualquier antinomia a posteriori, la 
coherencia del sistema, significa la exclusión de toda situación en la que no 
pertenecen al sistema dos normas que se contradicen. 
La tercera y última nota distintiva del Ordenamiento estatal, es lo completo que es 
el mismo, en el que no es posible que existan lagunas o vacíos, lo completo del 
Ordenamiento estatal se ve reflejado, cuando el Juez puede encontrar en él, una 
norma para resolver cualquier conflicto, que se someta a su jurisdicción. El 
profesor PÉREZ ROYO (2010), citando a CARNELUTTI, considera que un sistema 
puede ser incompleto por exceso o por defecto, por exuberancia o por deficiencia, 
 
 
en el primer caso nos encontramos ante un sistema con antinomias, y en el 
segundo, ante un sistema con lagunas, por ello se ha planteado, que para resolver 
las antinomias jurídicas, es necesario la purga del ordenamiento y para resolver 
las lagunas o vacíos jurídicos, es necesaria la integración.  
La moderna doctrina constitucional, esboza que el carácter completo, que posee 
todo Ordenamiento Jurídico, es más que una exigencia, es una necesidad, que 
dota al Ordenamiento mismo, de funcionalidad, siendo está, la condición más, 
importante de todo Sistema Jurídico.  
Un juez debe resolver siempre sobre las pretensiones, que se les formulen, no 
pudiendo excusarse alegando vacío o deficiencia de normas, es decir que los 
jueces y tribunales deben dar respuestas a todas las controversias, que se 
sometan a su consideración, así de tajante es el segundo párrafo del art. 18 de la 
Ley orgánica del Poder Judicial, que reza así: “A falta de norma jurídica pertinente, 
los Magistrados y Jueces deben resolver aplicando los principios y fuentes 
generales del Derecho, preferentemente los que inspiran el Derecho 
nicaragüense, la jurisprudencia y lo establecido en la legislación procesal 
nacional”.  
El legislador nicaragüense el claro, y da por supuesto, que en ningún caso, los 
Jueces y Magistrados, podrán inhibirse y pretender no fallar, estableciendo como 
argumento, que no encuentran una norma jurídica, en el Ordenamiento con base 
en el cual tomar una decisión.   
El art. 160 de Cn. Establece que “La administración de justicia garantiza el 
principio de legalidad; protege y tutela lo derechos humanos mediante la 
aplicación de la ley en los asuntos o procesos de su competencia”. Como se dejó 
patente anteriormente, los Jueces y Magistrados, deben y tienen que tomar una 
decisión, con base en una norma que pertenezca al Ordenamiento Jurídico, por 
consiguiente, un Juez o Magistrado, en palabras de PÉREZ ROYO (2010), no 
puede “inventar” la norma, tiene que “encontrarla” en el Ordenamiento Jurídico.  
 
 
El profesor CASTILLO (2001), nos brinda un buen concepto de integración de la 
norma jurídica, y nos dice, que no se trata de buscar el sentido de la norma a 
través de la interpretación, sino de suplir el defecto normativo que se produce por 
un vacío o laguna en la previsión legislativa; en definitiva se trata de resolver sobre 
un hecho no previsto por el legislador. La Doctrina Constitucional, establece las 
técnicas de auto – integración, que son propias del Ordenamiento Jurídico:    
 La analogía  
 Los principios generales del Derecho 
La analogía, en palabras del maestro CASTILLO (2001), se aplica a un caso dado, 
que no aparece contemplado de manera directa y especial en ninguna norma 
jurídica, una norma prevista para un supuesto de hecho distinto, pero con el cual 
el caso dado guarda semejanza. En otros términos más sencillos, es un 
procedimiento por el cual se atribuye a un caso no regulado la misma disciplina de 
un caso similar.  
Los principios generales del Derecho, han sido estudiados al unísono, por la 
Doctrina, como criterios fundamentales, que informan el origen y desenvolvimiento 
de una determinada legislación que, expresados en reglas y aforismos, tienen 
virtualidad y eficacia propias con independencia de las normas formuladas en el 
plano positivo. A partir de las cuales se puede deducir la solución de un problema 
no regulado expresamente en las diferentes normas que coexisten en un momento 
dado en el Ordenamiento Jurídico.  
2.2. Criterios del Ordenamiento Jurídico 
El Ordenamiento Jurídico posee tres criterios básicos para combatir con éxito la 
complejidad que ostenta el Ordenamiento como tal y dirimir los conflictos 
normativos, que a diario se suscitan en la práctica, teniendo como principal 
objetivo, mantener la Supremacía Constitucional. Los criterios o principios son los 
siguientes:  
 El criterio jerárquico  
 
 
 El criterio de cronológico  
 El criterio de especialidad  
El criterio o principio de jerarquía normativa, nos dicen NAVARRO Y SEDIN 
(2010), es elemento básico, en todo Ordenamiento Jurídico, que agrupa la 
totalidad de las normas existentes en el mismo, en una escala jerárquica, en la 
que los distintos tipos de normas asumen un diferente valor, con forme a un 
criterio formal, con independencia del contenido material de las normas. La 
doctrina constitucional, le llama al criterio jerárquico también el de ley superior, y 
se da en el supuesto en el cual se presentan dos normas incompatibles, de las 
cuales siempre prevalecerá la jerárquicamente superior, lex superior 
derogatinferiori. 
S colige entonces, que las normas inferiores, no pueden modificar, drogar, o tener 
un contenido contrario a las normas superiores, siendo en caso contrario invalidas, 
de tal manera las normas superiores, si pueden modificar, derogar y tener un 
contenido contrario a las normas inferiores. Podríamos decir, que este principio o 
criterio, orbita en tres escalones normativos, que son la Constitución, la Ley, y el 
Reglamento.  
El criterio cronológico, manifiesta PÉREZ ROYO (2010), es el también llamado de 
la ley posterior, y es aquel en base en el cual dos normas incompatibles prevalece 
siempre la norma posterior, Lex posterior derogat priori. Este criterio se traduce en 
la preeminencia de la noema posterior deroga a la anterior contraria a la misma, 
sin que esto suponga la invalidación de la norma  anterior, que queda derogada 
pero, no anulada, esto supone que se seguirá aplicándose a situaciones surgida 
durante su vigencia, si perjuicios de los efectos retroactivos que, en su caso pueda 
tener la norma derogante.  
El criterio o principio de especialidad, también llamado el de la ley especial, es 
aquel, con base en el cual dos normas incompatibles, una general y otra especial, 
prevalece la segunda, Lexespecialisderogatgeneralit, dicha transición responde a 
 
 
una exigencia fundamental de justicia, entendida como tratamiento igual, a las 
personas que pertenecen a una misma categoría.   
Con estos criterios o principios, queda clara la solución de controversias 
normativas, que se suscitan en el seno del Ordenamiento Jurídico, y de esta forma 
mantener la Supremacía Constitucional, pero entre los propios criterios, pueden 
producirse discrepancias a la hora de resolver antinomias en el Ordenamiento, la 
doctrina constitucional más autorizada, pone de relieve que son tres los posibles 
conflictos que pueden plantearse:  
1. Conflicto entre el criterio jerárquico y el cronológico, este se produce 
cuando una norma posterior, contradice lo dispuesto en una norma 
superior. Por ejemplo, cuando una Ley contradice a la Constitución, o un 
Reglamento contradice a una Ley.  La respuesta a este dilema es muy 
clara, el criterio jerárquico se impone o prima sobre el cronológico.  
2. Conflicto entre el criterio cronológico y el criterio de especialidad, se 
produce cuando una ley general posterior contradice a una ley especial 
anterior. En este caso el criterio de especialidad, prima sobre el criterio 
cronológico.  
3. Conflicto entre el criterio jerárquico y el criterio de especialidad, se produce 
cuando hay una contradicción entre dos normas de distintos rangos, una 
general y otra especial, lo que supone que la norma general es 
jerárquicamente superior a la norma que posee un carácter especial. La 
técnica y el sentido común indica, que prevalecerá la norma 
jerárquicamente superior, es decir que el criterio de jerárquica prima sobre 
el criterio de especialidad.  
 
De esta forma el Ordenamiento Jurídico, como elemento sustancial de la 
Supremacía Constitucional, y como un sistema completo, y dinámico, pero 
coherente, establece los criterios básicos que recién abordamos, para resolver las 
distintas antinomias y controversias normativas que se suscitan en la práctica, y 
 
 
de esta forma salvaguardar el principio incólume que es el de Supremacía 
Constitucional.  
 
En este primer capítulo, se logró conceptualizar a la norma Constitucional, y se 
hizo un recorrido histórico de los primeros textos constitucionales, que se 
determinaron por las dos grandes Revoluciones liberal-burguesas, americana y 
francesa, de finales del siglo XVIII, con la confrontación de los principios teóricos 
de la ideología liberal, encarnada en la obra de MONTESQUIEU, y los del 
pensamiento político democrático magistralmente formulados por ROUSSEAU. 
 
Según TEJADURA TEJADA (2003), la Supremacía Constitucional, es uno de los 
principios, básicos del constitucionalismo contemporáneo, y se encuentra 
amenazada por el nefasto poder económico de la globalización, sustituyendo la 
ideología del Constitucionalismo, por el de la Constitución. En Nicaragua, el 
conculcador sistemático de la Constitución, es el Poder Político, la 
Constitucionalidad se ha convertido en excepción, y la inconstitucionalidad en 
regla, aspecto que abordaremos detenidamente en el último capítulo de este 
estudio, tratando de develar el colapso de la Justicia Constitucional, que 
vertiginosamente acaeció. 
 
Es importante dominar los conceptos básicos, que de manera didáctica, nos 
enseña el constitucionalismo, para entender y fundamentar, la legitimidad de todo 
poder político, y que no se sustituya la ideología de constitucionalismo por el de 
Constitución. A continuación abordaremos el segundo capítulo, que aborda a la 
Justicia Constitucional, que no es otra cosa que el aparato constitucional, en 
palabras del profesor VINTRÓ CASTELLS (2010), con fórmulas distintas, 
destinadas a defender, a proteger, a asegurar el cumplimiento y vigencia de la 






LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL COMO GARANTE DE LA 
SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL 
1. Presupuestos y fundamentos de la Justicia Constitucional 
La Justicia Constitucional, en palabras de VINTRÓ CASTELLS (2010) no es otra 
cosa que el aparato Constitucional con fórmulas distintas, en unos países 
destinados a defender, a proteger, a asegurar el cumplimiento y vigencia de la 
Constitución y de esta forma cumplir con el principio incólume del 
Constitucionalismo Democrático, de la Supremacía Constitucional.    
El Estado Constitucional, consiste en los límites y controles al Poder público, y 
mediante la Justicia Constitucional se cumple el cometido, en este sentido el art. 
187 al 190, de la Cn, desarrollan el Control Constitucional en Nicaragua, 
mediamente:  
 El recurso por Inconstitucionalidad   
 El recurso de Amparo  
 El recurso de exhibición personal (Habeas Corpus) 
 Conflicto de Competencia y Constitucionalidad entre 
Poderes del Estado 
Todo control Constitucional tiene que tener sus condiciones, estas según la 
Doctrina constitucional son:  
 Una limitación Constitucional de la actividad legislativa. 
 Una actividad normativa contraria a la Constitución.  
 Una pretensión o reclamo. 
 Y un órgano especializado e independiente, facultado para salvaguardar y 
defender la Constitución.  
En Nicaragua, la Constitución Política y  la Ley de Amparo, establecen que el 
Control Constitucional, se ejerce no solo sobre el acto legislativo, o sea la ley, 
 
 
mediante el (Recurso Por Inconstitucionalidad), sino también sobre disposiciones, 
actos, resoluciones y en general sobre acciones u omisiones de funcionarios y sus 
agentes que violen o traten de violar, los preceptos consagrados en la 
Constitución (Amparo), y contra actos restrictivos de la libertad, integridad física. 
(Exhibición personal) y los conflictos que se suscitan entre los poderes del Estado, 
cuando sientan que invaden sus competencias. (Conflicto de competencia y 
constitucionalidad entre los Poderes del Estado). 
La justicia Constitucional mediante el Control Constitucional, se encuentra 
condicionada por algunos presupuestos, entre los que destacan, la existencia de 
un Orden Jurídico, regido por el principio de jerarquía de las normas, según el cual 
las que tiene mayor rango predomina sobre las inferiores. 
Para una Justicia Constitucional plena que ejerza verdaderos controles, es 
indispensable que exista una Constitución rígida o con procedimientos diferentes y 
másdifíciles para su reforma por el legislador ordinario. CSJ en sentencia Nº 56 
del (3 de julio del 2000), ha expresado que nuestra Constitución es semirrígida, 
por otra parte la Constituciones flexibles las pueden reformar los órganos 
legislativos ordinarios por el mismo procedimiento de la las leyes ordinarias. 
ESCOBAR FORNOS (2004), expresa que nuestro Constitucionalismo, la rigidez 
constitucional, ha sido un principio fundamental, las Constituciones de 1893 y 
1905, son las más rígidas, pues exigían tanto para su reforma como para la total, 
la celebración de una asamblea constituyente.   
Una norma jerárquicamente superior, que contenga procedimientos complejos 
para su propia reforma, en definitiva una Constitución en sentido formal, y cuyo 
contenido, Constitución en sentido material, verse sobre la organización de los 
Poderes del Estado y que garantice los Derechos fundamentales de los individuos. 
El límite al poder Político es el objeto principal del Constitucionalismo 
Democrático, y la Constitución es el mejor dispositivo intelectual para limitar y 
controlar dicho Poder, la misma, Organiza los Poderes de tal manera que los limita 
en su reparto de Competencias, verbigracia el art. 130 Cn, “La nación 
 
 
nicaragüense se constituye en un Estado Social de Derecho. Ningún cargo 
concede a quien lo ejerce, más  funciones que las que le confieren la Constitución 
y las Leyes.”  
La justicia Constitucional, es un símbolo de la Supremacía Constitucional y 
garantía de las libertades públicas, como bien señala GARCÍA VILCHEZ (2000), 
por ello el Órgano encargado de defender la Constitución a través del Control 
Constitucional, deberá de ser un Órgano independiente, dicho principio se 
desarrollara consecuentemente. De forma breve se aludirá el proceso histórico de 
la Justicia Constitucional, cuyos orígenes se encuentran en el Sistema 
Constitucional Norteamericano, en el primer capítulo se hizo alusión a la célebre y 
ya conocida sentencia del Juez MARSHALL 1803, a partir de dicha sentencia, 
nace la Justicia Constitucional en los Estados Unidos de América, la Constitución 
de 1787 no decía de forma explícita que se establecía la Justicia Constitucional, 
pero el Articulo 6 de dicho cuerpo normativo planteaba la superioridad normativa 
de la Constitución. Dicha previsión es la que fundamenta al Juez MARSHALL, que 
permite accionar y crear el modelo de Justicia Constitucional  Norteamericana.  
Mientras que el Constitucionalismo Europeo, del siglo XIX, según las épocas y 
según los momentos alterna el principio de Soberanía del Parlamento, alterna lo 
que se llama el principio monárquico, tradición que arranca según el profesor de la 
Universidad de Barcelona VÍNTRO CASTELLS (2010), el Constitucionalismo 
Americano al dotar a la Constitución de valor normativo y consiguientemente exigir 
una Justicia Constitucional.  
La Justicia Constitucional Europea, es obra del Jurista HANS KELSEN, con la 
primera plasmación en la Constitución Austriaca de 1920, periodo entre guerras 
del siglo XX, un modelo sustancialmente distinto al Norteamericano. El tema de la 
Justicia Constitucional aparece cada vez más reforzado, a partir de la Segunda 
Guerra Mundial, en determinados países la función protectora de los Derechos 
Fundamentales hacen que la Justicia Constitucional, ejerza controles verdaderos a 
los Poderes Públicos, es decir ya no solo el legislativo, sino el ejecutivo y el 
Judicial en algunos casos.  
 
 
2. Los Sistemas de Justicia Constitucional 
La historia del Derecho Constitucional, en palabras de ESCOBRA FORNOS 
(2006), registra la existencia de dos hitos importantes: el Sistema Norteamericano 
y el Sistema Europeo, gracias al talento y talante de dos Juristas muy importantes, 
como fueron JOHN MARSHALL Y HANS KELSEN, cuyas aportaciones fueron de 
gran valía para la Ciencia del Derecho Constitucional.  
Son dos los grandes Sistemas de Control Constitucional: el Difuso o 
norteamericano y el Concentrado o austriaco, también denominado europeo. 
Estos Sistemas han constituido la fuente de inspiración del desarrollo de la Justicia 
Constitucional. Los dos grandes Sistemas, han sido de mucha inspiración a lo 
largo de la historia, formándose así, un  tercer Sistema denominado Mixto, que 
toma tanto del modelo de Estados Unidos, como del modelo austriaco, pues los 
Jueces pueden conocer de los conflictos Constitucionales, pero, el fallo definitivo 
lo tiene el tribunal superior.   
Puede afirmase que la Justicia Constitucional es la garantía indispensable para la 
existencia del moderno Estado Constitucional de Derecho y por tal razón la 
defensa y protección de la Constitución Política ha de darse mediante la  debida 
protección de la Justicia Constitucional. A continuación abordaremos 
detalladamente algunas consideraciones de los Sistemas de Justicia 
Constitucional, que necesariamente son pieza fundamental, para preservar el 
Principio de Supremacía Constitucional.     
2.1. Control Constitucional Difuso 
Este Control Constitucional se estructuro de gran forma en los Estados Unidos de 
América, el modelo norteamericano de control difuso o desconcentrado, consiste 
en que cualquier Juez tiene competencias para conocer de cualquier asunto en 
que este comprometida la Constitucionalidad de una norma  o de un acto. Se trata 
de un Sistema no especializado para muchos.   
 
 
AMPIÉ VÍLCHEZ (2006), manifiesta que, en el Sistema Difuso el control es 
especial, debido que la sentencia que declara la Inconstitucionalidad de la Ley, 
sólo tiene efecto para las partes que han intervenido en el proceso, se limita al 
caso concreto, su efecto es declarativo y por lo tanto declara la nulidad 
preexistente y como tal tiene efectos retroactivos. Señala el autor que este que 
este control opera por vía incidental, en otras palabras, solo puede plantarse en 
ocasión y dentro de un proceso, de cualquier naturaleza que éste sea.  
Una de las críticas o inconvenientes que presenta el Control Difuso, es que, en 
tanto no haya un decisión de un Tribunal superior, esto se presenta, para que una 
norma sea considerada por distintos Tribunales como Constitucional e 
Inconstitucional a la vez, produciéndose muchas contradicciones.    
2.2. Control Constitucional Concentrado 
A este Sistema se le ha llamado europeo o austriaco fue especialmente creado 
por el Jurista vienés HANS KELSEN, apareció por vez primera en la Constitución 
de Austria, el primero de Octubre de 1920, en este Sistema la tutela de los 
Derechos Fundamentales y especialmente el Control de Constitucionalidad de las 
Leyes, se confía a un órgano especializado.  
Se trata de un sistema concentrado centralizado, en un que ostenta un grado de 
especialización, integrados por miembros  que poseen una mentalidad 
Constitucionalista, se trata de un órgano extrapoder, es decir no está ubicado 
dentro de los tres Poderes clásicos, Este Tribunal  posee facultades para fallar con 
efectos erga omnes y puede hasta llegar a dejar una norma Inconstitucional. El 
efecto es constitutivo en el sentido que la sentencia estimatoria o que declara la 
Inconstitucionalidad deroga esa ley y sus efectos son para el futuro. Este control a 
diferencia del Control Difuso, opera por vía principal o de acción,   
Por otro lado AMPIÉ VÍLCHEZ (2006), esboza que, este Tribunal único, puede 
pertenecer a la Jurisdicción común (Un Tribunal Supremo o Corte Suprema de 
Justicia) o ser un Tribunal especial 8 Tribunal Constitucional). El modelo austriaco 
ha sido seguido por muchos países, como Italia, España, Portugal, Alemania, etc.  
 
 
El Tribunal Constitucional, ha servido de modelo para numerosos Ordenamientos 
de Europa continental, y en Latinoamérica han tenido una gran acogida, 
adoptando en su mayoría un Sistema Concentrado. Muchos autores objetan al 
Sistema Concentrado por conferir demasiado Poder a un Tribunal Constitucional.  
2.3. Control Constitucional Mixto 
Como se dejó plasmado anteriormente los dos grandes sistemas, han sido de 
mucha inspiración a lo largo de la historia, formándose así, un  tercer Sistema 
denominado Mixto, que toma tanto del modelo de Estados Unidos, como del 
modelo austriaco, pues los Jueces pueden conocer de los conflictos 
Constitucionales, pero, el fallo definitivo lo tiene el tribunal superior. 
La Constitución de Nicaragua de 1987 y sus reformas (1990, 1995, 2000, 2004, 
2005) nos dice el profesor GARCÍA PALACIOS (2011), diseñan un control de 
constitucionalidad de la ley y otras categoría normativas (decreto, reglamento) 
basado en un modelo concentrado a través de un recurso directo y abstracto 
denominado recurso por inconstitucionalidad(artículo 187 Constitución). En este 
modelo concentrado, la Corte Suprema de Justicia ostenta el monopolio de la 
declaración de inconstitucionalidad. 
No obstante, aunque el Sistema Constitucional nicaragüense, se haya diseñado 
como un Sistema Concentrado, similar al de los Tribunales Constitucionales, LA y 
LOPJ, estas dos normas y en específico la   introducen el llamado Control en el 
caso Concreto, el cual según el autor, le permite a cualquier Juez o Tribunal que 
está conociendo de un caso en concreto poder declarar la inconstitucionalidad de 
una norma que tiene aplicación directa al caso que está conociendo el Juez y que 
éste considera que la misma es violatoria a la Constitución. El control de 
constitucionalidad en casos concretos, a través de sus supuestos (artículos 22-24 
LA; art. 5 LOPJ).Por tal razón, estamos de acuerdo con GARCÍA PALACIOS 





3. Las funciones esenciales de la Justicia Constitucional 
Las funciones de la Justicia Constitucional, después de la Segunda Guerra 
Mundial, nos dice el maestro de la Universidad de Barcelona, VINTRÓ CASTELLS 
(2010), en primer lugar la función clásica,  que es el Control de Constitucionalidad 
de las leyes, una nueva función muy importante, Control de los Derechos 
Fundamentales, por consiguiente defensa de los Derechos Fundamentales de los 
Ciudadanos contra vulneraciones de cualquier Poder Público (Poder Ejecutivo, 
Poder Judicial o Poder Legislativo), y como tercera función la Justicia 
Constitucional como jurisdicción para dirimir conflictos entre Poderes Públicos.  
El Control Constitucional de las Leyes, Decretos O reglamentos, en Nicaragua se 
encuentra reflejado en el Recurso por Inconstitucionalidad, es un Recurso que 
posee como características, ser directo y abstracto, GARCÍA PALACIOS (2011), 
señala que, es un medio utilizado para asegurar y proteger los preceptos 
Constitucionales, frente a las normas de rango inferior, en otras palabras, sirve 
para asegurar la Supremacía Constitucional.  
El art. 187 Cn, reza así “Se establece el Recurso por Inconstitucionalidad contra 
toda Ley, Decreto, o Reglamento, que se oponga a lo prescrito por la Constitución 
Política, el cual podrá ser interpuesto por cualquier Ciudadano”   esto indica el 
compromiso de mantener la Supremacía Constitucional que en el art. 183 Cn dice 
“Ningún Poder del Estado, organismos de Gobierno o Funcionario tendrá otra 
autoridad, facultad o jurisdicción que las que les confiere la Constitución Política y 
las Leyes de la República”  LA, desarrolla todo el procedimiento que debe 
seguirse, para el Control Constitucional de las Leyes, Decretos, y Reglamentos.  
El art. 8 de LA, establece que “… no procede el Recurso de Inconstitucionalidad 
contra de la Constitución y sus Reformas, excepto cuando estando en vigencia se 
alegue la existencia de vicios de procedimiento en su tramitación, discusión y 
aprobación” 
No es objeto de este estudio, entrar a explicar el procedimiento de los Controles 
Constitucionales, pero, si  la importancia que tienen los mismos, para  preservar la 
 
 
Supremacía Constitucional, que mediante su función y contenido, se logra tal 
cometido.  
La defensa de los Derechos Fundamentales es una de las finalidades, de la 
Justicia Constitucional, dicha finalidad se consolido, después de la Segunda 
Guerra Mundial, en Nicaragua la defensa  a los Derechos Fundamentales, la 
consagra el art. 188 Cn. “Se establece el Recurso de Amparo en contra de toda 
disposición, acto o resolución y en general en contra de toda acción u omisión de 
cualquier funcionario, autoridad o agente de los mismos que violen o traten de 
violar los Derechos y Garantías consagradas en la Constitución Política”    
El Recurso de Amparo es el instrumento procesal mediante el cual, el agraviado 
ejerce su derecho frente a un acto u omisión de la autoridad a fin de obtener la 
restitución de sus derechos y garantías consagrados en la Constitución Política. 
Recurso que conformidad con la Ley de Amparo, Ley Constitucional establece un 
procedimiento bastante viable, por tanto, se puede colegir que nuestra legislación, 
considera al Recurso de Amparo un procedimiento, que se tienen que llenar para 
poder llegar a una Resolución, que se inicia por parte agraviada, ante los Órganos 
Jurisdiccionales que aplican la Justicia Constitucional, contra un acto de la 
autoridad o de sus agentes que se considera lesivo, con el objeto de invalidar 
dicho acto o despojarlo de su eficacia por su Inconstitucionalidad.  
La Constitución Política nicaragüense establece los siguientes Derechos 
Fundamentales y Garantías regulados así:    
 Capítulo I Derechos Individuales 
 Capítulo II Derechos Políticos  
 Capítulo III Derechos Sociales 
 Capítulo IV Derechos de la Familia 
 Capítulo V Derechos Laborales 
 Capítulo VI Derechos de las Comunidades de la Costa Atlántica  
Como tercera función esencial de la Justicia Constitucional, tenemos Dirimir los 
conflictos de Competencia y Constitucionalidad, de los Poderes Públicos, este 
 
 
Recurso es relativamente nuevo, en el Orden Constitucional nicaragüense, este 
fue aprobado en el año 2008, a través de una reforma que se le realizo a la Ley de 
Amparo.  
Es importante hacer mención del Recurso de Exhibición Personal (Habeas 
Corpus). Éste podrá interponerse: en contra del funcionario o autoridad 
responsable, representante o funcionario de la entidad o institución que ordene la 
violación o la cometa; en contra del agente ejecutor; en contra de todos los 
anteriores; en contra del particular que restrinja la libertad personal. Este Recurso 
tiene por objeto proteger la Libertad, integridad y seguridad de las personas 
consagradas, entre otros, en los arts. 25, 31, y 35 Cn. La infracción a una de estas 
disposiciones Constitucionales da origen a la interposición del Recurso.  
Nuestra norma Fundamental, mandata a los Poderes Públicos, a coordinarse 
armónicamente y a ser independientes, el art. 129 lo expresa tajantemente “Los 
Poderes Legislativo, Ejecutivo, Judicial y Electoral, son Independientes entre sí y 
coordinan armónicamente, subordinados únicamente  a los intereses supremos de 
la nación y lo establecido en la presente Constitución”. También el art. 163. Inc. 12 
dice “La Corte plena conocerá y resolverá los Recursos de Inconstitucionalidad de 
la Ley y los Conflictos de Competencias y Constitucionalidad entre los Poderes del 
Estado.  
Este Recurso de Conflictos de Competencias y Constitucionalidad entre los 
Poderes del Públicos, está concebido, para la estabilidad y Supremacía 
Constitucional del Estado, su fin es la solución de conflictos positivos o negativos 
de Competencias o atribuciones Constitucionales entre los Poderes del Estado, y 
corresponderá a la Corete en pleno, resolver dichos conflictos, la  establece cual 





4. La legitimidad de la Justicia Constitucional en el Estado 
Democrático 
Una vez analizada la Justicia Constitucional, como el aparato Constitucional 
destinado a defender la Constitución, es necesario hacer hincapié en uno de los 
temas, más debatidos a lo largo de la Historia Constitucional, la legitimidad de la 
Justicia Constitucional es un problema clásico para el Derecho Constitucional, 
puesto que la función de la Justicia Constitucional, es una función en sí muy 
delicada  porque, eso significa atribuir a un órgano jurisdiccional, por lo tanto un 
órgano sin legitimidad democrática directa, la función trascendente de controlar la 
Constitucionalidad de las leyes, es decir, puede como nos dice VINTRÓ 
CASTELLS (2010), enmendar la plana al legislador democrático, es decir, al 
Parlamento democrático.    
La tarea más difícil y delicada de la Justicia Constitucional es que, puede llegar a 
anular una ley, por lo tanto un órgano no legitimado directamente desde el punto 
de vista democrático, puede invalidar la obra del legislador, del Parlamento que en 
efecto éste si tiene una legitimación democrática directa, el autor señalado indica, 
que también es posible que la Justicia Constitucional, revise la actuación de los 
Tribunales ordinarios, es decir que en algunos países si cabe el Recurso de  
Amparo contra decisiones de los Jueces. Todos estos argumentos son, los que 
este tema se vuelva muy álgido en la literatura Constitucional.  
¿Cómo es posible que un órgano, cuyos miembros son elegidos por el 
Parlamento, y no por los Ciudadanos, pueda controlar a otro que expresa la 
voluntad general? Este problema Objetivo del Estado Democrático, pone de 
relieve, tres cosas según PÉREZ ROYO (2010), o tres problemas muy debatidos:  
 Las relaciones entre Política y Derecho en el marco del Estado 
Constitucional, es decir hasta donde se puede llevar la juridificación de la 
política, cuando el Estado es la forma de Organización del Poder Político.  
 
 
 La legitimidad del control de un órgano democráticamente constituido por 
otro que lo está mucho menos y que, sobre todo, no lo está de manera 
inmediata y directa, además de no ser responsable ante nadie. 
 La posibilidad del órgano que ejerce el Control de Constitucionalidad de la 
Ley, sea tomada no jurídica sino políticamente.  
Por ello se ha manifestado, que ante tal problema Objetivo del Estado 
Democrático, la solución no admite, respuestas absolutas, sino únicamente 
relativas. La Justicia Constitucional, tiene como punto de reflexión sus propios 
límites, debido a la tarea difícil, trascendente y muy relevante que desempeña, la 
Justicia Constitucional tendrá que estar circunscrita a una serie de límites, y debe 
considerarse cuales deben y pueden ser esos límites. Uno de los límites de la 
Justicia Constitucional, es que no puede ser proactiva, la Justicia Constitucional 
tiene que ser deferente con respecto al legislador, y deberá limitarse a anular una 
Ley, cuando la misma esté en flagrante contradicción con la Constitución, por 
ende la Justicia Constitucional debe ser respetuosa de las Competencias 
repartidas en la misma Constitución, para los distintos Órganos del Estado.   
La Justicia Constitucional, no puede llevar a cabo sentencias que son aditivas o 
sentencias constructivas, o en todo caso manipulativas, como esboza VINTRÓ 
CASTELLS (2010), es decir sentencias que vienen a reconstruir la norma o añadir 
elementos de literalidad de la norma, puesto que solo pueden ser admisibles 
sentencias interpretativas que es lo normal en la Justicia Constitucional, de lo 
contario el Órgano encargado de llevar a cabo, el Control Constitucional pasaría 
de legislador negativo a legislador pasivo, y eso es inadmisible en el Estado 
Democrático.   
El órgano que lleva a cabo, por mandato Constitucional, el Control Constitucional, 
tiene su justificación, precisamente en las características de su Organización y 
funcionamiento, del procedimiento a través del cual actúa. PÉREZ ROYO (2010), 
aclara que el Órgano controlador de la Constitucionalidad, no puede actuar de 
oficio, sino que tiene que hacerlo a instancia de parte y de una forma muy 
controlada tanto política como jurídicamente; en que sus competencias están 
 
 
enumeradas y tasadas, en que sus sentencias limite objetivamente el alcance de 
su decisión, ya que puede limitar negativamente al legislador, pero no puede 
sustituirlo positivamente.  
Sin duda los límites a la Justicia Constitucional, son justificación de su legitimidad 
que siempre será cuestionada, pero sin duda, es el mejor remedio a las 
arbitrariedades del Poder Político; y si se afronta debidamente la Justicia 
Constitucional aquello para lo que exista,  aquello que la dota de sentido que en 
palabras del de VINTRÓ CASTELLS (2010), es precisamente la Defensa de la 
Constitución, en tanto que es un mecanismo  para la limitación del Poder, y para la 
garantía de los Derechos Fundamentales.   
5. La Corte Suprema de Justicia como órgano encargado de 
defender la Supremacía Constitucional. 
La defensa de la Constitución está presente, nos dice BALAGUER CALLEJÓN 
(2010), en el desarrollo de la teoría del Derecho Constitucional del siglo XIX. La 
CSJ, a través de sus magistrados Constitucionales, deben de llevar a cabo la 
óptima y eficaz realización de los procesos Constitucionales en Defensa de la 
Constitución y los valores superiores en procura de hacer más efectivo el Derecho 
y alcanzar como nos dice BARDELLI (2008), la tan ansiada paz social.  
La labor del Juez Constitucional en este sentido, va más allá de la de ser un mero 
aplicador de la norma, su actividad es totalmente dinámica, el Juez Constitucional 
deberá interpretar y decidir únicamente de acuerdo a lo dispuesto por la 
Constitución y el Derecho. En el contexto moderno todo órgano encargado de 
defender la Constitución, deberá interpretarla y a la vez crear Derecho, ya no es la 
de la de aplicar automáticamente las disposiciones legales y pronunciar 
textualmente la  palabra de la ley.  
La función del Juez Constitucional en pro de defender, el texto Constitucional, es 
desentrañar y comprender el sentido de la normas fundamentales, para ajustarlas 
a los fines del Derecho, y de esta forma hacerlo dinámico,  posibilitando como dice 
 
 
BARDELLI (2008), su eficacia aun en los momentos en que la ley parezca no 
responder a las exigencias de la realidad.   
En el sistema Constitucional nicaragüense, la defensa de la Constitución recae 
sobre la Corte Suprema de Justicia, a través del Control Constitucional que en 
otros sistemas se delega en un Tribunal Constitucional, AMPIÉ VÍLCHEZ (2006), 
considera que nuestra Constitución, heredada de las Constituciones liberales, 
establece que la Justicia emana del pueblo y es impartida en su nombre y 
delegada al Poder Judicial, integrados por los Tribunales de Justicia que establece 
la Constitución y la Ley.  
En este sentido el Poder Judicial se legitima en la Democracia ya que no tiene una 
voluntad propia, sino que se aplica la voluntad del pueblo. La Justicia 
Constitucional como señala el Jurista ESCOBAR FORNOS (1999), hunde sus 
raíces en el Poder Constituyente y defiende el fruto de éste, es decir la 
Constitución como norma jurídica. En nuestro Sistema Constitucional, como es 
sabido no existe un Tribunal Constitucional y todas las materia de la Justicia 
común y Constitucional que llegan a conocimiento de la Corte Suprema de 
Justicia, allí terminan, por ser lógicamente el más alto Tribunal de la República por 
lo tanto no hay otra instancia superior.  
ESCOBAR FORNOS (1999), plantea que, la ausencia de un Tribunal 
Constitucional que revise la Constitucionalidad de las sentencias de la Corte 
Suprema de Justica o una Sala Constitucional creada dentro de la Corte Suprema 
y la tradicional decisión de no someter a revisión de la Justicia Constitucional  las 
sentencias judiciales, mantenidas históricamente en nuestras leyes de Amparo, ha 
impedido ejercer el Control sobre la Constitucionalidad de las sentencias del Poder 
Judicial.  
Todo lo plantado indica que, la Corte Suprema de Justicia de Nicaragua, por su 
naturaleza jurisdiccional, está encargada de conocer y resolver las controversias y 
problemas jurídicos – políticos, en que está comprendido el principio de la 
Supremacía de la Constitución. La Corte suprema, tiene como fuente primordial de 
 
 
sus decisiones a la Constitución misma, naturalmente que puede utilizar otras 
fuentes secundarias como los Tratados Internacionales, la Doctrina, etc. Pero 
siempre la sustancia de sus decisiones debe estar fundada en la propia 
Constitución y no en las conveniencias o inconvenientes políticos que de ellas 
puedan derivar.    
La Corte Suprema de Justicia, como comisionada defensora de la Constitución, 
debe guardarle fidelidad absoluta, por ello se hace hincapié en la formación 
jurídica y Constitucional de los magistrados, de su independencia, y la 
imparcialidad política de sus miembros, como nos aclara el profesor de la 
Universidad de Valparaíso RÍOS ÁLVAREZ (2007), cualquier Órgano de Control 
Constitucional ya sea un Tribunal Constitucional, ya sea una Corte Suprema o una 
Sala Constitucional, debe resolver con criterios  Jurídicos y no políticos las 
controversias sometidas a su decisión. El órgano de Control Constitucional, debe 
tener en cuenta que la Constitución no solo es la Suprema rectora del 
Ordenamiento normativo, sino también la fuente primaria de la competencia de 
todos los órganos del Estado.  
Por ello el órgano encargado de controlar la Constitucionalidad, es decir la Corte 
Suprema, debe resguardar la Supremacía de la Constitución, cuando dirimí un 
conflicto de Competencias y Constitucionalidad entre los Poderes del Estado que 
no dependen de un Superior común. Por otra parte es misión esencial según RÍOS 
ÁLVAREZ (2007), de la Constitución el Amparo de los Derechos Fundamentales, 
siendo competencia para resguardar dichos Derechos a la Corte Suprema, 
muchas otras facetas de la Supremacía de la Constitución pueden ser materia de 
competencias del Órgano encargado de Controlar la Constitucionalidad, en 
nuestro caso la Corte Suprema de Justicia.      
El Poder Judicial, debe cumplir con Principios y disposiciones generales que 
informan su actuar y proceder, LOPJ, establece tales Principios: 
 
 
 Principio de Legitimidad Democrática, la Justicia emana del Pueblo y es 
impartida en su nombre y delegada de manera exclusiva por los Tribunales 
de Justicia del Poder Judicial.  
 Principio de Exclusividad, la función jurisdiccional es única y se ejerce por 
los Juzgados y Tribunales previstos en esta Ley. Exclusivamente 
corresponde al Poder Judicial la facultad de juzgar y ejecutar lo juzgado. 
 Principio de Independencia, el Poder Judicial es independiente y se 
coordina armónicamente con los  otros Poderes del Estado. Se subordina 
únicamente a los interese supremos de la nación de acuerdo a lo 
establecido en la Constitución Política.  
 Principio de Unidad de la Jurisdicción, los Tribunales de Justicia forman un 
Sistema Unitario, cuyo órgano superior es la Corte Suprema de Justicia.  
Estos principios, forman parte fundamental del Principio de Supremacía 
Constitucional, a la cual está sometido el Poder Público,  estableciendo como 
expresa el Jurista SERRANO CALDERA (2008), limites precisamente para 
terminar, con el Poder omnímodo que ostentaban las monarquías absolutas y 
evitar la autocracia, como consecuencia de la concentración del Poder, por tal 
razón se sostiene, que el Estado Constitucional Democrático, es 












CRISIS DE LA SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL EN NICARAGUA. 
1. La Supremacía Constitucional nicaragüense colapsada 
Tal como se señaló en el capítulo anterior la Corte Suprema de Justicia es en 
esencia la institución garante de la Supremacía Constitucional, la que, si se 
observan los acontecimientos de los últimos años ha sufrido un deterioro real, 
graves problemas como la marcada politización de ésta y la proliferación y 
deplorable elaboración de sentencias que paradójicamente han vulnerado de una 
y otra forma el Estado Constitucional. 
Posiblemente la sentencia que fundamenta esta afirmación y que dio lugar a 
innumerables análisis, críticas tanto a nivel nacional como internacional fue la 
Sentencia del 19 de octubre de 2009 a las 5:00 p.m.  La cual se presentará en 
este trabajo como un anexo en la que se declara la Inaplicabilidad del art. 147 inc 
a) y b) y el artículo 178 de la Constitución, por producir “antinomia constitucional” 
que crea discriminación e interdicción electoral. Quebrantándose de forma 
atropellada el orden constitucional. 
Todo esto se originó a raíz de  un  grupo de ciudadanos nicaragüenses (117 
personas) acudiesen mediante un representante ante el Consejo Supremo 
Electoral solicitándole que aplique el principio constitucional de igualdad 
incondicional de todos los nicaragüense, e inaplique el principio de interdicción 
electoral para el Presidente y Vicepresidente de la República, Alcalde, y 
Vicealcalde, y que, además, resuelva unas presuntas antinomias en la 
Constitución. El Consejo Supremo Electoral (CSE) emite una Resolución en la que 
se considera incompetente de conocer lo que se le solicita. El representante de los 
117 ciudadanos decide recurrir dicha Resolución mediante un Recurso de 
Amparo. El Poder Judicial admite, tramita y resuelve el Recurso a través de la 
Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 
 
 
La Sentencia que resuelve el recurso declara con lugar la pretensión y señala lo 
siguiente. I. Ha lugar al Amparo (acoge la pretensión). II. Ordena que el Consejo 
Supremo Electoral libre certificado que permite a los 117 ciudadanos estar aptos 
en sus derechos políticos-constitucionales-electorales para participar en las 
contiendas electorales en el 2011 y 2012. III. Declara la Inaplicabilidad del art. 147 
inc. a) y b) y el artículo 178 Constitución por producir antinomia constitucional que 
crea discriminación e interdicción electoral. IV. Destaca los efectos “inter-parte” de 
la Sentencia (obligatoria para las partes en el proceso) y manda a que el Pleno de 
la Corte la conozca para ser ratificada y se generen los efectos erga omnes (para 
todos los sujetos).  
El primer destello de irregularidad, es que la resolución del Consejo Supremo 
Electoral, no puede ser una resolución administrativa, por mucho que insista la 
sentencia en ello, el fondo de la solicitud planteada al CSE, es sustancialmente 
electoral, por ende el recurso de Amparo no tiene cabida, según el art. 173 parte 
final de la Cn. “De las resoluciones del Consejo Supremo en materia Electoral no 
habrá recurso alguno, ordinario y ni extraordinario”  solo las resoluciones 
administrativas están sujetas a control Constitucional, por medio del Amparo.  
El art. 25 de LA. “El recurso de Amparo solo puede interponerse por parte 
agraviada”. Esto quiere decir que para que se interponga él Amparo, plantea que 
es necesario un agravio, por consiguiente no puede activarse tal recurso, porque 
en este caso no hay tal agravio. La resolución del CSE no lesiona ningún Derecho 
a los recurrentes, este caso no se puede explicar por sí mismo, no tiene 
fundamentos jurídicos.  
Por otro lado, la sentencia expresa la existencia de antinomias Constitucionales, 
aun cuando es un principio constitucional que la Constitución Política es un solo 
cuerpo normativo. No se puede desnaturalizar al texto Constitucional, por medio 
de un interpretación de la Corte Suprema de Justicia, la interpretación 
Constitucional debe encaminarse a preservar la unidad de la Constitución como un 
solo cuerpo normativo. PÉREZ ROYO (2010), nos explica que la Constitución 
debe interpretarse con una debida corrección funcional, que significa la no 
 
 
desvirtuar la distribución de funciones y el equilibrio entre los Poderes del Estado 
diseñados por la misma Constitución, la CSJ prácticamente legislo hizo las veces 
de Poder constituyente derivado, se extralimito en sus funciones dejando como 
resultado el quebrantamiento del Estado Constitucional nicaragüense.  
Una antinomia jurídica solo es dable en dos cuerpos normativos distintos y no en 
la Constitución. Todos los artículos de la Constitución poseen el mismo valor, 
ningún artículo puede estar por en sima de otro, como se dejó planteado en las 
primeras páginas de este trabajo los Principios Constitucionales, son informadores 
y orientadores de la función pública y del conjunto de ciudadanos, pero nunca 
prevalecen sobre los demás preceptos de la Constitución como se ha querido 
pretender, por medio de un Sentencia Inconstitucional e ilegítima,  como bien 
plantea el profesor GARCÍA PALACIOS (2011), en una Constitución no hay 
artículos que prevalezcan sobre otros. Si así fuese, la idea de Constitución como 
norma no tendría sentido.  
Otra irregularidad es declarar inconstitucional a la propia Constitución, en este 
caso fabricado, se pretende llevar a cabo un Control Constitucional en caso  el 
concreto, por medio de una inventiva de Amparo, pero solo basta hacerse una 
pregunta para desmontar el sainete ¿Según nuestro ordenamiento jurídico como 
opera el Control Constitucional en caso concreto? La respuesta es  atreves de un 
Recurso de Amparo, y cuando exista una conexión  lógica entre violación de 
Derecho y norma (Ley, Decreto, Reglamento) que se están aplicando a ese caso 
en concreto y que se consideran inconstitucionales, y como bien plantea GARCÍA 
PALACIOS (2011), en el presente “Recurso de Amparo” no hay Ley, Decreto, 
Reglamento, que se aplique al caso, solamente la Constitución Política.  
La sentencia de los magistrados que en octubre del año dos mil nueve integraron 
de forma irregular la Sala Constitucional para tratar de eliminar las prohibiciones a 
la reelección presidencial continua y el ejercicio de un tercer mandato, porque 
afectan al presidente Daniel Ortega, se basa según el español Joan VINTRÓ 
CASTELLS (2010), en la teoría del alemán OTTO BACHOF, conocida como “las 
normas constitucionales inconstitucionales”. 
 
 
El Jurista español explica que esa teoría plantea la posibilidad de que en la misma 
Carta Magna de un país pueden existir normas inconstitucionales. Pero asegura 
que esa teoría tuvo poca aceptación en los años cincuenta del siglo pasado y 
actualmente se considera sin validez. 
Por tal fundamentada razón, no hay forma de sostener que hay un Control 
Constitucional en caso concreto, debido a la distorsión del mecanismo utilizado 
para llegar al objetivo, y de esta manera, declarar inconstitucional la propia 
Constitución, el control de constitucionalidad en casos concretos es un mecanismo 
de depuración de normas inferiores a la Constitución (Ley, Decreto o Reglamento) 
que se consideran inconstitucionales, esta perversión es precisamente lo caótico 
del Estado Constitucional actual.  
Toda Constitución en el mundo debe de poseer límites y controles a las 
actuaciones del Poder Público, y la existencia de los mismos es muy legítima, la 
Constitución como dispositivo racional y controlador del Poder Público, debe de 
limitar el ejercicio de ciertos Derechos, por ejemplo una limitación general de los 
mismo, lo encontramos en el art. 24 Cn. “Los derechos de cada persona están 
limitados por los derechos de los demás, por la seguridad de todos y por la justa 
exigencia del bien común”.  
GARCÍA PALACIOS (2011), sostiene que las regulaciones del art. 147 inc. a) y b); 
178 son límites que establece la propia Constitución. Sin la existencia de esos 
límites en materia de ejercicio de derechos políticos, no se podría tener en un 
sistema democrático, entre otras cosas, la alternabilidad en el poder; el pluralismo 
político; la participación en los asuntos públicos. Los límites son mecanismos de 
garantía en un Estado democrático. Son precisamente, la mejor garantía de hacer 
prevalecer el Principio Democrático (art. 2 Constitución- Soberanía popular).Se 
sostiene que no hay tal violación al Principio de Igualdad, por los límites mismos 




La CSJ, conoció y resolvió los Recursos por inconstitucionalidad y de Amparo, 
presentados en 1995, en contra de las reformas Constitucionales, y resolvió que 
dichas Reformas eran Constitucionales, los que no lleva a pensar 
automáticamente en la Ley de Amparo, que indica en el caso del recurso por 
inconstitucionalidad, la sentencia que declara inconstitucional o no un asunto tiene 
efectos de cosa juzgada en forma general (vincula a todos, Poderes Públicos y 
ciudadanos) art. 21 Ley de Amparo. Ello implica la imposibilidad de volver a 
controlar jurídicamente el tema de forma posterior. 
En definitiva este caso, está plagado de irregularidades que se dan desde las 
actuaciones notariales hasta declarar inconstitucional la propia Constitución, en 
relación a la conformación irregular de la Sala Constitucional para dictar la 
sentencia conculca el art. 130 y 183 de la Constitución (Principios de 
Constitucionalidad y Legalidad) y el art. 31 LOPJ. GARCÍA PLACIOS (2011) dice 
que, la sentencia introduce un criterio de clasificación de ciudadanos de diferentes 
niveles lo cual sí es violatorio al principio de igualdad. En otras palabras, si la 
intención de las 117 personas que recurren era generar igualdad para todos los 
nicaragüenses, el resultado producido es todo lo contrario. Con la Sentencia se 
produce una situación de desigualdad. 
La Supremacía Constitucional en Nicaragua se ha visto menoscabada con el 
Decreto Ejecutivo 3-2010, del 9 de enero del 2010que en flagrante violación a las 
competencias constitucionales de los poderes del Estado, ya que el ejecutivo 
mandó a prorrogar, de manera inconstitucional, el período de 22 a 25 funcionarios 
que cesan o cesarán en sus cargos en el transcurso del año dos mil diez. 
Conforme con el mismo artículo 138, numerales 7, 8 y 9, la Asamblea Nacional, 
tienen la facultad exclusiva de nombrar a los funcionarios de los diferentes 
poderes e instituciones del Estado, en este caso, magistrados electorales y 
judiciales; Contralores Colegiados, Superintendente de Bancos y Procurador y 




La Supremacía Constitucional, el principio de legalidad y la separación de poderes 
son claramente violadas por este Decreto Ejecutivo 3-2010, principios regulados 
en los artos 182 de la Cn., que establece que “La Constitución Política es la carta 
fundamental de la República; las demás Leyes están subordinadas a ellas. No 
tendrán valor alguno las leyes, tratados, órdenes o disposiciones que se le 
opongan o alteren sus disposiciones. Artos 129 Cn. que  reza así: “Los Poderes 
legislativo, ejecutivo, judicial y electoral son independientes entre sí y se coordinan 
armónicamente, subordinándose únicamente a los intereses supremos de la 
nación y a lo establecido en la presente Constitución”. Y el art.130 Cn prescribe 
“La nación nicaragüense se constituye en un Estado Social de Derecho. Ningún 
cargo concede a quien lo ejerce más funciones que las que le confiere la 
Constitución y las leyes” 
Otro acontecimiento a plantear es el acontecido el 16 de Septiembre del 2010, 
cuando el Presidente de la Asamblea Nacional, mandó a publicar en la Gaceta 
número 176, la Constitución Política y sus reformas y en estas incluyó el segundo 
párrafo del artículo 201, de las disposiciones transitorias, en este sentido la crítica  
no se hace a  la publicación como tal, sino a la manipulación jurídica que se hace 
al mencionado artículo, cuya manipulación consiste en pretender darle una 
virtualidad jurídica de aplicación.  
VINTRÓ CASTELLS (2010) nos dice que es un párrafo que no se puede reformar 
ni derogar porque ya ha desplegado la única virtualidad jurídica que podía tener en 
el tiempo, que era regular la transición de los funcionarios públicos ante las 
elecciones de 1990.   
Y es que las disposiciones transitorias sirven para amoldar la situación jurídica 
precedentes a las nuevas normas, para respetar los Derechos adquiridos, no 
declarar la retroactividad absoluta de los preceptos innovadores y causar menos 
trastornos en la vida jurídica,  la doctrina nos dice que en las disposiciones 
transitorias se suele conceder un plazo para que las situaciones anteriores puedan 
adaptarse a las modificaciones; respetar los actos anteriores aun cuando sus 
efectos se produzcan luego de promulgada la norma  más moderna; disponen la 
 
 
vigencia inmediata de los preceptos de orden público y según SOLÍS ROMAN 
(1999), y  los que signifiquen liberación de acuerdo con el Derecho nuevo 
Por ello las disposiciones transitorias tienen una duración breve, creo que la 
Supremacía Constitucional está colapsada, el órgano encargado de defenderla 
carece de independencia funcional, y el Poder Público en general no tiende a 
justificar su actuación en la Constitución, sino al margen de ella misma, la 
excepción se convirtió en regla y la regla en excepción diría un Jurista, y yo diría la 
Inconstitucionalidad se convirtió en regla y la Constitucionalidad en excepción, 
este vilipendio a la Constitución no tiene precedentes en nuestra joven 
Democracia, por ello como decía HERMAN HÉLLER, “Quien destruya el Estado 
de hoy es decir el Estado Constitucional, provocara el caos, y nadie puede desde 
el caos crear cosa alguna”. 
2. Retroceso del Estado Constitucional nicaragüense. 
Para explicar el retroceso desafortunado del Estado Constitucional nicaragüense, 
debemos abordar la teoría del mismo, y es que un Estado Constitucional, es aquel 
que respeta los Derechos fundamentales, la separación de poderes que subordina 
la actuación del Poder Político a la Constitución y a las Leyes. Pero, nos afirman 
GUZMÁN Y SCHOLTBACH (2008), que a pesar del esfuerzo de las reformas que 
se hiciesen a la Constitución en 1995, para el mejoramiento de la Democracia 
Constitucional, la práctica demuestra otra cosa, actualmente el Ejecutivo tiene 
influencia en todos los Poderes del Estado, lo que le resta legitimidad.  
En definitiva el Derecho debe controlar y poner límites al Poder, por ello el ilustre 
Maestro BOBBIO (1984), nos enseña que, el Derecho y el Poder son dos caras de 
la misma moneda: solo el Poder puede crear Derecho y solo el Derecho puede 
limitar el Poder, por ende la Democracia moderna y el Estado Constitucional existe 
solamente donde los Derechos fundamentales, han sido reconocidos 
Constitucionalmente. El Estado Constitucional es en definitiva, el Sistema Jurídico 
protector del individuo frente al Poder del Estado.  
 
 
En Nicaragua  el quebrantamiento incesante a la Constitución de todos, se ha 
transformado en regla, la falta de institucionalidad es una realidad, esas 
condiciones desgastan el Estado Constitucional y la Democracia en nuestro país, 
como bien dice SERRANO CALDERA (2004),  “En Nicaragua las Leyes y las 
instituciones no han sido origen y contenido del Poder, sino instrumentos”,  la 
realidad así lo demuestra, el reiterado abuso y manipulación de la Constitución y 
las leyes como se explicó en el acápite anterior. Otro causa de menoscabo al 
Estado de Derecho es que el Órgano encargado de ejercer el control 
constitucional por medio de sus sentencias cercene los derechos y garantías que 
establece la Constitución de un país poniendo por encima intereses partidarios 
frente al interés de la nación. 
En los Estados Constitucionales, sostiene VALADÉS (2005), el único denominador 
común consiste en controlar eficientemente al Poder para garantizar el espacio de 
libertades individuales y colectivas, así como las relaciones de equidad entre los 
miembros de una Sociedad. De la misma forma VERDU (1976), nos manifiesta 
que la Política se reconduce al cuadro del Estado Constitucional.  
VINTRÓ CASTELLS (2010), nos indica que la reforma constitucional del 1 de 
febrero de 1995 (Ley número 192, Ley de reforma parcial a la Constitución) 
publicadas en la Gaceta número 124del 4 de julio de ese mismo año, fue 
necesaria para adaptar la Constitución de 1987 a un nuevo contexto político, e 
incluso para que reuniera más plenamente las características de una Constitución 
democrática. Fue necesaria, positiva y que mira al interés general. 
En cambio, la reforma del 18 de enero del 2000 (Ley 330, Ley de reforma parcial a 
la Constitución), publicadas en la Gaceta número 13, del 19 de ese mismo año, 
por un pacto entre liberales y sandinistas en torno a las instituciones del Estado 
para ampliar el número de miembros de la Corte Suprema (de Justicia), del 
Consejo Supremo Electoral, de la Contraloría (General de la República), sin 
modificar el funcionamiento ni la lógica de estas instituciones. Se materializó el 
reparto de instituciones entre dos partidos políticos, socavando la independencia 
de los poderes del Estado, dejando como resultado desde mi punto de vista una 
 
 
dictadura institucional. Respondía a un intento de ponerse de acuerdo para llegar 
a una componenda interpartidaria de un cierto control de las instituciones. 
El proceso Constitucional de Nicaragua se fue construyendo, de forma regular con 
dirección a construir un verdadero Estado de Derecho, las reformas más 
importantes fueron las del 1 de febrero de 1995 (Ley número 192, Ley de reforma 
parcial a la Constitución) publicadas en la Gaceta número 124 del 4 de julio de ese 
mismo año, que transformaron el Estado nicaragüense dejándolo más equilibrado, 
como nos dice ICAZA GALLARD (2005), redujo las facultades del Poder Ejecutivo, 
y se fortaleció las facultades del Legislativo, ampliando las libertades y mejorando 
la tutela y protección de los Derechos Humanos, terminando de diseñar los 
principios fundamentales del Estado Constitucional, luego vinieron Reformas 
nocivas como las del 2000, en las que la repartición de los cargos públicos, estuvo 
presente.  
A pesar de todos los vaivenes, se podía decir que estábamos en un Estado 
Constitucional, como nos expresa ÁLVAREZ ARGÜELLO Y VINTRÓ CASTELLS 
(2003), el pueblo nicaragüense se proyectaba en esa dirección Democrática, el 
Estado que habíamos constituido hasta ese momento, era un Estado 
Constitucional según los cánones tradicionales, Comparado con los sistemas 
dictatoriales o situaciones bélicas del pasado reciente podíamos decir que se 
había transitado hacia la democracia.  
Para algunos esta transición inició en 1990, para otros en 1979, y más 
particularmente en 1987 cuando se promulga la Constitución vigente. Dicha 
Democracia se vio empañada por los “pactos políticos”, que lesionaban la 
independencia de los Poderes del Estado, pero nunca, en Democracia se había 
retrocedido tanto como ocurrió a partir del año dos mil nueve, donde el 
menosprecio y desdén a la Constitución  ha sido sistemático y perenne, hasta 
nuestros días.   
Lo que hoy nos urge, no es otra cosa que recuperar la Supremacía Constitucional, 
y mantenerla por siempre, la Democracia una vez obtenida se consolida y se 
 
 
conserva, el retroceso institucional es una realidad, el Poder Político ha 
erosionado los cimientos fundamentales de nuestro Estado Constitucional.  
2.1. Independencia de los Poderes del Estado en crisis 
La independencia de los Poderes del Estado, es un elemento importante del 
Estado Constitucional, todo texto Constitucional debe converger en este principio, 
esta definición Constitucional que asume el principio de separación e 
independencia de los Poderes, ha recibido la influencia de la Teoría de 
MONTESQUIEU, contenidas en el célebre libro “Del espíritu de las Leyes”.  
Considero importante señalar que el constitucionalismo contemporáneo establece 
tres principios básicos para que exista un Estado de Derecho siendo éstos:  
 El principio Democrático, basado en la afirmación que el titular del Poder 
Constituyente es el pueblo. 
 El principio liberal, basado en la Defensa y garantía de los Derechos 
fundamentales de las personas, mediante la separación e independencia de 
los Poderes.  
 Y el principio de Supremacía Constitucional, que afirma la sujeción del 
gobernante y del resto de los Poderes Constituidos y de todos sus 
productos normativos a la Constitución.  
Estos principios según TEJADURA TEJADA (2003), se determinaron, por las dos 
grandes revoluciones liberales – burguesas, Americana y Francesa, de finales del 
siglo XVIII, fue entonces cuando, con la confrontación de los principios teóricos de 
la ideología liberal, encarnada en la obra de MONTESQUIEU y los del 
pensamiento político democrático, magistralmente formuladas por ROUSSEAU, 
hicieron la aparición de los primeros textos, que les podemos llamar constitucional. 
Es importante desarrollar teóricamente, el fundamento de la independencia de los 
Poderes como elemento indisociable del Estado Constitucional, pues como señala 
WOLFGANG HOFFMANN (2003), tal principio ha hecho escuela en los últimos 
250 años, se trata de un principio para organizar el Poder, se trata en definitiva de 
 
 
la Organización del Poder, que reparte el mismo (Poder), entre diferentes actores, 
y de cómo estos se relacionan a la hora de ejercer el Poder de forma 
independiente.  
Podemos pensar que una de las ideas básicas de tal principio, es el control mutuo 
de los distintos poderes del Estado, o una desconfianza por un posible abuso de 
poder, para SAGÜÉS (2003), no fue casualidad que el principio de la separación e 
independencia de los Poderes fuera fijado normativamente por primera vez en el 
Bill of Rights de Virginia de 1776; la Declaración francesa de los Derechos 
Humanos y Cívicos de 1789 volvió a recurrir a ello. Podemos afirmar que tal 
elemento no fue ningún principio abstracto, sino un medio para la realización de la 
Libertad, por tal razón seguía existiendo la idea que a través de la División de 
Poderes y el control mutuo se evitaba un abuso de poder.  
Como bien plantea WOLFGANG HOFFMANN (2003), un ejemplo de control mutuo 
fue el primer reconocimiento de la acción de inconstitucionalidad, siendo la Corte 
Suprema de los EEUU el primer Tribunal que reconoció tal acción en la famosa 
sentencia MARBURY VS MADISON en 1803, pero se estuvo que esperar tan solo 
54 años más tarde en 1857para que fuese declarada inconstitucional una Ley, que 
había sido revisada, esta idea de la Corte Suprema de los EEUU, tenía orientación 
de División de Poderes, pero también de control mutuo y equilibrio de poder, 
MARSHALL fue más allá y con ello quiso lograr una solución constitucional y 
prevenir un el riesgo de un abuso de Poder por parte del Legislativo. En sus inicios 
ese tema de la División de Poderes se tomó con mucha cautela.  
Y es que junto a la Supremacía Constitucional a la cual está sometido el Poder 
Político, tenemos la Independencia de los Poderes, establecido precisamente, 
para terminar con el poder omnímodo de las Monarquías absolutas y evitar a la 
autocracia como consecuencia de la concentración de Poder, de esta forma 
SERRANO CALDERA (2004), que en la teoría y práctica constitucional 
nicaragüense ha existido siempre una concentración de poder a favor del 
Ejecutivo, donde las instituciones no han sido fuente de poder, ni de su 
 
 
legitimidad, sino un instrumento para transformar sus abusos y excesos en formas, 
legalmente justificadas.  
Los poderes del Estado en Nicaragua actúan irrespetando la Constitución y las 
Leyes y obedeciendo a una voz partidaria, la tentación autoritaria ha caracterizado 
nuestra naturaleza política e institucional en los últimos años, tal como se hizo por 
medio de la Sentencia N° 504 de la que ya nos hemos ocupado y del Decreto 3-
2010 en la que quedó evidenciado la falta de división de poderes del Estado y la 
supeditación de éstos a intereses partidarios. 
Como nos dice HOUED VEGA (2011),la independencia y la imparcialidad se dan 
la mano y juegan un papel decisivo en una de las obligaciones fundamentales 
inherentes a la función judicial: la de motivar o fundamentar las decisiones. Si se 
mejora la independencia de los Poderes Públicos y se busca un conceso nacional, 
a la hora de elegir a tales funcionarios, la legitimidad del Poder seria genuina, 
todos los funcionarios públicos deben tener la confianza de la mayoría de 
ciudadanos, y eso se tiene que reflejar por medio de la elección consensuada que 
se hace en la Asamblea.     
3. Legalidad y legitimidad del poder político nicaragüense 
El debate secular de los principios de legitimación sólo toma según BOBBIO 
(1985), un aspecto del complejo problema de la relación entre Poder y Derecho, 
por ello la Teoría política como la Teoría Jurídica, sostienen que para que el Poder 
sea válido debe ser justificado, ninguna fuerza puede constituirse en un poder 
legítimo si no cuenta con el consenso libre y voluntario de quienes se someten a 
ella,  por tanto el único principio de legitimación del Poder Político y Jurídico es el 
consenso.      
Definir la legitimidad no es tarea sencilla, muchos tratadistas confunden el término 
de Legalidad con el de Legitimidad, en este acápite trataremos de llegar a un 
punto concreto en cuanto a ambos términos, que son indispensables para 
constituir y ejercer cualquier Poder; ICAZA GALLARD (2005), manifiesta que, la 
Legitimidad es siempre relativa y problemática, porque las razones en que se 
 
 
funda son diversas y cambiantes y porque nunca termina de darse en forma 
absoluta y acabada y siempre busca como completarse.  
En esencia la legalidad procurará legitimidad sólo cuando determinados 
procedimientos formales y bajo ciertas condiciones institucionales satisfagan 
pretensiones de Justicia Social. DE LA CRUZ (2001), nos dice que MAX WEBER, 
sugiere que la legitimidad se apoya en el dominio o el Poder racional y en la 
creencia de aceptación que se tienen de ese dominio, es decir que la obediencia a 
la autoridad es lo que nos lleva lucidamente a preceptuar a la legitimidad  sobre la 
base de la legalidad en que se conforma ese periodo, pero se infiere que la 
postura Weberiana puede ser calificada de neopositivista al despreocupase en 
aludir algún tipo de justificación moral a su postura.   
Coligiendo la postura de MAX WEBER, la legitimidad no es otra cosa que el 
reconocimiento y obediencia que se tenga a la autoridad. Pero, yendo más allá de 
esta postura, traemos a colación, la magistral diferencia que hace de legitimidad y 
legalidad el maestro BOBBIO (1985), y es que en palabras de este Jurista, la 
legitimidad se refiere al título del poder, mientras que la legalidad se refiere al 
ejercicio del poder, de aquí que lo opuesto al poder legítimo sea el poder de hecho 
y lo contrario del poder legal sea el poder arbitrario.   
Y es que la legitimidad permite la distinción entre gobernantes y gobernados, 
mientras que la legalidad consiente la diferenciación entre el buen gobierno y el 
mal gobierno, por ello podemos pensar que, un poder será legítimo en la medida 
en que su ejercicio se apegue a la Ley, por tal razón se dice que la legalidad no es 
solamente el criterio para distinguir el buen gobierno del mal gobierno, sino 
también la clave para diferenciar el gobierno legítimo del gobierno ilegitimo. Como 
se dijo anteriormente, el Poder Político tiene la necesidad de ser justificado, solo la 
justificación cualquiera que esta sea, hace del Poder de mandar un Derecho y de 
la obediencia un deber, es decir transforma una relación de manera de fuerza en 
una relación jurídica, como afirma PÉREZ ROYO (2010), se transforma la fuerza 
en Derecho y la obediencia en deber.  
 
 
Entre legitimidad y legalidad existen las siguientes diferencias: la legitimidad se 
refiere el título del Poder, la legalidad al ejercicio, cuando se exige que un poder 
sea legítimo se pide que quien lo detenta tenga el derecho de tenerlo, es decir  
que no sea un usurpador, cuando se hace referencia a la legalidad del Poder, se 
pide que quien lo detenta lo ejerza no con base en el propio capricho, sino de 
conformidad con reglas establecidas, es decir que respete la Constitución y las 
Leyes y que no sea un tirano.  
Nos dice el maestro BOBBIO (1985), que desde el punto de vista soberano, la 
legitimidad es la que fundamenta su Derecho y la legalidad es la que fundamenta 
su deber, por ende lo contario a Poder legítimo es el Poder de hecho y lo contrario 
a Poder legal es el Poder arbitrario. ARISTÓTELES se ponía un problema en 
forma de dilema, ¿Qué es más conveniente, ser gobernado por el mejor hombre o 
por las mejores Leyes?, de esta forma ARISTÓTELES, formula a favor el segundo 
punto, una máxima destinada a tener gran éxito  “La Ley no tiene pasiones que 
necesariamente se encuentra en todo hombre”.  
La antigua idea de que el gobierno de las Leyes es mejor que el gobierno de los 
Hombres ha encontrado su plena validez en la teoría y práctica del 
Constitucionalismo, en la que se han inspirado y en el que se rigen los Estados 
Constitucionales Democráticos, tal idea del gobierno de las Leyes esta atan 
arraigada en la teoría política y jurídica de occidente y como dice BOBBIO (1985), 
se encuentra arraigada en la conciencia de los ciudadanos de las Sociedades 
Democráticas,  que ha tenido un efecto sorprendente  sobre la  misma doctrina de 
la legitimidad del Poder.  
La Constitución Política nicaragüense, goza de un gran conceso nacional, de 
todos los sectores y es la principal fuente de legitimidad que pueda existir, todo 
poder político que usurpe funciones, que la conculque, se convierte 
automáticamente en un Poder de hecho, en un Poder arbitrario, en un poder 
inconstitucional, en definitiva en un poder ilegitimo de origen como de ejercicio.  
 
 
En lo que llevamos de democracia, desde mi punto de vista la legitimidad del 
poder político nicaragüense se viene desgastando a partir de las reformas 
Constitucionales del año 2000, una tercera reforma parcial aprobada por la 
Asamblea Nacional, a través de Ley 330 del 18 de enero del 2000, (La Gaceta 
número 13 del 19 de enero del 2000), sus alcances giraron primordialmente sobre 
materia electoral, entre otras cosas, pero haremos énfasis en lo electoral, 
redujeron el porcentaje de elección, para evitar la segunda, esto lógicamente 
representa un serio problema para la Democracia representativa, porque genera 
inconformidad con la mayoría de la población, que no deposito su confianza en tal 
o cual candidato de elección popular.  
Por tal razón cabe resaltar que, la democracia representativa en Nicaragua fue 
trastocada con susodichas reformas constitucionales, porque la representatividad 
con que se accede al poder es relativa, ya que el margen porcentual con que se 
triunfa no se sustenta en el universo total del electorado, sino en el porcentaje 
menor del 50% de los que hayan emitido su sufragio, por lo que hay que restar en 
consecuencia el abstencionismo que generalmente alcanza porcentajes 
relativamente altos.  
En páginas anteriores se hizo un análisis de las violaciones constitucionales, que a 
partir del año dos mil nueve, comenzaron a suscitarse, como consecuencia de la 
falta de independencia de los poderes del Estado y principalmente del órgano 
encargado de controlar la constitucionalidad, es decir del órgano encargado de 
defender la Constitución, dando lugar al caos y la ilegitimidad de origen como de 
ejercicio en la constitución del Poder. El poder político nicaragüense hoy es 
injustificable, y pretende justificar su actuación al margen de la Constitución y las 
Leyes.  Estamos ante un poder ilegítimo de origen y ejercicio.  
Sin duda la constitucionalidad y la institucionalidad, son condiciones necesarias 
para el desarrollo y consolidación del Estado Constitucional Democrático. Como 
bien plantea SERRANO CALDERA (2004), en Nicaragua la Constitución, Leyes e 
instituciones no han sido origen y contenido del Poder sino su instrumento, 
 
 
reiteradamente se ha abusado de la Constitución y las instituciones, sea 
violentándolas o manipulándolas.  
Cuando la Constitución se violenta y se destroza por el Poder de turno, la lucha de 
todos los ciudadanos debe de ser reivindicarla, puesto que dicho cuerpo normativo 
es la fuente primaria de legitimidad de cualquier Poder y en ella descansa un 
consenso general.  Muchos son los momentos de nuestra historia en los que la 
Constitución ha sido manipulada o confeccionada, para ajustarlas a las 
pretensiones del poder unilateral o partidario mediante pactos o componendas 
políticas. Por ello la legitimidad es el respeto de la opinión general plasmada en la 
Constitución de todos.   
El destacado jurista SERRANO CALDERA (2004), nos enseña que, esta doble 
subordinación, la del Poder a la Constitución y las Leyes y la de ambas a la 
voluntad general y a la ética y los valores universalmente aceptados, exige una 
nueva cultura política basada en lo que el llamaría la “conciencia de la legitimidad”.      
Por ello es indispensable que los ciudadanos nicaragüenses exijamos un mínimo 
de Constitucionalidad y legitimidad, para seguir construyendo la Democracia y 
sacarla de cuidados intensivos, y de esa forma establecer un Estado 
Constitucional Democrático. La Constitucionalidad y legalidad, como supeditación 
del Poder a la Constitución y las Leyes, respetando la institucionalidad, y la 










 La Supremacía Constitucional en el Estado nicaragüense tiene como 
premisa mayor su normatividad y aplicación directa, cuya naturaleza 
normativa implica, ante todo, su condición de fuente del Derecho, y se sitúa 
en el centro mismo del ordenamiento jurídico. Esto significa que la 
Constitución ha paso hacer un instrumento en sí mismo justiciable, 
quedando claro que dicho cuerpo normativo se establece como norma 
jurídica y no cualquier norma sino la norma suprema, la que puede exigir 
cuentas a todas las demás, las que condiciona la validez de todas estas.  
 
 Todo Estado al constitucionalizar su ordenamiento jurídico ha mantenido 
claramente la teoría Kelseniana que señala a la Constitución como cúspide 
de todo ordenamiento y de que toda norma de rango inferior debe estar 
armónicamente relacionada con la misma ya que en caso contrario es un 
atentado a la seguridad jurídica.  
 
 En Nicaragua, la Constitución Política y  la Ley de Amparo, establecen que 
el Control Constitucional se ejerce no solo sobre el acto legislativo o sea la 
ley, mediante el (Recurso Por Inconstitucionalidad), sino también sobre 
disposiciones, actos, resoluciones y en general sobre acciones u omisiones 
de funcionarios y sus agentes que violen o traten de violar, los preceptos 
consagrados en la Constitución (Amparo), y contra actos restrictivos de la 
libertad, integridad física. (Exhibición personal) y los conflictos que se 
suscitan entre los poderes del Estado, cuando sientan que invaden sus 
competencias. (Conflicto de competencia y constitucionalidad entre los 
Poderes del Estado). 
 
 La justicia Constitucional mediante el Control Constitucional, se encuentra 
condicionada por algunos presupuestos, entre los que destacan, la 
existencia de un orden jurídico regido por el principio de jerarquía de las 
 
 
normas, según el cual las que tiene mayor rango predomina sobre las 
inferiores, él de la rigidez Constitucional, entre otros. El límite al poder 
político es el objeto principal del constitucionalismo democrático, y la 
Constitución es el límite y control de dicho poder ya que determina el 
principio de unicidad, la división de poderes, el control constitucional, el 
catálogo de derechos fundamentales y es norma suprema y de aplicación 
directa.  
 
 Que al ser conculcados los principios de separación de poderes con la 
sentencia número 504 de 19 de octubre de 2009 y él Decreto 3-20101 del 9 
de enero del 2010 se menoscaba la Supremacía constitucional, regulada en 
el Título X de la Constitución Política de Nicaragua. 
 
 Que todos los artículos de la Constitución poseen el mismo valor, ningún 
artículo puede estar por encima de otro, los principios constitucionales son 
informadores y orientadores de la función pública y del conjunto de 
ciudadanos, pero nunca prevalecen sobre los demás preceptos de la 
Constitución como se ha querido pretender por medio de una sentencia 
inconstitucional e ilegítima.  
 
 Que en una Constitución no hay artículos que prevalezcan sobre otros. Si 
así fuese, la idea de Constitución como norma no tendría sentido. Con el 
Decreto 3-2010se lesiona sobremanera la Supremacía Constitucional, esto 
no es otra cosa que un abuso de poder, hay una invasión de competencias 
y una extralimitación de funciones de parte del Poder Ejecutivo que por 
mandato constitucional debe cumplir la Constitución y las Leyes y hacer 
que los funcionarios bajo su dependencia también la cumplan, tal como 
claramente lo establece el Artículo 150 Cn.  
 
 Que al manipularse el control constitucional se deteriora la legitimidad del 
poder político pudiendo tener como consecuencia un retroceso del Estado 
 
 
Democrático pues todas las actuaciones del poder político deben estar 
justificadas y fundamentadas en el respeto y cumplimiento de Constitución 






















Hacer recomendaciones en este tipo de investigación es un poco limitado pues la 
Supremacía Constitucional no es un principio del que se pueda hacer 
recomendaciones sino que es un dogma constitucional. Sin embargo considero 
que pueden hacerse algunas reflexiones para garantizar su eficacia.  
 Una primera reflexión que podemos hacer es que los jueces 
constitucionales que integrarán la Corte Suprema de Justicia como órgano 
encargado de ejercer el control constitucional sean electos tomando en 
cuenta sus calidades profesionales pues no hay que olvidar que mediante 
sus resoluciones se interpreta la Constitución. Al respecto compartimos lo 
señalado por GUEVARA SOLIS, (2010) de que las resoluciones del Juez 
Constitucional son producto de la interpretación de las normas constitucionales, 
creándose con ellas verdaderos precedentes vinculantes. Mediante estas 
sentencias el Juez Constitucional asigna a una ley o a un acto un sentido de 
constitucionalidad, a efecto que ella guarde coherencia y armonía con el texto 
fundamental. Es decir que se tome muy en serio el criterio de cualidades 
técnicas y el criterio de mayorías cualificadas en base al consenso como 
fuente de legitimidad, para asegurar la independencia de los órganos de 
Justicia Constitucional.  
 
 Establecer constitucionalmente un período de diez años para los Magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia sin derecho a reelección y fundamentalmente deberán 
ser elegidos acorde a sus calidades profesionales, lo que ayudaría a fortalecer la 
independencia política de sus miembros, que ha sido la causa fundamental 
del deterioro de ese poder del Estado y con ello se ha dado lugar al 
detrimento de la seguridad jurídica y sobre todo es un elemento indirecto de 
menoscabo a la Supremacía Constitucional. Bien señala GUEVARA SOLIS 
(2010) que la politización en las actuaciones del órgano encargado de 
ejercer el control constitucional puede superarse mediante la escogencia y 
 
 
nombramiento de jueces constitucionales producto de un consenso de 
todos los sectores del país, lo que daría mayor fortaleza a la función 
jurisdiccional. Es decir un jurista que no militando en ningún partido político 
o haciéndolo goce de las calidades necesarias para ser propuesto y 
escogido por las fuerzas políticas.  
 
 Hacer una reforma constitucional en la que se cree el Tribunal Electoral con 
jurisdicción y competencia para toda la República, el que deberá ser autónomo e 
independiente, el que tendrá las facultades que la Constitución le otorgue y que la 
Ley que regule esta materia solo pueda ser reformada o derogada por mayoría 
calificada de las dos terceras partes de los miembros de la Asamblea Nacional.  
 
 Establecer los mecanismos constitucionales y legales eficaces para 
sancionar a aquellos altos funcionarios de todos los poderes del Estado 
ante delitos o fraude contra la Constitución.  
 
 Mediante la institucionalización de cátedras brindadas por especialistas, 
desde la Universidad se podrá reivindicar el Estado Constitucional y el 
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SENTENCIA NO. 504 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.- Sala de lo Constitucional.- Managua, diecinueve de octubre de dos 




A las dos y veinte minutos de la tarde, del día dieciséis de octubre de dos mil nueve, presentó 
Recurso de Amparo el Abogado EDUARDO JOSÉ MEJÍA BERMÚDEZ, en su calidad de 
Apoderado Especial, de los ciudadanos nicaragüenses Cmdte. JOSÉ DANIEL ORTEGA SAAVEDRA, 
Presidente de la República, casado, político revolucionario, de este domicilio, identificado con 
cedula de identidad No. 126-111145-0000S; y de los ciudadanos nicaragüenses y Alcaldes 
Municipales de la República de Nicaragua: Víctor Manuel Sevilla Mayorga, del domicilio de 
Chichigalpa, Chinandega, Casado, Comerciante, identificado con cédula de identidad No. 084-
070957-0002C; Enrique José Saravia Hidalgo, del domicilio de Chinandega, Casado, Agricultor, 
identificado con cédula de identidad No. 081-270844-0001G; Cecilio Cruz Ríos, del domicilio de 
Cinco Pinos, Chinandega, Soltero, Licenciado en Ciencias Sociales, identificado con cédula de 
identidad No 093-221153-0000Y; William Alberto Martínez Sánchez, del domicilio de Corinto, 
Chinandega, Casado, Médico, V identificado con cédula de identidad No. 082-250662-0000H; Diega 
Deysis Núñez, del domicilio de El Realejo, Chinandega, Casada, Secretaria, identificado con cédula 
de identidad No. 083-121160-0000Q; Asunción Alcides Moradel, del domicilio de El Viejo, 
Chinandega, Casado, Licenciado en Derecho, identificado con cédula de identidad No. 088-070564-
0000K; Gerardo Ramón García Castellón, del domicilio de Posoltega, Chinandega, Casado, 
Agricultor, identificado con cédula de identidad No.085-161064-0000F; Emigdio Jesús Téllez 
Mairena, del domicilio de Puerto Morazán, Chinandega, Soltero, Camaronicultor, identificado con 
cédula de identidad No. 087-050863-0001K; Jenny Amada Moncada Espinoza, del domicilio de San 
Francisco del Norte, Chinandega, Casada, Comerciante, identificado con cédula de identidad No. 
092-070367-0000V; Moisés Armando Martínez Corrales, del domicilio de San Pedro del Norte, 
Chinandega, Casado, Agrónomo, identificado con cédula de identidad No. 093-261259-0005M; 
Clementina Dávila Cruz, del domicilio de Santo Tomás del Norte, Chinandega, Casada, Licenciada 
 
 
en Química, identificado con cédula de identidad No. 088-231164-0000E; Kenny Alberto Espinoza 
Gaitán, del domicilio de Somotillo,  Chinandega, Casado, Licenciado en Derecho, identificado con 
cédula de identidad No. 092-031158-0002Q; Juan Fernando Gómez Ovando, del domicilio de Villa 
Nueva,  Chinandega, Casado, Agricultor, identificado con cédula de identidad No. 089-300564-
0001Y; Diego David Figueroa Gontol, del domicilio de Achuapa, León, Soltero, Bachiller, identificado 
con cédula de identidad No. 289-291268-0000X; Karla Guadalupe Raudales Moya, del domicilio de 
El Jicaral, Léon, Soltera, Profesora de Primaria, identificado con cédula de identidad No. 283-
121270-0002X; Rosa Amelia Valle Vargas, del domicilio de El Sauce, León, Soltera, Contador 
Público, identificado con cédula de identidad No. 288-210566-0004H; Lesbia del Carmen Abarca 
García, del domicilio La Paz Centro, León, Casada, Egresada de Estadística, identificado con cédula 
de identidad No. 284-080661-0001Q; Enrique José Gómez Toruño, del domicilio de Larreynaga, 
León, Soltero, Odontólogo, identificado con cédula de identidad No. 281-270867-0012W; Simeón 
Manuel Calderón Chévez, León, Soltero, Máster en Desarrollo Local, identificado con cédula de 
identidad No. 290-280954-0000U; Juan Gabriel Hernández Rocha, del domicilio de Nagarote, León, 
Casado, Ingeniero Agrónomo, identificado con cédula de identidad No. 287-190873-0002Q; Hugo 
Julián Ruiz Urbina, del domicilio de Quezalguaque, León, Casado, Transportista, identificado con 
cédula de identidad No. 286-090170-0000U; Barney Jesús Pulido Moreno, del domicilio de Santa 
Rosa del Peñón, León, Casado, Administrador de Empresa, identificado con cédula de identidad No. 
285-170467-0000F; Arcenio Eusebio Reyes Siria, del domicilio de Telica, León, Casado, Perito 
Agrónomo, identificado con cédula de identidad No. 286-151260-0002L; Bismarck Ramón Pérez, del 
domicilio de Diriamba, Carazo, Casado, Médico General, identificado con cédula de identidad No. 
281-291151-0007C; Yader José Ramos, del domicilio de Dolores, Carazo, Casado, Licenciado En 
Banca y Finanzas, identificado con cédula de identidad No. 045-200376-0002K; Evert Alejandro 
López Aguirre, del domicilio de El Rosario, Carazo, Casado, Ingeniero Civil, identificado con cédula 
de identidad No. 047-250377-0000X; Oscar Antonio Tardencilla Muñiz, del domicilio de Jinotepe, 
Carazo,  Casado, Ingeniero Civil, identificado con cédula de identidad No. 041-241153-0004D; 
Ramón Enrique López Gómez, del domicilio de La Conquista, Carazo, Casado, Oficinista, identificado 
con cédula de identidad No. 041-200952-0007Q; Jaime José Molina Mora, del domicilio de La Paz 
de Carazo, Casado, Contador, identificado con cédula de identidad No. 041-251174-0011Y; Orlando 
José Vega Fonseca, del domicilio de San Marcos, Carazo, Casado, Licenciado en Contaduría Pública 
y Finanzas, identificado con cédula de identidad No. 043-060153-0000E; Iván Antonio Dinarte Solís, 
del domicilio de Santa Teresa, Carazo, Casado, Contador, identificado con cédula de identidad No. 
044-120568-0000E; Maribel Auxiliadora Barrios Latino, del domicilio de El Diriá, Granada, Casada, 
Medico, identificado con cédula de identidad No. 203-090367-0000F; Sandra Rosa Vásquez López, 
del domicilio de Diriomo, Granada, Soltera, Bachiller, identificado con cédula de identidad No. 203-
070959-0002L; Róger Antonio Acevedo Chavarría, del domicilio de Nandaime, Granada, Casado, 
 
 
Contador, identificado con cédula de identidad No. 202-050155-0005M; José Ismael Sánchez 
Pupiro, del domicilio deCatarina, Masaya, Casado, Oficinista, identificado con cédula de identidad 
No. 404-151074-0002Y, Manuel Antonio Mercado Navas, del domicilio de La Concepción, Masaya, 
Casado, Licenciado en Matemáticas, identificado con cédula de identidad No. 409-150763-0002B; 
Luis Manuel Morales Mercado, del domicilio de Masatepe, Masaya, Casado, Médico General, 
identificado con cédula de identidad No. 408-310362-0000V; Jobis José Félix Trejos Trejos, del 
domicilio de Masaya, Casado, Abogado y Notario, identificado con cédula de identidad No. 403-
231150-0000J; Ivania Isabel Carranza Carranza, del domicilio de Nandasmo, Masaya, Casada, 
Médico General, identificado con cédula de identidad No. 407-121257-0000X; Clarissa Esmeralda 
Vivas Castellón, del domicilio de Nindirí, Masaya, Casada, Cirujano Dentista, identificado con cédula 
de identidad No. 402-091264-0002E; Marlon José Muñoz Sandino, del domicilio de Niquinohomo, 
Masaya, Casado, Ingeniero Civil, identificado con cédula de identidad No. 406-020877-0000Y; 
Miguel Ángel Calero Gutiérrez, del domicilio de San Juan de Oriente, Casado, Artesano, identificado 
con cédula de identidad No. 405-290968-0002X; Imel Jesús Hernández Sotelo, del domicilio de 
Tisma, Masaya, Soltero, Mecánico Automotriz, identificado con cédula de identidad No. 403-
110375-0001V; Orlando Salvador Meza Gómez, del domicilio de Altagracia, Rivas, Casado, 
Ingeniero Agrónomo, identificado con cédula de identidad No. 081-051267-0002L; José Roberto 
Alejo Dávila, del domicilio de Belén, Rivas, Soltero, Médico, identificado con cédula de identidad No. 
401-260364-0002E; Rolando Salomón Valdivia Delgado, del domicilio de Buenos Aires, Rivas, 
Casado, Agricultor, identificado con cédula de identidad No. 563-130358-0000Y; Rodolfo Ulden 
Pérez Rivera, del domicilio de Cárdenas, Rivas, Casado, Estudiante, identificado con cédula de 
identidad No. 568-160866-0000G; Carlos Javier Guzmán Díaz, del domicilio de Moyogalpa, Rivas, 
Soltero, Sociólogo Político, identificado con cédula de identidad No. 569-280165-0000K, Wilfredo 
Gerardo López Hernández, del domicilio de Rivas, Casado, Técnico Agrónomo, identificado con 
cédula de identidad No. 561-220564-0005U; Gilma Victoria Canales Cruz, del domicilio de San 
Jorge, Rivas, Casada, Abogada y Notaria, identificado con cédula de identidad No.562-230365-
0000Q; Jorge Manuel Sánchez Santana, del domicilio de San Juan del Sur, Rivas, Casado, Ingeniero 
en Sistemas, identificado con cédula de identidad No. 567-230461-0000F; José Ángel Morales 
Mairena, del domicilio de Tola, Rivas, Casado, Comerciante, identificado con cédula de identidad 
No.566-010364-0001T; Marcos Antonio Sandoval Mejía, del domicilio de San Lorenzo, Boaco, 
Casado, Productor, identificado con cédula de identidad No. 365-260661-0002P; Bayardo José 
Árauz Robleto, del domicilio de Teustepe,. Boaco, Casado, Productor, identificado con cédula de 
identidad No. 366-280666-0000G;María Elena Guerra Gallardo, del domicilio de Juigalpa, Chontales, 
Casada, Profesora, identificado con cédula de identidad No.121-061251-0006; Yamil Vargas Díaz, 
del domicilio de La Libertad, Chontales, Casado, Médico, identificado con cédula de identidad No. 
291-221159-0004P; Mauricio José Ruiz Matamoros, del domicilio de Santo Tomás, Chontales, 
 
 
Casado, Productor, identificado con cédula de identidad No. 123-051163-0001F; Eda Griselda 
Medina Campos, del domicilio de Morrito, Río San Juan, Casada, Maestra, identificado con cédula 
de identidad No. 524-010971-0002Q; Jhonny Francisco Gutiérrez Novoa, del domicilio de San 
Carlos, Río San Juan, Casado, Ingeniero Agrónomo, identificado con cédula de identidad No. 521-
121166-0002C; Misael José Morales Sequeira, del domicilio de San Juan de Nicaragua, Río San 
Juan, Casado, Técnico Superior en Turismo, identificado con cédula de identidad No. 121-280578-
0007G; Ana Clemencia Ávalos Martínez, del domicilio de San Miguelito, Casada, Licenciada en 
Derecho, identificado con cédula de identidad No. 523-250967-0000U. Sadrach Zeledón Rocha, del 
domicilio de Matagalpa, Casado, Ingeniero Civil, identificado con cédula de identidad No.441-
080254-0002J; Angel Rafael Cardoza Orozco, del domicilio de Ciudad Darío, Casado, Licenciado en 
Admón. Empresas, identificado con cédula de identidad No.449-081061-0001L; Maryan José Ruíz 
Rivera, del domicilio de El Tuma-La Dalia, Matagalpa, Casado, Agrónomo, identificado con cédula 
de identidad No. 241-010766-0006M; Paulino Jarquin Urbina, del domicilio de Esquipulas, 
Matagalpa, Casado, Productor, identificado con cédula de identidad No. 441-220638-0004E; 
Trinidad de Jesús Alvarez Jarquin, del domicilio de San Dionisio, Matagalpa, Soltero, Agricultor, 
identificado con cédula de identidad No. 446-280562-0002Q; Marvin Enrique Aráuz Sobalvarro, del 
domicilio de San Ramón, Soltero, Abogado y Notario, identificado con cédula de identidad No. 442-
111174-0001G; Carlos Alberto Sequeira Cruz, del domicilio de Muy Muy, Matagalpa, Casado, Médico 
General, identificado con cédula de identidad No. 441-190677-0019C; Juan Rayo Masis, del 
domicilio de San Isidro, Matagalpa, Casado, Agricultor, identificado con cédula de identidad No. 
447-271258-0000V; Luis Antonio Martínez Medal, del domicilio de Sébaco, Matagalpa, Casado, 
Productor, identificado con cédula de identidad No. 447-130754-0000E; Leonidas Nicolás Centeno 
Rivera, del domicilio de Jinotega, Casado, Abogado, identificado con cédula de identidad No. 243-
061258-0000C; Ronieer José Rodríguez Rivera, del domicilio de La Concordia, Jinotega, Soltero, 
Ingeniero Agropecuario, identificado con cédula de identidad No. 161-300578-0007G; Celso de los 
Reyes Amador Cruz, del domicilio de Wiwilí–Jinotega, Casado, Maestro de Secundaria, identificado 
con cédula de identidad No. 481-021072-0001U; Francisco Ramón Valenzuela Blandón, del 
domicilio de Estelí,  Casado, Licenciado en Ciencias Sociale, identificado con cédula de identidad No. 
161-121263-0005S; Jairo Arce Aviles, del domicilio de Condega, Estelí,  Soltero, Licenciado en 
Derecho, identificado con cédula de identidad No. 163-110864-0000N; Juan Francisco Carrasco 
Rivas, del domicilio de Pueblo Nuevo, Estelí, Casado, Ingeniero Agrónomo, identificado con cédula 
de identidad No. 162-170763-0000H; Juan Ramón Mendoza Irias, del domicilio de San Juan de 
Limay, Estelí, Casado, Técnico Forestal, identificado con cédula de identidad No. 164-240672-
0001D; Wilson Pablo Montoya Rodríguez, del domicilio de Somoto, Madriz, Casado, Licenciado 
Admón. de la Educación, identificado con cédula de identidad No. 321-021267-0002D; Jalmer 
Bismarck Rivera Alvarado, del domicilio de Las Sabanas, Madriz,  Casado, Maestro, identificado con 
 
 
cédula de identidad No. 328-230678-0001V; Luz Amparo García García, del domicilio de 
Palacagüina, Madriz, Soltera, Bióloga, identificado con cédula de identidad No. 324-150269-0001G; 
Néstor Ramón Maldonado Benavides, del domicilio de San José de Cusmapa, Madriz, Soltero, 
Docente, identificado con cédula de identidad No. 329-100166-0001S; Asisclo José Laguna Mairena, 
del domicilio de San Juan Río Coco, Madriz, Casado, Agricultor, identificado con cédula de identidad 
No. 165-261149-0000G; Mario Antonio Gutiérrez Altamirano, del domicilio de San Lucas, Madriz, 
Casado, Licenciado en Pedagogía, identificado con cédula de identidad No. 481-090468-0002T; 
Bernarda Castillo Centeno, del domicilio de Telpaneca, Madriz, Soltera, Profesora, identificado con 
cédula de identidad No. 322-220559-0001L;  Melvin López Gadea, del domicilio de Totogalpa, 
Madriz, Casado, Médico, identificado con cédula de identidad No. 481-171273-0002L; Ezequiel de 
Jesús Membreño López, del domicilio de Yalagüina, Madriz, Casado, Maestro, identificado con 
cédula de identidad No. 325-161262-0000D; Daysi Ivette Tórres Bosques, de este domicilio, 
Casada, Periodista, identificado con cédula de identidad No. 001-110354-0044Q; Roberto 
Presentación Somoza Romero, del domicilio de Ciudad Sandino, Managua, Casado, Licenciado en 
Administración, identificado con cédula de identidad No. 001-190757-0001V; Miriam Eulalia Salinas 
López, del domicilio de Mateare, Managua, Soltera, Comerciante, identificado con cédula de 
identidad No. 006-011168-0000J; José Ángel Velásquez Laguna, del domicilio de San Francisco 
Libre, Managua, Casado, Transportista, identificado con cédula de identidad No. 361-301062-
0003ª; José Noel Cerda Méndez, del domicilio de San Rafael del Sur, Casado, Transportista, 
identificado con cédula de identidad No. 002-170856-0000U; Gustavo Adolfo Cortes Robles, del 
domicilio de Ticuantepe, Managua, Casado, Ingeniero, identificado con cédula de identidad No. 
001-300157-0042A; Cesar Francisco Vásquez Valle, del domicilio de Tipitapa, Managua, Casado, 
Oficinista, identificado con cédula de identidad No. 241-120960-0000A; Jose Inocente Castro 
Castellón, del domicilio de Villa Carlos Fonseca, Managua, Casado, Productor, identificado con 
cédula de identidad No. 004-120836-0001D; Fernando Lopez Sauseda, del domicilio de Dipilto, 
Nueva Segovia, Casado, Ingeniero, identificado con cédula de identidad No.  484-250167-0000; 
Telma Maria Olivas Ardon, del domicilio de El Jícaro, Nueva Segovia, Casada, Docente, identificado 
con cédula de identidad No. 491-280856-0002A; Orlando Ismael Zeledon Sobalvarro, del domicilio 
de Jalapa, Nueva Segovia, Casado, Administrador de empresa, identificado con cédula de identidad 
No. 489-141079-0002C; Luis Felipe Enriquez Averrúz, del domicilio de Macuelizo, Nueva Segovia, 
Casado, Agrónomo y técnico en veteniraria, identificado con cédula de identidad No. 482-270857-
0000J; Carlos Efraín Norori Jiménez, del domicilio de Ocotal, Nueva Segovia, Casado, Medico, 
identificado con cédula de identidad No. 481-080865-0003K; Melvin Alfonso Ortez Beltran, del 
domicilio de San Fernando, Nueva Segovia, Casado, Agricultor, identificado con cédula de identidad 
No. 481-10075-0004U; Noel Antonio Rivas Bustamante, del domicilio de Santa María, Nueva 
Segovia, Casado, Agricultor, identificado con cédula de identidad No. 482-130765-0000D; 
 
 
Alexander Modesto Alvarado Lam, del domicilio de Bonanza, Región Autónoma del Atlántico Norte, 
Soltero, Docente, identificado con cédula de identidad No. 611-150665-0000U; Guillermo Ernesto 
Espinoza Duarte, del domicilio de Puerto Cabeza, Región Autónoma del Atlántico Norte, Casado, 
Comerciante, identificado con cédula de identidad No. 611-150665-0000U; Hector Arturo Ibarra 
Rodriguez, del domicilio de Rosita, Casado, Licenciado en Sociología, identificado con cédula de 
identidad No. 162-190967-0001E; Jose Osorno Lopez, del domicilio de Waspan, Región Autónoma 
Atlántico Norte, identificado con cédula de identidad No. 607-160363-0001U; Cleaveland Rolando 
Webster Terry, del domicilio de Corn ISland, Región Autónoma Atlántico Sur, Viudo, Empresario de 
turismo, identificado con cédula de identidad No. 602-140757-000L; Carlos Agustin Miranda Larios, 
Kukra Hill, Región Autónoma Atlántico Sur, Casado, Lic. Contabilidad Publica, identificado con 
cédula de identidad No. 202-191250-000L; Everth Wellington Federico Dixon, del domicilio de la 
Desembocadura de Río Grande, Región Autónoma Atlántico Sur, Casado, Docente, identificado con 
cédula de identidad No. 601-150976-0004K; Jose Roberto Cuthbert Ramírez, del domicilio de 
Laguna de Perlas, Región Autónoma Atlántico Sur, Soltero, Docente, identificado con cédula de 
identidad No. 626-060566-0002B. Todos mayores de edad, y de tránsito por esta ciudad, excepto 
los de este domicilio. El Abogado MEJÍA BERMÚDEZ, acredita su representación legal conforme 
Poder Especial Para Interponer y Tramitar Recurso de Amparo en Contra del Consejo 
Supremo Electoral, realizado en Escritura Pública  Número  Diecisiete (17), ante el Oficio Notarial 
de la Licenciada ANA MARIA NARVAEZ, a la una de la tarde del dieciséis de octubre de dos mil 
nueve.  
II 
El RECURSO DE AMPARO LO INTERPONE EN CONTRA DEL CONSEJO SUPREMO ELECTORAL DE LA 
REPÚBLICA DE NICARAGUA, integrado por los Honorables Magistrados ROBERTO JOSÉ RIVAS 
REYES, Presidentes, MARISOL CASTILLO BELLIDO, Magistrado en Funciones, JOSÉ MIGUEL 
CÓRDOBA GONZÁLEZ, Magistrado, JOSÉ LUIS VILLAVICENCIO ORDOÑEZ, Magistrado, RENE 
HERRERA ZÚNIGA, Magistrado, JOSÉ BOSCO MARENCO CARDENAL, Magistrado, y EMILIANO 
ENRIQUEZ LACAYO, todos mayores de edad, casados, de este domicilio legal, y demás generales 
de ley desconocidas por el recurrente, por haber dictado la Resolución Administrativa de las once 
de la mañana, del dieciséis de octubre de dos mil nueve, y notificada a las 11:45 a.m.,  de ese 
mismo día, en la que Resuelven: “POR TANTO: I.- Se Rechaza Ad Portas la Solicitud de 
Aplicación del Principio Constitucionales de Igualdad Incondicional de Todo Ciudadano, 
y la Solicitud de Inaplicación del Principio de Interdicción Electoral Para el Presidente y 
Vicepresidente de la República, Alcalde y Vice Alcalde Municipal. II.- Libre Secretaría 
Certificación de la presente Resolución a los solicitantes.- Cópiese, publíquese y 
notifíquese. Managua, dieciséis de octubre del año dos mil nueve.- Firman: ROBERTO 
 
 
JOSÉ RIVAS REYES, Presidentes.- MARISOL CASTILLO BELLIDO, Magistrado en Funciones.- JOSÉ 
MIGUEL CÓRDOBA GONZÁLEZ, Magistrado.- JOSÉ LUIS VILLAVICENCIO ORDOÑEZ, Magistrado.- 
RENE HERRERA ZÚNIGA, Magistrado.- JOSÉ BOSCO MARENCO CARDENAL, Magistrado.- EMILIANO 
ENRIQUEZ LACAYO, Magistrado en Funciones.” Que dicha Resolución tiene como fundamento el 
siguiente CONSIDERANDO: Que la Constitución Política es la Ley Fundamental de la República y 
efectivamente vincula a todos los Poderes del Estado, otorgando facultades tasadas a cada uno, no 
pudiendo efectuar un Poder Constitucional atribuciones que le son propias a otro; así el Poder 
Legislativo dicta crea, modifica, deroga, abroga e interpreta todas las Leyes de la República, el 
Poder Ejecutivo administra la Cosa Pública, el Poder Judicial Juzga, y a este Poder Electoral le 
corresponde en forma exclusiva la organización, dirección y vigilancia de las elecciones, plebiscitos 
y referendos” (Arto. 168 Cn); y por mandato Constitucional según el artículo 173: “El Consejo 
Supremo Electoral tiene las siguientes atribuciones: 1.- Organizar y dirigir las elecciones, plebiscitos 
o referendos que se convoquen de acuerdo con lo establecido en la Constitución y en la ley; … 4.- 
Aplicar las disposiciones constitucionales y legales referentes al proceso electoral. Asimismo velar 
sobre el cumplimiento de dichas disposiciones por los candidatos que participen en las elecciones 
generales y municipales. 14.- Las demás que le confieran la Constitución y las leyes.- De tal manera 
que aunque hubiese una posible antinomia constitucional entre el Principio Constitucional de 
Igualdad Incondicional contenido en los artículos 27, 48, 50 y 51 de la Carta Magna, y el Principio 
de Interdicción Electoral Constitucional, para el Presidente y Vicepresidente de la República, 
Alcaldes y Vice Alcalde, de participar como candidatos de manera sucesiva en los procesos 
Electorales a realizarse en los comicios electorales de noviembre de los años 2011 y 2012, NO LE 
CORRESPONDE A ESTE CONSEJO SUPREMO ELECTORAL RESOLVER TAL ANTINOMIA”.- 
Expone el recurrente que dicha Resolución Administrativa le causa agravios directo, personal y 
concreto en los derechos de sus representados, ya que contrario a lo que predica la Constitución 
Política y las Declaraciones y Convenciones de Derechos Humanos reconocidas en el Artículo 46 
Cn., dicha Resolución Administrativa provoca y constituye para sus representados una verdadera 
interdicción política absoluta, al negarles participar de manera activa en los futuros comicios 
electorales Nacionales y Municipales. Que dicha Resolución Administrativa viola, damnifica y lesiona 
los Principios Fundamentales y Supremos que sustentan los pilares de la propia Constitución 
Política, reiterados en el Preámbulo y en los Artículos 1, 2, 6, 25 numeral 3; 27, 34 No. 8; 46, 47, 
48, 50, 51, 52, 129 y 131 Cn. 
III 
A las cuatro y diez minutos de la tarde, del día dieciséis de octubre de dos mil nueve, la Sala Civil 
No. Dos, del Tribunal de Apelaciones, Circunscripción Managua, dictó auto mediante el cual 
Resuelve: I.- Tramitar el presente Recurso de Amparo y téngase como parte al Abogado EDUARDO 
 
 
JOSÉ MEJÍA BERMÚDEZ, de generales referidas con anterioridad actuando en su calidad de 
Apoderado Especial para Recurrir de Amparo en representación del ciudadano JOSÉ DANIEL 
ORTEGA SAAVEDRA, Presidente de la República y Otros, a quien se le concede la intervención que 
en derecho corresponde; II.- No hay especial pronunciamiento de las suspensión del acto, por lo 
señalado con anterioridad; III.- Póngase en conocimiento y téngase como parte del presente 
recurso al Procurador General de la República, doctor HERNAN ESTRADA SANTAMARIA, con copia 
íntegra del mismo para lo de su cargo; IV.- Diríjase Oficio con copia íntegra de la presente 
providencia y copia del recurso, al Consejo Supremo Electoral de la República de Nicaragua, 
integrado por los señores: ROBERTO JOSÉ RIVAS REYES, Presidentes, MARISOL CASTILLO 
BELLIDO, Magistrado en Funciones, JOSÉ MIGUEL CÓRDOBA GONZÁLEZ, miembro, JOSÉ LUIS 
VILLAVICENCIO ORDOÑEZ, miembro, EMILIANO ENRIQUEZ LACAYO, Magistrado en Funciones,  
JOSÉ BOSCO MARENCO CARDENAL, miembro, RENE HERRERA ZÚNIGA, miembro, previniéndoles a 
dicho funcionario que envíe Informe del caso a la Sala de lo Constitucional de la Excelentísima 
Corte Suprema de Justicia, dentro de diez días contados a partir de la fecha en que reciba dichos 
Oficio, advirtiéndole que con el Informe debe remitir las diligencias que se hubieren creado; V.- 
Dentro del término de ley, remiten las presentes diligencias a la Sala de lo Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia, previniéndole a las partes que deberá personarse ante ella dentro de 
tres días hábiles. Auto debidamente notificado. 
IV 
Ante esta Sala de lo Constitucional se personaron mediante escritos presentados a las ocho y 
treinta minutos de la mañana; nueve y cuarenta minutos de la mañana; y diez y treinta minutos de 
la mañana, todos del diecinueve de octubre del año dos mil nueve: El Abogado Eduardo José Mejía 
Bermúdez, en su carácter de Apoderado Especial para Recurrir de Amparo, la Licenciada Georgina 
del Socorro Carballo Quintana, Procuradora Nacional Constitucional y de lo Contencioso 
Administrativo, y los señores ROBERTO JOSÉ RIVAS REYES, Presidentes, MARISOL CASTILLO 
BELLIDO, Magistrada, JOSÉ MIGUEL CÓRDOBA GONZÁLEZ, Magistrado, JOSÉ LUIS VILLAVICENCIO 
ORDOÑEZ, Magistrado, RENE HERRERA ZÚNIGA, Magistrado, JOSÉ BOSCO MARENCO CARDENAL, 
Magistrado, y EMILIANO ENRIQUEZ LACAYO, Magistrados, quienes además rindieron el Informe de 
Ley. A las doce meridiano del diecinueve de octubre de dos mil nueve, esta Sala de lo 
Constitucional, dictó auto mediante el cual tiene por radicado el presente Recurso de Amparo, 
tienen por personado y le concede la intervención de ley al Abogado Eduardo José Mejía Bermúdez, 
en su calida de Apoderado Especial para Recurrir de Amparo ante el Concejo Supremo Electoral en 
representación de los ciudadanos antes referido; a la licenciada Georgina del Socorro Carballo 
Quintana, Procuradora Nacional Constitucional y de lo Contencioso Administrativo; y a los 
funcionarios.- Y habiendo rendido informes los funcionarios recurridos ante esta superioridad se 
 
 
pasa el presente Recurso de Amparo a la Sala para su estudio y resolución. A las cuatro y treinta 
minutos de la tarde del día diecinueve de octubre de dos mil nueve, ESTA SALA dicto el siguiente 
auto: Que a la una de la tarde, del día diecinueve de octubre de los corrientes, Esta Sala de lo 
Constitucional, convocó a los Honorables Magistrados que la integran para Sesión de la misma a las 
cuatro de la tarde del día de hoy, a fin de tratar el presente Amparo: Honorables Magistrados 
FRANCISCO ROSALES ARGÜELLO, Presidente, RAFAEL SOLÍS CERDA, miembro, IVÁN ESCOBAR 
FORNOS, miembro, LIGIA VICTORIA MOLINA ARGÜELLO, miembro, y a los Suplentes de los 
doctores  JOSÉ DAMICIS SIRIAS VARGAS y SERGIO CUARÉZMA TERAN, el primero de permiso por 
motivos de vacaciones, y el segundo no asistió. No habiendo asistido a la reunión de Sala los 
Honorables Magistrados Doctores IVÁN ESCOBAR FORNOS, ANTONIO ALEMÁN LACAYO y GABRIEL 
RIVERA ZELEDÓN, se procede a integrar Sala a los Honorables Magistrados Doctores YADIRA 
CENTENO GONZÁLEZ, ARMENGOL CUADRA LÓPEZ y JUANA MÉNDEZ PÉREZ, y se pasa el amparo 
nuevamente a estudio y resolución.- Auto debidamente notificado.- 
CONSIDERANDOS: 
I, 
Nuestra Constitución Política, no sólo establece DERECHOS, DEBERES, PRINCIPIOS Y GARANTÍAS 
FUNDAMENTALES a favor de las personas y los ciudadanos, sino que contempla un sistema de 
recursos directos e indirectos, que tienen como objetivo mantener y restablecer en TODO momento 
la Supremacía de la Constitución Política, como Norma Fundamental y Suprema, frente a las demás 
Leyes, Reglamentos, Decretos y cualquier Acto Administrativo Generales o Concretos que pretenda 
vulnerarla, esto es lo que en doctrina se denomina “El Control de la Constitucionalidad de las Leyes 
y los Actos Administrativos”. Así la Constitución Política de 1987, dedicó el Capítulo II, del Título X, 
artículos 187 al 190, inclusive, al Control Constitucional, sin obviar los artículo 26 numeral 4 y 45 
Cn., como un Derecho Individual; medios de Controles Constitucionales regulados en la Ley No. 49, 
Ley de Amparo, del 20 de diciembre de 1988, publicada en La Gaceta, Diario Oficial, No. 241, y sus 
reformas, y en la Ley Orgánica del Poder Judicial en sus artículos 5; 27 numerales 1, 2 y 5; y 34. Al 
margen de estos medios de Control Constitucional nominados o taxativos, léanse: Recurso por 
Inconstitucionalidad, Recurso de Amparo, y Recurso de Exhibición Personal, existen en nuestra Ley 
Suprema otros mecanismos de freno al abuso de la Administración Pública en contra de los 
ciudadanos y de otras instituciones y Poderes del Estado como son: 1.- La Demanda 
Contencioso Administrativa (Artículo 160 numerales 10 y 11 Cn., regulada en la Ley No. 350, 
LRJCA); 2.- El Recurso de Habeas Data contenido en el artículo 26 numeral 4 Cn.; 3.- El Recurso de 
Amparo por Omisión (Ver Sent. 13-2006 Sala Cn); 4.- El otrora Recurso Innominado hoy Recurso 
de Conflicto de Competencia y Constitucionalidad Entre Poderes del Estado (Artículos 163 párrafo 2, 
 
 
164 numeral 12 Cn., Arto. 80 Ley de Amparo, y 27 numeral 2 de la L.O.P.J.; y 5.- El Recurso de 
Constitucionalidad entre el Gobierno Central y los Gobiernos Municipales y de las Regiones 
Autónomas de la Costa Atlántica (artículo 164 numeral 13 Cn).- Todos en su conjunto constituyen 
el Sistema de Control de la Constitucionalidad y por lo que hace a la Demanda Contencioso 
Administrativa el Control de la Legalidad Ordinaria (Ver SENTENCIAS SALA CN. No. 52, de la 1:45 
p.m., del 25 de febrero de 2009, Cons. I; Sent. No. 169, de las 10:50 a.m., del 31 de marzo de 
2009, Cons. I; Sent. No. 330, de las 1:45 p.m., del 29 de julio de 2009, Cons. II y V; Sentencia No. 
467, de la 1: 45 p.m., del 23 de septiembre de 2009; y SENTENCIAS SALA C.A. No. 1, de las 10:00 
a.m., del 28 de agosto de 2009; y Sent. No. 4, de las 12:30 p.m., del 26 de marzo de 2007, Cons. 
II).- Como lo expresa categóricamente la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo 27 numeral 
2: “La Corte Plena vela por la resolución oportuna, rápida y razonada de los asuntos planteados 
ante la misma, conocer y resolver de: Los conflictos entre los distintos Poderes del Estado, en 
relación al ejercicio de sus funciones, de conformidad con la Constitución Política de la República y 
en ejercicio de la función de Control Constitucional que le es inherente”; en nuestro caso esta 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA ha tipificado el Control Constitucional dentro de un Sistema de 
Control Mixto, esto es Concentrado o Directo, y Difuso o Indirecto, de tal manera que “no existe 
la posibilidad de omisión que permita la impunidad, o anular la Supremacía 
Constitucional, por medio de una norma preconstitucional o postconstitucional” (Ver 
Sentencia No. 69, dictada por la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, a la 1:45 p.m., del 23 de 
septiembre del dos mil cuatro: 2004, Cons. I).- Ahora bien, a quién le corresponde promover estos 
mecanismos de Control  Constitucional: 1.- El Recurso por Inconstitucionalidad si bien es una 
acción pública, la misma está reservada sólo a los ciudadanos nicaragüenses, sin necesidad de 
demostrar agravio directo y concreto; 2.- El Recurso de Amparo por acción u omisión lo puede 
ejercer toda persona natural o jurídica toda vez que demuestra plenamente el agravio; 3.- El 
Recurso de Exhibición Personal es el más informal de todos los recursos y puede ser ejercido por 
cualquier persona que tenga conocimiento que él u otra persona ha sido detenida o pende 
amenaza de ser detenida ilícitamente por autoridad pública o particular; 4.- El Habeas Data sigue 
las mismas características del Recurso de Amparo según Sentencia Número 60 del año 2007, 
dictada por la Sala de lo Constitucional. 5.- El Recurso de Conflicto de Competencia y 
Constitucionalidad Entre Poderes del Estado (artículo 164 numeral 12 Cn., y 27 numeral 2 L.O.P.J); 
su procedimiento ya fue regulado mediante la Ley No. 643, Ley de Reforma a la Ley de Amparo, y 
el Recurso de Constitucionalidad Entre el Gobierno Central y los Gobiernos Municipales y de las 
Regiones Autónomas de la Costa Atlántica (artículo 164 numeral 13 Cn), “podemos decir que en 
tanto y cuanto no se establezca un procedimiento autónomo … se seguirán los trámites del Control 
Constitucional establecidos en la Constitución Política, en la Ley de Amparo y en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, siendo la Corte Plena la facultada para su tramitación como expresamente lo 
 
 
establece el artículo 27 numeral 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, con la salvedad que … la 
acción está reservada a los representantes legales de las instituciones en conflictos 
constitucionales” (VER Arto. 82 Ley de Amparo y Sentencia No. 29, dictada a las 4:50 p.m., del 13 
de agosto del 2007, Cons. I; y Sentencia No. 333, dictada a las 6:00 p.m., del 5 de diciembre del 
2007, Cons. I).- Por lo que hace al Recurso de Amparo y al Recurso por Inconstitucionalidad se 
caracterizan por tener notas propias en su teleología: “Podemos afirmar que el Recurso por 
Inconstitucionalidad tiene como objeto y naturaleza mantener la Supremacía de la Constitución 
Política, frente a todas aquellas disposiciones que crean, modifican, o extinguen situaciones de 
carácter general, abstracto, impersonales, y obligatoria; es decir, que contengan esencialmente una 
regla de derecho, una norma jurídica, siendo el bien jurídico tutelado el interés público y general de 
todos los ciudadanos. En cambio en el Recurso de Amparo Administrativo, el bien jurídico 
que protege es el interés particular de cada uno de las personas naturales o jurídicas, 
que por un acto u omisión de un funcionario, viole o trate de violar sus derechos y 
GARANTÍAS reconocidos en la Constitución Política”. (VER Sentencia de Corte Plena No. 34, 
de las 12:45 p.m., del 3 de junio del 2002, Cons. I; y Sentencia Sala Cn. No. 52, de la 1:45 p.m., 
del 25 de febrero de 2009, Cons. I).- La Ley de Amparo, en su artículo 3 señala que el Recurso de 
Amparo procede en contra de toda disposición, acto o resolución, y en general, contra toda acción 
u omisión de cualquier funcionario, autoridad o agente de los mismos que viole o trate de violar los 
derechos y garantías consagrados en la Constitución Política, señalando en los artículos 25, 26 y 
siguientes quién puede interponerlo, contra qué funcionario o autoridad debe interponerse, ante 
qué Tribunal debe interponerse, término para interponerlo, los requisitos que debe contener el 
escrito de interposición del recurso, lo referente a la suspensión del acto reclamado, los trámites 
para sustanciar el recurso y los efectos de la sentencia. Sin embargo, la referida ley establece 
excepciones en cuyos casos no procede el Recurso de Amparo, y en su artículo 53 inciso 1) dice: 
“No procede el Recurso de Amparo: 1. Contra las resoluciones de los funcionarios 
judiciales en asuntos de su competencia”. 
II 
HECHOS PLANTEADOS Y PROBADOS: el presente Recurso de Amparo es interpuesto por el 
Abogado EDUARDO JOSÉ MEJÍA BERMÚDEZ, en su calidad de Apoderado Especial para Recurrir de 
Amparo EN CONTRA del Consejo Supremo Electoral, en representación de los ciudadanos 
nicaragüense Cmdte. JOSÉ DANIEL ORTEGA SAAVEDRA, Presidente de la República, de generales, 
y de los ciudadanos nicaragüenses y Alcaldes Municipales de la República de Nicaragua: Víctor 
Manuel Sevilla Mayorga, Enrique José Saravia Hidalgo, Cecilio Cruz Ríos, William Alberto Martínez 
Sánchez, Diega Deysis Núñez, Asunción Alcides Moradle y Gerardo Ramón García Castellón y Otros 
ciudadanos ya referidos en autos; EN CONTRA DEL CONSEJO SUPREMO ELECTORAL DE LA 
REPÚBLICA DE NICARAGUA, integrado por los Honorables Magistrados ROBERTO JOSÉ RIVAS 
 
 
REYES, Presidentes, MARISOL CASTILLO BELLIDO, Magistrado en Funciones, JOSÉ MIGUEL 
CÓRDOBA GONZÁLEZ, Magistrado, JOSÉ LUIS VILLAVICENCIO ORDOÑEZ, Magistrado, RENE 
HERRERA ZÚNIGA, Magistrado, JOSÉ BOSCO MARENCO CARDENAL, Magistrado, y EMILIANO 
ENRIQUEZ LACAYO, todos mayores de edad, casados, de este domicilio legal, y demás generales 
de ley desconocidas por el recurrente.-  En su relación fáctica, el recurrente expone: Que el día 
quince de octubre del presente año dos mil nueve, a las cuatro y treinta minutos de la tarde, 
Solicitando al Consejo Supremo Electoral, de manera expresa la APLICACIÓN del PRINCIPIO 
CONSTITUCIONAL DE IGUALDAD INCONDICIONAL DE TODO CIUDADANO 
NICARAGÜENSE establecido en el Preámbulo y en los artículos 27, 47, 48, 50 y 51 de la Carta 
Magna, a participar en los asuntos políticos de la nación, sin más limitantes que por razones de 
edad y suspensión de derechos ciudadanos conforme sentencia firme; asimismo siendo que todos 
los Poderes del Estado están vinculados por la Constitución Política, pidió la INAPLICACIÓN de la 
Interdicción Electoral para optar al cargo de Presidente y Vicepresidente, Alcalde y Vice Alcalde 
Municipales. Que dicha petición la hicieron conforme a los artículos 47, 48, 50, 51, 168, 173 No. 1, 
4 y 14 Cn., y los artículos 1, 2, 3 y 10 No. 1, 2, 4, 5, 6, 7, 19 y 20 de la Ley No. 331 Ley Electoral, 
ya que genera una DESIGUALDAD EN y ANTELA LEY pues sólo se aplica a los cargos de 
Elección Directa y Popular que fueron democráticamente electos sus representados, NO ASÍ para 
los cargos también de Elección Directa y Popular de los Diputados ante la Asamblea Nacional, 
Diputados ante el Parlamento Centroamericano, Miembros de los Consejos de las Regiones 
Autónomas de la Costa Atlántica; o en los casos de Elección Indirecta como Magistrados del 
Consejo Supremo Electoral (CSE), Fiscal de la República, Miembro la Contraloría General de la 
República, Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, Intendente y Superintendente de 
Bancos, incluso de los Honorables Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, entre otros, 
NOAPLICA.- Que ante dicha petición el Consejo Supremo Electoral dictó la Resolución 
Administrativa de las once de la mañana, del dieciséis de octubre de dos mil nueve, y notificada 
a las 11:45 a.m., de ese mismo día, en la que Resuelve: “POR TANTO: I.- Se Rechaza Ad 
Portas la Solicitud de Aplicación del Principio Constitucionales de Igualdad 
Incondicional de Todo Ciudadano, y la Solicitud de Inaplicación del Principio de 
Interdicción Electoral Para el Presidente y Vicepresidente de la República, Alcalde y 
Vice Alcalde Municipal. II.- Libre Secretaría Certificación de la presente Resolución a los 
solicitantes.- Cópiese, publíquese y notifíquese. Managua, dieciséis de octubre del año 
dos mil nueve.-(Firman): ROBERTO JOSÉ RIVAS REYES, Presidentes.- MARISOL CASTILLO 
BELLIDO, Magistrado en Funciones.- JOSÉ MIGUEL CÓRDOBA GONZÁLEZ, Magistrado.- JOSÉ LUIS 
VILLAVICENCIO ORDOÑEZ, Magistrado.- RENE HERRERA ZÚNIGA, Magistrado.- JOSÉ BOSCO 
MARENCO CARDENAL, Magistrado.- EMILIANO ENRIQUEZ LACAYO, Magistrado en Funciones.” Que 
dicha Resolución Administrativa tiene como base la siguiente consideración: “CONSIDERANDO: 
 
 
Que la Constitución Política es la Ley Fundamental de la República y efectivamente vincula a todos 
los Poderes del Estado, otorgando facultades tasadas a cada uno, no pudiendo efectuar un Poder 
Constitucional atribuciones que le son propias a otro; así el Poder Legislativo dicta crea, modifica, 
deroga, abroga e interpreta todas las Leyes de la República, el Poder Ejecutivo administra la Cosa 
Pública, el Poder Judicial Juzga, y a este Poder Electoral le corresponde en forma exclusiva la 
organización, dirección y vigilancia de las elecciones, plebiscitos y referendos” (Arto. 168 Cn); y por 
mandato Constitucional según el artículo 173: “El Consejo Supremo Electoral tiene las siguientes 
atribuciones: 1.- Organizar y dirigir las elecciones, plebiscitos o referendos que se convoquen de 
acuerdo con lo establecido en la Constitución y en la ley; … 4.- Aplicar las disposiciones 
constitucionales y legales referentes al proceso electoral. Asimismo velar sobre el cumplimiento de 
dichas disposiciones por los candidatos que participen en las elecciones generales y municipales. 
14.- Las demás que le confieran la Constitución y las leyes.- De tal manera que aunque hubiese 
una posible antinomia constitucional entre el Principio Constitucional de Igualdad Incondicional 
contenido en los artículos 27, 48, 50 y 51 de la Carta Magna, y el Principio de Interdicción Electoral 
Constitucional, para el Presidente y Vicepresidente de la República, Alcaldes y Vice Alcalde, de 
participar como candidatos de manera sucesiva en los procesos Electorales a realizarse en los 
comicios electorales de noviembre de los años 2011 y 2012, NO LE CORRESPONDE A ESTE 
CONSEJO SUPREMO ELECTORAL RESOLVER TAL ANTINOMIA”.- Expone el recurrente que 
dicha Resolución Administrativa le causa agravio directo, personal y concreto en los derechos de 
sus representados, ya que contrario a lo que predica la Constitución Política y las Declaraciones y 
Convenciones de Derechos Humanos reconocidas en el Artículo 46 Cn., dicha Resolución 
Administrativa provoca y constituye para sus representados una verdadera interdicción política 
absoluta, al negarles participar de manera activa en los futuros comicios electorales Nacionales y 
Municipales. Que dicha Resolución Administrativa viola, damnifica y lesiona los Principios 
Fundamentales y Supremos que sustentan los pilares de la propia Constitución Política, reiterados 
en el Preámbulo y en los Artículos 1, 2, 6, 25 numeral 3; 27, 34 No. 8; 46, 47, 48, 50, 51, 52, 129 y 
131 Cn. Como se ve en síntesis el presente Recurso de Amparo tiene como quid la SOLICITUD 
DEAPLICACIÓN a sus representados del PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE IGUALDAD 
INCONDICIONAL DE TODO CIUDADANO NICARAGÜENSE antes referido y la petición de 
INAPLICACIÓN de la Interdicción Electoral para optar al cargo de Presidente y Vicepresidente, 
Alcalde y Vice Alcalde Municipales, por generarles una DESIGUALDAD EN y ANTE LA LEY, 
produciendo una Antinomia Constitucional.- 
III 
De previo ESTA SALA DE LO CONSTITUCIONAL debe reiterar que sí cabe el Recurso de Amparo 
en contra de las Resoluciones dictadas por el Consejo Supremo Electoral en Materia Administrativa, 
tal y como lo ha sostenido esta Sala en reiteradas sentencias: “Como liminal debemos reiterar que 
 
 
dentro de las funciones el Consejo Supremo Electoral tiene un carácter dual, Administrativo y 
Electoral Jurisdiccional (Sentencias Corte Plena No. 21- 1996, 22-1996, 23-1996, 99-1996; y 
Sentencia de Sala Sn:  1-1997; 133-1999, 151-1999; 13-2006; y 14 - 2006).- Efectivamente, en 
Materia Administrativa sus decisiones y resoluciones son sujetas del Control Constitucional, 
como es, sin ser númerus clausus, la obtención y cancelación de la personalidad jurídica a Partidos 
Políticos (Sentencia No. 1-1997; Sentencia No. 113-1998; Sentencia No. 100-2001; Sentencia No. 
132-2002; Sentencia No. 136-2002; Sentencia No. 156-2002 y Sentencia No. 42-2004 Sala Cn); 
toda resolución que en materia de Partidos Políticos dicte el Consejo Supremo Electoral (Sentencia 
No. 156-2002); la declaratoria de inhibición (Sentencia No. 179-1999 Sala Cn); el acto de 
entrega de credenciales, juramentación y toma de posesión (Sentencia No. 69-2002 Sala Cn); 
cambio de emblema y nombre de partidos políticos (Sentencia No. 7-2006 y 14-2006 Sala Cn), 
establecimiento de número de Juntas Receptoras de Votos, nombramiento de los miembros de los 
otros organismos de ese Poder, asignación económicas a los Partidos Políticos o Alianzas (Véase 
Sentencia No. 151-1999, Sala Cn.); sesión de instalación de junta directiva, promesa y posesión del 
cargo (Sentencias No. 54 y 55-2002 Sala Cn.); Negativa de los Magistrados CSE para hacer quórum 
(Sentencia 13-2006 y 14 -2006); entre otros.- Ahora bien, debemos decir que no cabe el Recurso 
de Amparo, ni recurso alguno, ordinario ni extraordinario, en contra de las Resoluciones que dicta 
el Consejo Supremo Electoral en Materia Electoral por ser exclusivo de ese poder, tal y como es 
lo regulado en el artículo 1 literal a) numerales 1º al 6to de la Ley No. 331, Ley Electoral; el 
Registro e Inscripción de Candidatos (Sentencia No. 159-1996; Sentencia No. 11-1998, y Sentencia 
No. 205-2000, de la Sala Cn.); proclama y nulidad de cualquiera de los cargos de elección popular 
de los contemplados en el artículo 1 literal a) de la Ley No. 331, y “resoluciones de candidatos 
electos” (Sentencia No. 151-1999 y Sentencia No. 139-2007 Sala Cn) entre otras determinadas por 
las Ley Electoral. En el caso sub júdice estamos en presencia de esta última y conforme la 
Constitución Política artículo 173 in fine y artículo 1 literal a) in fine, contra las resoluciones dictadas 
por el Consejo Supremo Electoral en esta materia no cabe recurso alguno, ordinario, ni 
extraordinario, por ser el Consejo Supremo Electoral el máximo Tribunal de Elecciones en este país, 
y por ello se reserva la exclusividad de competencia en Materia Electoral (Sentencia No. 1-1997; 
133-1999 y 151-1999 Sala Cn), no así en Materia Administrativa donde sí está sujeta al Control 
Jurisdiccional (Véase Sentencia CSJ. No. 29-2007, de las 4:50 p.m., del 13 de agosto de 2007, 
Cons. III, Recurso “Innominado” de Conflicto de Competencia interpuesto por el Ing. René Núñez 
Téllez, Presidente Asamblea Nacional, Vs. CSE).- En consecuencia, el presente Recurso de Amparo 
es interpuesto en contra de una Resolución de carácter Administrativa como es la negativa a la 
Solicitud hecha por los interesados de aplicarle un Principio Constitucional (Igualdad Incondicional) 
e inaplicarle una Disposición Constitucional (Interdicción Electoral), y que únicamente, solicitan  que 
se tenga a sus representados como ciudadanos aptos de Derechos Políticos – Constitucionales – 
 
 
Electorales, para participar en las contiendas electorales a realizarse en los años 2011 y 2012, sin 
más requisitos y limitaciones que los que se les impone a cualquier ciudadanos por razones de edad 
o impedimento del ejercicio de los derechos ciudadanos por sentencia firme, pero de manera NO 
DISCRIMINATORIA, ya que conforme el referido Principio de Igualdad Incondicional “Es obligación 
del Estado eliminar los obstáculos que impidan de hecho la igualdad entre los nicaragüenses y su 
participación efectiva en la vida política, económica y social del país”. (Arto. 48 Cn). Siendo la 
contestación del Consejo Supremo Electoral una Resolución Administrativa, no puede esta Sala 
negarse a resolver el fondo de la cuestión, dado que como expresan las partes existe 
“aparentemente una antinomia o contradicción constitucional” entre un Principio 
Constitucional y una Disposición Constitucional, por lo que es resorte de esta Sala Constitucional 
resolverlo como lo ha hecho en anteriores sentencias en los que ha resuelto otras Antinomias 
Constitucionales: Véase al respecto Sentencia de Corte en Pleno No. 29-2007, dictada a las 4:50 
p.m., del 13 de agosto de 2007: Recurso “Innominado” de Conflicto de Competencia, presentado 
por el Presidente de la Asamblea Nacional, Vs. CSE; antinomia entre los artículos 138 No. 10 Cn. 
(Causales de pérdida de la condición de Diputado, Vs. los artículos 134 y 173 numerales 1, 3 y 4 
Cn (Requisitos para ser Diputado y causa de inegibilidad sobrevenida): “En virtud de lo anterior, 
esta Corte Suprema de Justicia tiene que discernir sobre cuál es el interés jurídico a tutelar, ya que 
existe aparentemente un roce entre dos normas constitucionales, por un lado, el Consejo 
Supremo Electoral, aplicando las normas constitucionales ejerce su función que le ha sido 
encomendada por la Constitución y por otra parte, la Asamblea Nacional, pretende ejercer la 
competencia para “Conocer, admitir y decidir sobre las faltas definitivas de los Diputados de la 
Asamblea Nacional”, y argumenta que, “La competencia del Consejo Supremo Electoral recae 
únicamente sobre Candidatos a Diputados y no sobre Diputados declarados electos por resolución 
firme y que ya tomaron posesión del cargo.” La Corte Suprema de Justicia tiene que 
pronunciarse sobre el roce de dos normas constitucionales las cuales se encuentran 
aparentemente ubicadas en un mismo nivel.  Así, cuando hay un roce entre una ley 
ordinaria y la Constitución, el Juez constitucional ante la discrepancia debe optar por 
aplicar aquella que posee fuerza obligatoria y validez superior; es decir que debe 
preferir a la Constitución, ya que ella materializa la intención del Pueblo y no la ley 
ordinaria que encarna la voluntad de sus mandatarios.Escoge la voluntad del pueblo 
que se encuentra en la Constitución y no la voluntad de la legislatura que se encuentra 
en la ley secundaria” (Sentencia No. 27-2007).- Asimismo véase otro caso de Antinomia 
planteado mediante Recurso de Amparo, entre una Ley de Rango Constitucional: Ley Electoral: 
Artículo 65 numeral 9 Vs. Constitución Política: Principios Constitucionales contenidos en los 
artículos 5, 27, 48, 50, 51 y 55 Cn. Es criterio de la Corte Suprema de Justicia que los requisitos 
exigidos por la Ley Electoral de Rango Constitucional limita: “los derechos consignados en nuestra 
 
 
Carta Magna, lo cual constituye un obstáculo para el ejercicio de los derechos políticos que se 
garantizan en  ella, ya que habrán partidos que por una razón u otra no logren obtener la cantidad 
de firmas exigidas, en consecuencia no podrán constituirse legalmente y quedarán excluido como 
opciones electorales en campañas futuras, lo que violenta las garantías políticas de los 
Nicaragüense.  Por otra parte, dicha disposición señala en su párrafo segundo un mecanismo de 
verificación por parte de autoridades del Consejo Supremo Electoral, de las Asambleas Partidarias 
en donde se elijan las directivas de esos partidos, lo que limitan los derechos políticos de los 
ciudadanos, ya que si el Consejo Supremo Electoral, por cualquier causa no nombra a sus 
representantes para esa verificación, dicha Asamblea por muy democrática, concurrida y diáfana 
que hubiere sido, sus resultados electorales no serían legales, ni válidos.  Asimismo, cabe señalar 
que constituye una intromisión y menoscabo de los derechos individuales, al establecer en la Ley 
Electoral, una disposición que obliga a los ciudadanos a poner de manifiesto a través de la 
identificación de firmas de respaldo, sus inclinaciones ideológicas partidistas. Por todo lo anterior, 
este Supremo Tribunal debe declarar inconstitucional lo establecido en el Art. 65 numeral 9 párrafo 
1 y 2 y el Art. 77 numeral 7), éste último invocado por el recurrente, por su vinculación directa con 
el Art. 65 de la Ley Electoral, por constituir una indebida y odiosa intromisión en la actividad política 
de los ciudadanos, propias de países totalitarios” (Presentan Antinomia: PALI – PLIUN- PUCA 
y PLC: Sentencia No. 103, de las diez de mañana, del ocho de noviembre del dos mil dos, Cons. II; 
Presentan Antinomia MRS, Sentencia No. 42, de las 12:30 p.m., del 12 de marzo de 2004, 
Cons. I). 
IV 
Habiendo el Apoderado Especial para Recurrir de Amparo, demostrado conforme Certificaciones 
emitidas por el Consejo Supremo Electoral que sus representados ostentan los cargo de Presidente 
y Alcaldes Municipales de la República de Nicaragua, por lo que efectivamente la Resolución 
Administrativa recurrida de amparo les causa un agravio personal, directo, concreto y actual, tal 
como lo exige la Ley de Amparo y la Jurisprudencia como condición para poder recurrir de amparo. 
Al respecto esta Sala ha sostenido:“En el amparo debe de estar de un modo claro y manifiesto el 
daño grave e irreparable que se nos ha causado, es por eso que el amparo se presenta como una 
acción, a iniciativa de parte agraviada. José Luis Lazzarini en su obra “El Juicio de Amparo”, afirma 
que la acción supone la existencia de un hecho, de un acto, de una omisión y aún de una amenaza 
que causan el agravio que la motiva y que éste a su vez haya producido un daño real y tangible, 
actual e inminente, y que el derecho violado sea de carácter constitucional. La promoción del 
Recurso de Amparo exige la existencia de un agravio o alteración en la esfera jurídica del 
pretensor; necesitando dicha alteración de la concurrencia de dos elementos: el material y el 
jurídico. El primero implica un daño, afectación o perjuicio que el individuo sufra en forma personal 
y directa en su esfera jurídica; el segundo, exige que el daño sea causado o producido en ocasión o 
 
 
mediante la violación de los derechos constitucionales. Cuando nos referimos al agravio personal y 
directo, hablamos de la necesidad de que el quejoso acredite que el acto reclamado existe, que ese 
acto lo lesiona en su patrimonio y que además hay una relación de causa a efecto. El agravio pues 
será una afectación que se produce en la esfera jurídica de un gobernado con motivo de la emisión, 
ejecución de un acto de autoridad o bien la abstención de una conducta impuesta por la ley a la 
autoridad” (Véase Sentencia Sala Cn. No. 85, de las 10:45 a.m., del 16 de abril de 2008); 
asimismo dijo: “En cuanto al agravio la doctrina es conteste en considerar que este debe ser directo 
y actual, no indirecto y eventual; señala el Constitucionalista Ignacio Burgoa O, en su obra, que 
“...el agravio, para que pueda ser causa generadora del juicio de amparo, necesita ser personal, es 
decir, que recaiga precisamente en una persona determinada, bien sea física o moral. Además de la 
personal determinación del agravio, éste debe ser directo, es decir, de realización presente, pasada 
o inminentemente futura. En consecuencia, aquellas posibilidades o eventualidades en el sentido de 
que cualquier autoridad estatal cause a una persona determinada un daño o perjuicio, sin que la 
producción de éste sea inminente o pronta a suceder, no puede reputarse como integrante del 
concepto de agravio, tal como lo hemos expuesto, para ser procedente el juicio de amparo.  En 
efecto, el agravio se traduce en los daños o perjuicios (ofensas, perturbaciones o molestias en 
general) que experimente una persona en los diversos bienes u objetos tutelados 
constitucionalmente a través de las garantías individuales en especial. Los bienes jurídicos de un 
sujeto son algo real, objetivo, de existencia ontológica, ya que los entes ideales, considerados como 
meras suposiciones del individuo producto de una elaboración meramente subjetiva, son 
indiferentes al derecho. Por ello, toda afectación a los bienes u objetos jurídicamente protegidos 
debe participar de la naturaleza real u objetiva de éstos, a fin de que sea susceptible de reparación 
por el Derecho. En consecuencia, cuando los daños o perjuicios que una persona pueda sufrir en 
sus diversos bienes jurídicos no afectan real u objetivamente a éstos, no puede decirse que exista 
un agravio en el sentido jurídico del concepto (El Juicio de Amparo, 35ª Ed. Porrúa, México 1999, 
pág. 272 y 273). (Véase Sentencia Sala Cn. No. 110, de la 1:45 p.m., del 28 de mayo del 
2003, Cons. Único).- 
V 
El recurrente expone que la Resolución Administrativa dictada por el Consejo Supremo Electoral, a 
las once de la mañana del día dieciséis de octubre de dos mil nueve, viola, damnifica y lesiona los 
Principios Fundamentales y Supremos que sustentan los pilares de la propia Constitución Política, 
reiterados en el Preámbulo y en los artículos 1, 2, 6, 25 numeral 3; 27, 34 No. 8; 46, 47, 48,50, 51, 
52, 129 y 131 Cn: 1.- El Principio Fundamental y Supremo de la Igualdad Incondicional, contenido 
en el Preámbulo de la Constitución Política, y en los artículos 27, 48, 50 y 51 de la Carta Magna, al 
impedir y obstaculizar la igualdad que debemos tener T O D O S los nicaragüense en el goce de los 
derechos políticos; la igualdad en la participación efectiva en la vida política de la nación; el 
 
 
derecho de participar en igualdad de condiciones en los asuntos políticos y en la gestión estatal; 2.- 
El Principio de Soberanía y Autodeterminación Nacional (Arto. 1, 2 y 6 Cn.); 3.- El Sagrado Principio 
Constitucional al Sufragio Electoral: Elegir y ser Elegido; de ejercer los derechos políticos, sin más 
limitaciones únicas y exclusivamente POR RAZONES DE EDAD, y por SUSPENSIÓN DE LOS 
DERECHOS CIUDADANOS MEDIANTE SENTENCIA FIRME (Arto. 2, 47 y 51 Cn); 4.- El Principio de 
Prelación de los INTERESES SUPREMO DE LA NACIÓN (Arto. 129 Cn), y de ejercer la función 
pública a favor de los intereses del Pueblo (Arto. 131 Cn); 5.- El Derecho al reconocimiento de la 
personalidad y capacidad jurídica (Arto. 25 No. 3 Cn) y el reconocimiento de los derechos 
inherentes a la persona humana consignados en las Declaraciones Universales de Derechos 
Humanos recogidas en el artículo 46 Cn; y 6 .- El Derecho de Petición y Principio de Motivación y 
Congruencia de que debe revestir toda Resolución sea Judicial o Administrativa. Como liminal cabe 
determinar ¿qué son los Principios Fundamentales y cual es  su perfil en la Constitución Política?: 
Los Principios Constitucionales son el ideario fundamental de la organización jurídica de una 
comunidad, y por ende sobre los que se basa la Organización Política del Estado. En puridad, 
emanan de la voluntad del pueblo y constituyen los pilares sobre los que se sostiene el andamiaje 
de nuestra Ley Suprema, la Constitución Política; entre otros podemos citar: La Igualdad, La unidad 
centroamericana, La independencia, La Soberanía, La autodeterminación, La Paz Social, El bien 
común, La libertad, La justicia, El respeto a la dignidad de la persona humana, El pluralismo 
político, social y étnico, La cooperación internacional, El respeto a la libre autodeterminación de los 
pueblos. De manera especial cabe resaltar La Igualdad, La Libertad y La Dignidad de la persona 
humana. Dichos Principios Constitucionales vienen a ser la matriz que da a luz al resto de Derechos 
Fundamentales, de tal manera que le está permitido al Constituyente Derivado ampliarlos, 
desarrollarlos, extenderlos y facilitar la concreción de dichos Principios, a contrario sensus le esta 
prohibido por cualquier circunstancia limitarlos, mermarlos, coartarlos, o restringirlos pues atentaría 
contra la esencia de la voluntad popular nicaragüense, de la nación y de la misma Constitución 
Política. Dicha prohibición se extiende a cualquier norma sea legislativa, judicial, o administrativa, 
disposición ordinaria o extraordinaria, incluso a las Disposiciones Fundamentales contenidas en la 
Constitución Política, por ello ésta en su Preámbulo reza: “por la institucionalización de las 
conquistas de la revolución y la construcción de una nueva sociedad que elimine toda clase de 
explotación y logre la igualdad económica, política y social de los nicaragüenses y el respeto 
absoluto de los derechos humanos. Por la patria, por la revolución, por la unidad de la nación y 
por la paz promulgamos la siguiente constitución política de la república de Nicaragua.”.- Al 
respecto el profesor Eduardo García de Enterría nos dice: “La constitución asegura una unidad del 
ordenamiento esencial sobre la base de un “orden de valores” materiales expresos en ella y no 
sobre las simples reglas formales de producción de normas. La unidad del ordenamiento es, sobre 
todo, una unidad material de sentido, expresada en unos principios generales de derecho, que o al 
 
 
intérprete toca investigar o descubrir… o la Constitución los ha declarado de manera formal, 
destacando entre todos, por la decisión suprema de la comunidad que la ha hecho, unos valores 
sociales determinados que se proclaman en el solemne momento constituyente como primordiales 
y básicos de toda la vida colectiva… estos valores no son simple retórica… simples principios 
programáticos sin valor normativo de aplicación posible; por el contrario, son justamente la base 
entera del ordenamiento la que ha de prestar a éste su sentido propio, la que ha de presidir, por 
tanto, toda su interpretación y aplicación. En nuestra constitución esos valores básicos están 
destacados de dos maneras: primero, en el Preámbulo y en el Título Preliminar, cuyo artículo 1 
proclama como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y 
el pluralismo político… la dignidad de la persona, los derechos inviolables que les son inherentes, el 
libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la Ley y a los demás son fundamento del orden 
político y de la paz social… se proclaman así estos preceptos “decisiones políticas fundamentales”, 
en la terminología de Schmitt, decisiones que fundamentan todo el sistema constitucional en su 
conjunto: la decisión por la democracia, por la decisión por el Estado de Derecho y el Estado Social 
de Derecho, la decisión por la libertad y por la igualdad, la decisión por las autonomías territoriales 
de las nacionalidades y regiones… el carácter básico y fundamentante de estas decisiones permite 
incluso hablar (como ha hecho BACHOF y ha recogido la jurisprudencia del Tribunal Federal 
Constitucional Alemán y el Tribunal Supremo Americano) de posibles “normas  Constitucionales 
Inconstitucionales” (verfassungswidrigeVerfassungnormen) concepto con el que se intenta subrayar 
la primacía interpretativa absoluta de esos principios sobre los demás de la Constitución y el límite 
que suponen a la reforma Constitucional… La interpretación conforme a la Constitución de TODA y 
cualquier norma del ordenamiento tiene una correlación lógica en la prohibición, que hay que 
estimar implícita, de cualquier construcción interpretativa y dogmática que concluya con un 
resultado directa o indirectamente contradictorio con los valores constitucionales” (La Constitución 
como Norma y El Tribunal Constitucional, Ed. Civitas S.A., Madrid, 1994, pp. 97 – 103).- De lo se 
infiere que los Principios Constitucionales que informan nuestra Constitución Política 
en su Preámbulo y Parte Dogmática, prevalecen sobre el resto de Disposiciones 
Constitucionales que conforman nuestra Constitución Política. 
VI 
El recurrente señala que le han viola a sus representados el Principio de Igualdad EN y 
ANTE la LEY, contenido en el Preámbulo de la Constitución Política, y en los artículos 27, 48, 50 y 
51 de la Carta Magna, al impedir y obstaculizar la igualdad que debemos tener T O D O S los 
nicaragüense en el goce de los derechos políticos; la igualdad en la participación efectiva en la vida 
política de la nación; el derecho de participar en igualdad de condiciones en los asuntos políticos y 
en la gestión estatal.- Expone el recurrente que dentro del espíritu y esencia de IGUALDAD DE 
TODOS LOS CIUDADANOS, que pregona nuestra Constitución Política, es que sus representados 
 
 
Solicitaron al Honorable Consejo Supremo Electoral que lo Aplicara sin condición y más limitaciones 
que por las razones establecidas en el artículo 47 Cn: Edad – Suspensión Penal o Interdicción Civil, 
LA IGUALDAD DE TODOS LOS CIUDADANOS NICARAGÜENSES, pero se negó aduciendo falta de 
competencia, cuando como ellos mismos lo dicen la Constitución Política los vincula como a los 
demás Poderes del Estado de manera insoslayable; y no es la Constitución Política formalmente 
hablando, sino los Principios Supremos Fundamentales que existen antes de la Constitución Escrita, 
y en los que el Constituyente Originario se inspiró para desarrollar los Derechos Fundamentales de 
la Constitución Política. Que explicaron de manera clara al Consejo Supremo Electoral que la 
aplicación de la INTERDICCIÓN ELECTORAL AL PRESIDENTE Y VICEPRESIDENTE DE LA 
REPÚBLICA, Y AL ALCALDE Y VICEALCALDE MUNICIPAL, contenida en los artículos 147 y 178 Cn., 
genera una DESIGUALDAD Y DISCRIMINACIÓN, al impedir y obstaculizar la igualdad que debemos 
tener T O D O S los nicaragüenses en el goce de los derechos políticos; así como la Igualdad en la 
participación efectiva en la vida política de la nación; el derecho de participar en igualdad de 
condiciones en los asuntos políticos, en la gestión estatal; elegir y ser elegidos. DISCRIMINACIÓN 
aplicada ÚNICAMENTE a quienes ocupan los cargos de Presidente – Vicepresidente; Alcalde – 
Vicealcalde; NO OBSTANTE, ES INAPLICABLE para los demás cargos de Elección Popular Directa 
(Diputados ante la Asamblea Nacional, Diputados ante el Parlamento Centroamericano, Miembros 
de los Consejos de las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica) o de Elección Indirecta 
(Magistrados de la CSJ y CSE., Fiscal de la República, Miembro la Contraloría General de la 
República, Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, Intendente y Superintendente de 
Bancos, entre otros). Que por esa razón SOLICITARON AL CONSEJO SUPREMO ELECTORAL, se 
tenga a sus representados, como ciudadanos aptos de derechos Políticos – Constitucionales – 
Electorales, para participar en las Contiendas Electorales a realizarse en los años 2011 y 2012, sin 
más requisitos y limitaciones que los que se les impone a cualquier ciudadanos por razones de 
Edad y por suspensión Judicial de Derechos Ciudadanos, pero NO de manera DISCRIMINATORIA, 
ya que conforme el referido Principio de Igualdad Incondicional “Es obligación del Estado eliminar 
los obstáculos que impidan de hecho la igualdad entre los nicaragüenses y su participación efectiva 
en la vida política, económica y social del país”. (Arto. 48 Cn). AL RESPECTO ESTA SALA DE LO 
CONTITUCIONAL tiene a bien señalar que hoy EL PRINCIPIO DE IGUALDAD se configura, como una 
noción más compleja que la igualdad ante la ley que predicaron las revoluciones liberales, se 
construye sobre todo, como un límite de la actuación de los poderes públicos y como un 
mecanismos de reacción frente a la posible arbitrariedad del poder. El Derecho a la Igualdad reviste 
un carácter genérico, en la medida en que se proyecte sobre todas las relaciones jurídicas y muy en 
particular sobre las que se fraguan entre los ciudadanos y los poderes públicos. No es pues un 
derecho  a ser igual que los demás, sino a ser tratado igual que quienes se encuentran 
en idéntica situación. La Igualdad, es también una obligación constitucional impuesta a 
 
 
los Poderes Públicos, obligación consistente en tratar de igual forma a cuantos se 
encuentran en iguales situaciones de hecho; siendo así, los Poderes Públicos no pueden 
tratar a los ciudadanos según su libre consideración, ni tampoco pueden realizar 
tratamientos diferentes en función de su sexo, su pertenencia a una u otra raza, su 
credo político, religión, opinión, posición económica o condición social  u otras 
características personales; han de ofrecer un tratamiento similar a todos cuanto se encuentren 
en similar situación. Parece claro que la intención del Constituyente Originario es evitar cualquier 
tipo de discriminación por cualquier circunstancia personal o social: Dicho de otra forma, ha 
pretendido excluir cualquier diferencia de trato que carezca de una justificación objetiva y 
razonable.  Pero aún siendo su voluntad proscribir cualquier clase de trato desigual no justificado 
objetiva y razonablemente, ha mencionado expresamente algunos supuestos que se distinguen o 
bien por su carácter particularmente odioso y atentatorio contra la dignidad humana, o bien 
porque, históricamente han sido con frecuencia causa de discriminación, o bien porque su arraigo 
social les hace particularmente susceptibles de constituir, aún hoy en día, un motivo de 
discriminación o bien en fin, porque los sectores en el mencionado se encuentren en una situación 
fáctica de inferioridad en la vida social.  La específica mención de estas causas no implican, sin 
embargo una lista cerrada de supuestos de discriminación. (Morillo Joaquín García, Derecho 
Constitucional, “El Derecho Constitucional. Derechos y Deberes de los Ciudadanos”. Editorial Tirant 
Lo Blanch. Vol. I, 2ª Ed. Valencia 1994, pág. 159 a la 169).  El Principio de Igualdad contenido 
específicamente en los artículos 27 y 48, se desglosa de dos maneras: 1) La Igualdad<EN>la Ley, y 
2) La Igualdad<ANTE>la Ley.  La primera, es un límite impuesto por el constituyente al Poder 
Legislativo y al Poder Ejecutivo, en cuanto el primero (legislativo) es el órgano facultado por 
antonomasia para dictar leyes, y el segundo, por cuanto está facultado para dictar decreto en 
asuntos de su competencia, y dictar reglamentos cuando así se ordene en la ley.  Este aspecto, 
obliga a dichos Poderes a no diferenciar en ellas situaciones que son sustancialmente iguales  y a 
establecer  una adecuada proporcionalidad (Principio de Proporcionalidad), entre las diferencias 
que la norma reconoce y las consecuencias jurídicas que a ella han de sumarse; esto es que a una 
diferencia banal, no deben atribuírseles consecuencias jurídicas sustantivas En cuanto a la 
Igualdad<ante>la Ley, implica que una vez establecida la ley, cumpliendo los requisitos que 
impone la igualdad <en> la ley, obliga a que sea aplicada de un modo igual a todos aquellos que 
se encuentren en la misma situación, sin que el aplicador (sea judicial o ejecutivo), pueda 
establecer diferencia alguna en razón de las personas o de circunstancias que no sean 
precisamente las presentes en la norma; tratar iguales a iguales y desiguales a desiguales. 
(Consultar Morillo Joaquín García, Ob Cit., pág. 61; y Luis Aguiar de Luque, y Pablo Pérez Tremps, 
Ob Cit., pág. 105; VER SENTENCIA SALA CN. NO. 59, dictada a las 10:45 a.m., del 7 de 
 
 
mayo de 2004, Cons. VIII; y Sentencia de Corte Plena No. 69, dictada a la 1:45 p.m., del 23 
de septiembre de 2004).-  
VII 
En el presente caso, corresponde en principio examinar si el Constituyente Derivado violó la 
Igualdad “EN LA LEY”, excediéndose al Constituyente Originario, “tratando desiguales situaciones 
iguales" en la Parte Dogmática o en la Parte Orgánica: En el caso concreto, la PARTE 
DOGMÁTICA, dispone en cuanto a la Igualdad de los Derechos Políticos lo siguiente: Título IV, 
Derechos, Deberes y Garantías.- Del Pueblo Nicaragüense.- Capitulo I.- Derechos 
Individuales: Arto. 27 Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho a igual 
protección. No habrá discriminación por motivos de nacimiento, nacionalidad, credo político, raza, 
sexo, idioma, religión, opinión, origen, posición económica o condición social. Los extranjeros 
tienen los mismos deberes y derechos que los nicaragüenses, con la excepción de los derechos 
políticos y los que establezcan las leyes; no pueden intervenir en los asuntos políticos del país. El 
Estado respeta y garantiza los derechos reconocidos en la presente Constitución a todas las 
personas que se encuentren en su territorio y estén sujetas a su jurisdicción”; CAPITULO II.- 
DERECHOS POLÍTICOS: Arto. 47 Son ciudadanos los nicaragüenses que hubieran cumplido 
dieciséis años de edad. Sólo los ciudadanos gozan de los derechos políticos consignados en la 
Constitución y las leyes, sin más limitaciones que las que se establezcan por razones de edad. Los 
derechos ciudadanos se suspenden por imposición de pena corporal grave o penas accesorias 
específicas, y por sentencia ejecutoriada de interdicción civil. Arto. 48 Se establece la igualdad 
incondicional de todos los nicaragüenses en el goce de sus derechos políticos; en el ejercicio de los 
mismos y en el cumplimiento de sus deberes y responsabilidades, existe igualdad absoluta entre el 
hombre y la mujer. Es obligación del Estado eliminar los obstáculos que impidan de hecho la 
igualdad entre los nicaragüenses y su participación efectiva en la vida política, económica y social 
del país. Arto. 50.- Los ciudadanos tienen derecho de participar en igualdad de condiciones en los 
asuntos públicos y en la gestión estatal. Por medio de la ley se garantizará, nacional y localmente, 
la participación efectiva del pueblo. Arto. 51.- Los ciudadanos tienen derecho a elegir y ser 
elegidos en elecciones periódicas y optar a cargos públicos, salvo las limitaciones contempladas en 
esta Constitución Política”.- Estos artículos son modelos de extensión, protección y ampliación del 
Principio de Igualdad Constitucional referido en el Preámbulo de la Constitución Política antes 
citado.- Si se observa sólo el artículo 47 Cn., contiene una limitación que podemos afirmar es 
válida, lógica y racional por motivos de edad y por motivos de interdicción penal o civil. En el caso 
concreto, la PARTE ORGÁNICA: El Artículo 147 Cn., dispone: “No podrá ser candidato a 
Presidente ni Vicepresidente de la República: a) el que ejerciere o hubiere ejercido en propiedad la 
Presidencia de la República en cualquier tiempo del período en que se efectúa la elección para el 
período siguiente, ni el que la hubiere ejercido por dos períodos presidenciales; b) el Vicepresidente 
 
 
de la República o el llamado a reemplazarlo, si hubiere ejercido su cargo o el de Presidente en 
propiedad durante los doce meses anteriores a la fecha en que se efectúa la elección para el 
período siguiente; …”; El Artículo 178 Cn., dispone: “… El Alcalde y el Vicealcalde sólo podrán ser 
reelectos por un período. La reelección del Alcalde y Vicealcalde no podrá ser para el período 
inmediato siguiente. …”.- Dichas disposiciones crean una Interdicción Electoral al Presidente y 
Vicepresidente de la República, y al Alcalde y Vicealcalde Municipal, interdicción que ES 
INAPLICABLE para los demás cargos de Elección Popular y Directa como son: Diputados ante la 
Asamblea Nacional, Diputados ante el Parlamento Centroamericano, Miembros de los Consejos de 
las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica; ó cargos de Elección Indirecta como Magistrados de 
la CSJ y CSE., Fiscal de la República, Miembro la Contraloría General de la República, Procurador 
para la Defensa de los Derechos Humanos, Intendente y Superintendente de Bancos, entre otros. 
Podemos afirmar que tanto el Presidente y Vicepresidente de la República, como los Alcalde y 
Vicealcalde, Diputados Asamblea Nacional, Diputados Parlacen, y Diputados de los Consejos 
Regionales Autónomos, TIENEN LA SIGUIENTE IGUALDAD DE SITUACIONES: 1.- Todos son 
electos de manera directa mediante sufragio, universal, igual, directo, libre y secreto (Artos. 146, 
178, 132 Cn.; y 2 literal a) del Tratado Constitutivo del PARLACEN y Otras Instancias Políticas; y 
Arto. 19 de la Ley No. 28, Estatuto de Autonomía de las II Regiones de la Costa Atlántica de 
Nicaragua); 2.- Todos ejercen el Poder Político en representación del pueblo (Arto. 2 Cn); 3.- 
Todos tienen un período mayor a 4 años (Artos. 148, 178, 136 Cn; y Arto. 2 literal a) del Tratado 
Constitutivo del PARLACEN y Otras Instancias Políticas; y Arto. 28 de la Ley No. 28, Estatuto de 
Autonomía de las II Regiones de la Costa Atlántica de Nicaragua).- Ahora bien, dichos cargos de 
elección directa presentan DESIGUALDAD EN IGUALDAD DE CONDICIONES, sólo por lo que 
hace al Presidente y Vicepresidente de la República, y al Alcalde y Vicealcaldes Municipales, dicha 
desigualdad en igualdad de condiciones consiste en: “El derecho a optar al mismo cargo 
público de manera sucesiva en los subsiguientes comicios electorales”.- Al Presidente y 
Vicepresidente: NO SE LE PERMITE (Arto. 147 Cn); el Alcalde y Vicealcalde: NO SE LE PERMITE 
(Arto. 178 Cn); Diputados Asamblea Nacional: se le permite; Diputados al Parlacen: se le permite; y 
Diputados en los Consejo Regional Autónomos (RAAS y RAAN): se le permite. En consecuencia, las 
Disposiciones Constitucionales que contienen esa Interdicción Electoral sólo para el Presidente y 
Vicepresidente, Alcalde y Vicealcalde, representa un trato desigual, cuando como queda claro 
hay igualdad de condiciones, contraviniendo el Principio de Igualdad y el Principio de 
Proporcionalidad, que reconoce como única limitación señalada en la Parte Dogmática por el 
Constituyente Originario por razones de edad y por motivo de condena penal o interdicción civil. 
Ante tal desigualdad “EN LA LEY” (Artos. 147 y 178 Cn) por haberlo establecido el 
Constituyente Derivado en la Constitución Política, y “ANTE LA LEY” ya que el Consejo Supremo 
Electoral en la Resolución Administrativa dictada a las once de la mañana, del dieciséis de octubre 
 
 
de dos mil nueve, se niega Aplicar el Principio Constitucional de Igualdad Incondicional de todo 
ciudadano Nicaragüense sin discriminación alguna, e Inaplicar la referida Interdicción Electoral para 
mis representados, aduciendo que no le corresponde a ellos resolver tal Antinomia Constitucional; 
por tanto debe declararse la inaplicabilidad de la Interdicción Electoral para Presidente y 
Vicepresidente, Alcalde y Vicealcalde, creada no por el Constituyente Originario, sino por el 
Constituyente Derivado, mediante la Ley No. 192, Ley de Reforma Parcial a la Constitución Política 
de la República de Nicaragua, en su artículo 13, publicada el 4 de julio de 1995, en El Nuevo Diario. 
Con relación al Principio Constitucional de Igualdad Incondicional de Todo Nicaragüense, la Sala de 
lo Constitucional ha sostenido que: “El Principio de Igualdad ante la ley no tiene más objetivos que 
garantizar a plenitud la igualdad de derechos  y obligaciones a todas las personas que se 
encuentren en un determinada situación jurídica” (Sentencia No. 134, de las 8:00 a.m., del 13 de 
septiembre de 1996, B.J. 1996, pp. 295). Al respecto la doctrina refiere: “La igualdad no significa, 
por tanto, que todos deban ser tratados de la misma manera; la igualdad – como escribe 
PERLINGIERI – significa también desigualdad de trato, sobre todo a favor de aquellos que se 
encuentran en una situación de inferioridad, respecto de quienes ostentan una posición más 
ventajosa. Lo que quizá se justifica por el mismo hecho natural, que HERNÁNDEZ GIL resalta, a 
partir del cual “los hombres no somos iguales en la misma medida en que lo son dos objetos, 
porque la individualidad inherente a la personalidad de cada uno nos hace irrepetibles”. De ahí que, 
según el mismo autor, lo que en principio supone la igualdad  es que “todas las personas merecen 
la misma consideración ANTE LA LEY, que todas participan en el poder y que son los mismos sus 
derechos y obligaciones”. (PETER HABERLE, La Libertad Fundamental en el Estado Constitucional, 
Editorial Comares S.L., Primera Edición, Granada, 2003. pp. 161 y 162). 
VIII 
Por lo que hace al Principio de Soberanía y Autodeterminación Nacional contenido en los 
artículos 1, 2 y 6 Cn, inextricablemente vinculado al Principio Constitucional de Prelación de los 
Intereses Supremos de la Nación, contenido en el artículo 129 Cn., y a la obligación de ejercer la 
función pública a favor de los intereses del Pueblo (Arto. 131 Cn); así como al Derecho al Sufragio 
Electoral de los Nicaragüense: Derecho a Elegir y ser Elegido; derecho de ejercer los derechos 
políticos, sin más limitaciones que por razones de edad y por suspensión de los Derechos 
ciudadanos mediante sentencia penal o interdicción civil (ARTO. 1, 2, 47 y 51 Cn).-  Sabiendo que 
la Soberanía, al igual que La Igualdad, La Unidad Centroamericana, La Independencia, La 
Autodeterminación, La Paz Social, El bien común, La libertad, La justicia, El respeto a la dignidad de 
la persona humana, El pluralismo político, social y étnico, La cooperación internacional, El respeto a 
la libre autodeterminación de los pueblos, constituyen los Principios Constitucionales que informan 
los Derechos Fundamentales, conviene determinar que se entiende por Soberanía, sus límites y su 
alcance.  Para Rousseau: La Soberanía es única, inalienable e indivisible, esto es no existen dos 
 
 
Soberanías, una al Pueblo y otra a los Poderes del Estado. Suponer que la Soberanía es Enajenable, 
equivale a la eliminación del mismo Soberano, es decir del pueblo o nación, sin que este hecho 
pueda ni siquiera concebirse con validez. Su indivisibilidad, además deriva lógicamente de su 
inalienabilidad, pues dividir la Soberanía significaría enajenarla parcialmente. Por ello al decir del 
Constitucionalista Mexicano Ignacio Burgoa O, “El propio Poder es Soberano en cuanto no está 
sometido interior o exteriormente a ningún otro, puesto que lo soberano designa un Poder que no 
admite ninguno por encima de él; una potencia que en la esfera donde está llamada a ejercer, no 
sustituye a ninguna otra … La Autodeterminación, que es la nota sustancial expresiva del poder 
soberano o soberanía , en el fondo entraña la autolimitación, pues si autodeterminarse implica 
darse a sí mismo una estructura jurídico-política, esta estructura, que es normativa, supone como 
toda norma una limitación, es decir, señalamiento de límites. La autolimitación, sin embargo, no es 
inmodificable, ya que cuando la nación decide autodeterminarse de diversa manera en el 
desempeño de su poder soberano, cambia sus estructuras y, por ende los límites que éstas 
involucran. … La soberanía es un atributo del poder del Estado, de esa actuación  suprema 
desarrollada dentro de la sociedad humana que supedita todo lo que en ella existe, que subordina 
todos los demás poderes y actividades que se desplieguen en su seno por los diversos entes 
individuales, sociales, jurídicos, particulares o públicos que componen a la colectividad o se 
encuentran dentro de ella, debiéndose agregar que el Estado, como forma en que se estructura y 
organiza un pueblo, al adquirir sustantividad propia, al revestirse con una personalidad jurídica y 
política sui-generis, se convierte en titular del poder soberano, el cual, no obstante permanece 
radicado real y socialmente en la nación. (Diccionario de Derecho Constitucional, Garantía y 
Amparo, Ignacio Burgoa O, 5ª Ed. Porrua, México,1998, pp. 411 y ss). En cuanto a la 
Autolimitación de la Soberanía el constitucionalista Ignacio De Otto expone: “En términos de teoría 
jurídica la doctrina del poder constituyente del pueblo no es sino la formulación de una norma 
básica del ordenamiento, esto es, de una norma de la que deriva la validez de todas las demás, por 
ejemplo la vieja regla absolutista – es ley lo que place al  rey –. Según la teoría del poder 
constituyente del pueblo, éste, en cuanto es soberano, tiene un poder absoluto para determinar lo 
que es derecho, y lo ejerce dando una Constitución en la que determina los procedimientos y los 
límites de la creación de normas. Establecida la Constitución el propio poder del pueblo queda 
sujeto a ella, pues la voluntad popular de reformarla sólo podrá expresarse válidamente siguiendo 
los procesos de reforma que la propia Constitución establece. Con la Constitución el pueblo no sólo 
constituye los poderes del Estado, que deben su existencia a la voluntad popular, sino que, 
además, se autolimita en el sentido de que, en el futuro, su propio poder acerca de la Constitución 
sólo podrá ejercerse en los términos que la propia Constitución establece”. (Ignacio De Otto, 
Derecho Constitucional, Sistema de Fuentes. Editorial Ariel S.A. Barcelona, 1987, pp. 54 y ss).- En 
nuestro caso, la Corte Suprema de Justicia ha sido categórica en cuanto a que la Soberanía es la 
 
 
voluntad del pueblo, y que se autorregula solamente por el Poder Constituyente Originario; el Poder 
Constituyente Derivado en general está subordinado al Principio de Soberanía, no puede 
contradecirla, ya que la Soberanía es única, inalienable, intransferible, irrenunciable, impostergable, 
indivisible y reside en el pueblo, quien lo ejerce a través de los instrumentos democráticos, 
decidiendo y participando libremente en la construcción y perfeccionamiento del sistema 
económico, político y social de la nación. Esto es, el Poder Político lo ejerce el pueblo por medio de 
sus representantes libremente elegidos por sufragio universal, igual, directo y secreto, sin que 
ninguna otra persona o reunión de personas pueda arrogarse este poder o representación. De 
ninguna manera, la Soberanía como Principio Supremo de la Nación, matriz y vientre de los 
derechos ordinarios y extraordinarios puede estar limitada o supeditada por NINGUNA NORMA, ni 
siquiera por la Constitución Política Formal o Escrita, ya que la Soberanía es la principal fuente de la 
Nación y de la misma Constitución Escrita. Efectivamente, podría la Constitución Política no declarar 
absolutamente nada sobre la Soberanía como en el caso de aquellos países que no tienen 
Constitución Escrita o Formal; no obstante, en todo momento la Soberanía es única, inalienable, 
intransferible, irrenunciable, impostergable, indivisible y sobre todo reside en el pueblo. No hay 
entonces Soberanía que no resida de manera absoluta en el Pueblo. De tal manera que tanto el 
Poder Constituyente Originario como el Poder Constituyente Derivado, tienen el deber y la 
obligación de respetar y en todo caso ampliar, pero nunca restringir el Principio Supremo de 
Soberanía. En el presente caso, al modificarse la voluntad del Poder Constituyente Originario, 
limitando - no ampliando - un Principio Fundamental como es el Derecho al Sufragio Electoral: 
Elegir y ser Elegido, se atenta contra la Soberanía Popular de la Nación Nicaragüense y contra el 
Principio de Prelación de los Intereses Supremos de la Nación, contenido en el artículo 129 Cn.; 
ahora bien cuando el Consejo Supremo Electoral niega la aplicación del Principio de Igualdad e 
Inaplicación de la Interdicción Electoral para los recurrente, colisiona también con la obligación de 
ejercer la función pública a favor de los intereses del Pueblo (Arto. 131 Cn).- Al respecto la Corte 
Suprema de Justicia ha dicho: “Y como dicen Alí Joaquín Salgado y Alejandro César Verdaguer en 
su Obra, Juicio de Amparo y Acción de Inconstitucionalidad, Editorial Astrea, Edición 2000, p. 376, 
comentando el fallo “FAYT”: Por nuestra parte no dudamos que el Poder Constituyente al 
igual que los otros Poderes Constituidos no puede operar fuera del marco de legalidad 
que la propia Constitución impone. Por ello el fallo es positivo.” (Véase Corte Sentencia de 
Corte en Pleno No. 52, de las ocho y treinta minutos de la mañana, del treinta de agosto de dos mil 
cinco, Cons. V).- Asimismo en reciente sentencia dijo: “Para esta Corte el círculo se cierra de 
esta forma: Es la voluntad del pueblo la que estable los procedimientos y límites que, 
en el futuro, encuadrarán la manifestación de esa misma voluntad. El Derecho deriva su 
legitimidad de ser expresión de la voluntad popular, y ésta es legítima si se expresa por 
los procedimientos establecidos por el Derecho (Véase, Introducción al Derecho 
 
 
Constitucional, Luís López Guerra, Tirant lo blanch libros, 1994, paginas 75 y siguientes). (Véase 
Sentencia No. 2, dictada por Corte en Pleno a las nueve de la mañana, del diez de enero de dos mil 
ocho, Cons. IV).- De ahí que los Honorables Magistrados del Consejo Supremo Electoral, no pueden 
negarse a cumplir con la voluntad del Pueblo Soberano, de elegir y ser elegido de manera directa 
como sus representantes a los ciudadanos que crean conveniente, aplicando de manera 
inescrutable los Principios Fundamentales de Igualdad, Libertad y Soberanía, de no ser así ocurriría 
una muerte política para los recurrentes, violando también el Derecho al reconocimiento de la 
personalidad y capacidad jurídica (Arto. 25 No. 3 Cn) y el reconocimiento de los derechos 
inherentes a la persona humana consignados en las Declaraciones Universales de Derechos 
Humanos recogidas en el artículo 46 Cn., el que nos remite a la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, a la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y a la Convención 
Americana Sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), la cuales en sus disposiciones establecen 
como Principios esenciales del ser humano respectivamente: Principio de Igualdad (Prámbulo; 
Artos. 1, 2, 7; Preámbulo; Artos. II; y Arto. 1, 23, 24); Principio de Libertad (Preámbulo; Arto. 1 
y 29; (Preámbulo; Artos. IV; y  Arto. 2, 7); Derecho al Sufragio: Elegir y ser Elegido (Arto. 21; 
Arto. XX, XXXII, XXXIV; y  Arto. 23); Derecho a la Personalidad (Arto. 6; Artos. XVII; Arto. 3). 
Cabe destacar que todos estos principios fundamentales esenciales en el ser humano son 
irrenunciables y los Estados partes como nosotros no los podemos restringir tal y como lo dicen de 
manera expresa el artículo 30 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y los artículos 1 y 
29 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (Pacto de San José). Para finalizar, 
consideramos pertinente traer a la vista lo establecido de manera categórica y lapidaria sobre la 
Soberanía  por la Declaración Universal de Derechos Humanos, en su artículo 21: “1. Toda 
persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio 
de representantes libremente escogidos. 2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en 
condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país. 3. La voluntad del pueblo 
es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará mediante 
elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal 
e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del 
voto”.-En la Resolución Administrativa dictada a las once de la mañana, del dieciséis de octubre de 
dos mil nueve, aquí recurrida, se transgrede los ya referidos Principios Constitucionales de los 
Ciudadanos Nicaragüenses, por lo cual resulta falta de motivación y congruencia, violando el 
Derecho de Petición y a obtener una resolución fundada en derecho; en consecuencia debe 






De conformidad con todo lo expuesto, artículos 424, 426 y 436 Pr; artículo 1, 2, 25 No. 3; 27, 46, 
47, 48, 50, 51, 52, 129, 131, 132, 147, 178 Cn., y demás Principios y Disposiciones Constitucionales 
citadas, y jurisprudencia, los suscritos Magistrados de SALA DE LO CONSTITUCIONAL resuelven: 
I.-  HA LUGAR AL RECURSO DE AMPARO interpuesto por el Licenciado EDUARDO JOSÉ MEJÍA 
BERMÚDEZ, en su calidad de Apoderado Especial para Recurrir de Amparo ante el Consejo 
Supremo Electoral, del ciudadano nicaragüense Cmdte. JOSÉ DANIEL ORTEGA SAAVEDRA, 
Presidente de la República, y de los ciudadanos nicaragüenses y Alcaldes Municipales de la 
República de Nicaragua: Víctor Manuel Sevilla Mayorga, Enrique José Saravia Hidalgo,Cecilio Cruz 
Ríos, William Alberto Martínez Sánchez, Diega Deysis Núñez, Asunción Alcides Gerardo Ramón 
García Castellón, Emigdio Jesús Téllez Mairena, del domicilio de Puerto Morazán, Jenny Amada 
Moncada Espinoza, Moisés Armando Martínez Corrales Clementina Dávila Cruz, Kenny Alberto 
Espinoza Gaitán, Juan Fernando Gómez Ovando, Diego David Figueroa Gontol, Karla Guadalupe 
Raudales Moya, Rosa Amelia Valle Vargas, Lesbia del Carmen Abarca García, Enrique José Gómez 
Toruño, Simeón Manuel Calderón Chévez, Juan Gabriel Hernández Rocha, Hugo Julián Ruiz Urbina, 
Barney Jesús Pulido Moreno, Arcenio Eusebio Reyes Siria, Bismarck Ramón Pérez, Yader José 
Ramos, Evert Alejandro López Aguirre, Oscar Antonio Tardencilla Muñiz, Ramón Enrique López 
Gómez, Jaime José Molina Mora, Orlando José Vega Fonseca, Iván Antonio Dinarte Solís, Maribel 
Auxiliadora Barrios Latino, Sandra Rosa Vásquez López, Róger Antonio Acevedo Chavarría,José 
Ismael Sánchez Pupiro, Manuel Antonio Mercado Navas, Luis Manuel Morales Mercado, Jobis José 
Félix Trejos Trejos, del domicilio de Masaya, Ivania Isabel Carranza Carranza, Clarissa Esmeralda 
Vivas Castellón, Marlon José Muñoz Sandino, Miguel Ángel Calero Gutiérrez, Imel Jesús Hernández 
Sotelo, Orlando Salvador Meza Gómez, José Roberto Alejo Dávila, Rolando Salomón Valdivia 
Delgado,Rodolfo Ulden Pérez Rivera, Carlos Javier Guzmán Díaz,  Wilfredo Gerardo López 
Hernández, Gilma Victoria Canales Cruz, Jorge Manuel Sánchez Santana, José Ángel Morales 
Mairena, Marcos Antonio Sandoval Mejía, Bayardo José Árauz Robleto, María Elena Guerra Gallardo, 
Yamil Vargas Díaz, Mauricio José Ruiz Matamoros, Eda Griselda Medina Campos, Jhonny Francisco 
Gutiérrez Novoa, Misael José Morales Sequeira, Ana Clemencia Ávalos Martínez,Sadrach Zeledón 
Rocha, Angel Rafael Cardoza Orozco, Maryan José Ruíz Rivera, Paulino Jarquin Urbina, Trinidad de 
Jesús Alvarez Jarquin, Marvin Enrique Aráuz Sobalvarro, Carlos Alberto Sequeira Cruz, Juan Rayo 
Masis, Luis Antonio Martínez Medal, Leonidas Nicolás Centeno Rivera, Ronieer José Rodríguez 
Rivera, Celso de los Reyes Amador Cruz, Francisco Ramón Valenzuela Blandón, Jairo Arce Aviles,; 
Juan Francisco Carrasco Rivas, Juan Ramón Mendoza Irias, Wilson Pablo Montoya Rodríguez, 
Jalmer Bismarck Rivera Alvarado, Luz Amparo García García, Néstor Ramón Maldonado Benavides, 
Asisclo José Laguna Mairena, Mario Antonio Gutiérrez Altamirano, Bernarda Castillo Centeno, Melvin 
 
 
López Gadea, Ezequiel de Jesús Membreño López, Daysi Ivette Tórres Bosques,; Roberto 
Presentación Somoza Romero, Miriam Eulalia Salinas López, José Ángel Velásquez Laguna, José 
Noel Cerda Méndez, Gustavo Adolfo Cortes Robles, del domicilio de Ticuantepe, Cesar Francisco 
Vásquez Valle, José Inocente Castro Castellón, Fernando Lopez Sauseda, Telma Maria Olivas Ardon, 
Orlando Ismael Zeledon Sobalvarro, Luis Felipe Enriquez Averrúz, Carlos Efraín Norori Jiménez, 
Melvin Alfonso Ortez Beltran,Noel Antonio Rivas Bustamante, Alexander Modesto Alvarado Lam, 
Guillermo Ernesto Espinoza Duarte; Hector Arturo Ibarra Rodriguez, Jose Osorno Lopez, Cleaveland 
Rolando Webster Terry, Carlos Agustin Miranda Larios, Everth Wellington Federico Dixon, Jose 
Roberto Cuthbert Ramirez, todos de generales en auto. EN CONTRA DEL CONSEJO SUPREMO 
ELECTORAL DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA, integrado por los Honorables Magistrados 
ROBERTO JOSÉ RIVAS REYES, Presidentes, MARISOL CASTILLO BELLIDO, Magistrado en 
Funciones, JOSÉ MIGUEL CÓRDOBA GONZÁLEZ, Magistrado, JOSÉ LUIS VILLAVICENCIO 
ORDOÑEZ, Magistrado, RENE HERRERA ZÚNIGA, Magistrado, JOSÉ BOSCO MARENCO CARDENAL, 
Magistrado, y EMILIANO ENRIQUEZ LACAYO, todos mayores de edad, casados, de este domicilio 
legal, y demás generales de ley desconocidas por el recurrente, por haber dictado la Resolución 
Administrativa de las once de la mañana, del dieciséis de octubre de dos mil nueve, y notificada a 
las 11:45 a.m., de ese mismo día, de que hemos hecho referencia.- II.- En consecuencia, se 
ordena al Consejo Supremo Electoral librar Certificación teniendo a los ciudadanos que aquí 
recurrieron a través del abogado Eduardo José Mejía Bermúdez, como ciudadanos aptos de 
Derechos Políticos – Constitucionales – Electorales, para participar en las contiendas electorales a 
realizarse en los años 2011 y 2012, en los mismos cargos que ostentan actualmente, como 
candidatos a Presidente – Vicepresidente – Alcalde – Vicealcalde, respectivamente, sin más 
requisitos y condiciones que los que se establecen a cualquier ciudadano por razones de edad o 
impedimento del ejercicio de los derechos ciudadanos por sentencia penal firme o interdicción civil, 
según el artículo 47 Cn., ya que conforme el referido Principio de Igualdad Incondicional de Todo 
Ciudadano Nicaragüense “Es obligación del Estado eliminar los obstáculos que impidan de hecho la 
igualdad entre los nicaragüenses y su participación efectiva en la vida política, económica y social 
del país”. (Arto. 48 Cn).- III.- Siendo que las Disposiciones Constitucionales contenidas en los 
artículos 147 y 178 Cn., reformadas por el Constituyente Derivado mediante el artículo 13 de la Ley 
No. 192, Ley de Reforma Parcial a la Constitución Política de la República de Nicaragua, publicada 
el 4 de julio de 1995, en El Nuevo Diario, crea una Discriminación e Interdicción Electoral para 
Presidente y Vicepresidente, Alcalde y  Vicealcalde, colisionando o produciendo una Antinomia 
Constitucional con respecto a los siguientes Principios Constitucionales: 1.- El Principio Fundamental 
y Supremo de la Igualdad Incondicional de T O D O S los Nicaragüenses EN y ANTE LA LEY, 
contenido en el Preámbulo de la Constitución Política, y en los artículos 27, 48, 50 y 51 de la Carta 
Magna; 2.- El Principio de Soberanía y Autodeterminación Nacional contenido en los artículos 1, 2 y 
 
 
6 Cn, inextricablemente vinculado al Principio Constitucional de Prelación de los Intereses Supremo 
de la Nación, contenido en el artículo 129 Cn., y de la obligación de ejercer la función pública a 
favor de los intereses del Pueblo (Arto. 131 Cn); así como del Derecho al Sufragio Electoral de los 
Nicaragüenses: Derecho a Elegir y ser Elegido; Derecho de ejercer los derechos políticos, sin más 
limitaciones que por razones de edad y por suspensión de los Derechos ciudadanos mediante 
sentencia penal o interdicción civil (ARTO. 1, 2, 47 y 51 Cn); EN CONSECUENCIA ESTA SALA DE LO 
CONSTITUCIONAL declara la inaplicabilidad a partir de la notificación de la presente sentencia, del 
Artículo 147 Cn., únicamente en la parte que íntegra y literalmente se lee: “No podrá ser 
candidato a Presidente ni Vicepresidente de la República: a) el que ejerciere o hubiere ejercido en 
propiedad la Presidencia de la República en cualquier tiempo del período en que se efectúa la 
elección para el período siguiente, ni el que la hubiere ejercido por dos períodos presidenciales; b) 
el Vicepresidente de la República o el llamado a reemplazarlo, si hubiere ejercido su cargo o el de 
Presidente en propiedad durante los doce meses anteriores a la fecha en que se efectúa la elección 
para el período siguiente; …” y el Artículo 178 Cn., únicamente en la parte que íntegra y 
literalmente se lee: “ … El Alcalde y el Vicealcalde sólo podrán ser reelectos por un período. La 
reelección del Alcalde y Vicealcalde no podrá ser para el período inmediato siguiente. …” IV.- Sin 
perjuicio de que la presente sentencia tiene efectos Inter - Parte y por ello de obligatorio e 
inexpugnable cumplimiento para las partes, conforme el Principio de Relatividad de la Sentencia, 
elévense el expediente a Corte en Pleno a fin de que sea ratificada y produzca efectos erga 
omnes.- Cópiese y Notifíquese y Publíquese.- Esta Sentencia está escrita en doce hojas de papel 
bond tamaño legal con membrete de la Sala de lo Constitucional y rubricadas por la Secretaria.- 
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